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GARANTIZAR EL PERIODO DE CONSERVACIÓN DE DERECHOS A LOS
QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 109 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL

Del diputado David Bautista Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Consejo Técnico del
IMSS, a ampliar y garantizar el periodo de conservación de derechos a los que se
refiere el artículo 109 de la Ley del Seguro Social, para atender a la crisis sanitaria
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EMITIR LA DECLARATORIA DE DESASTRE PARA TAMAULIPAS Y
LIBERAR RECURSOS PRESUPUESTALES PARA LA ATENCIÓN AL
CAMPO AFECTADO CON LAS HELADAS EN FEBRERO

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, a emitir la declaratoria de desastre para Tamaulipas y
realizar las acciones necesarias para liberar recursos presupuestales suficientes
que sirvan de apoyos para la atención al campo tamaulipeco, que se vio afectado
con las heladas de este mes de febrero. Se turna a la Comisión de Protección
Civil y Prevención de Desastres, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCREMENTAR EN CIEN POR CIENTO EL SALARIO DEL PERSONAL
MÉDICO Y DE SALUD QUE SE ENCUENTRA EN LA PRIMERA LÍNEA DE
ATENCIÓN DE LA PANDEMIA PROVOCADA POR EL SARS-COV-2

Del diputado José Luis Montalvo Luna, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SHCP, a
la Secretaría de Salud y a sus homólogas en las entidades federativas, a analizar la
viabilidad de incrementar en cien por ciento el salario del personal médico y de
salud que se encuentran en la primera línea de atención de la pandemia provocada
por el SARS-Cov-2. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . 

FORTALECER LAS ACCIONES PARA LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN AL
EMBARAZO DE NIÑAS Y ADOLESCENTES EN EL MARCO DE LA
EMERGENCIA SANITARIA POR COVID-19

De la diputada Martha Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas
autoridades, a fortalecer las acciones para la prevención y atención al embarazo de
niñas y adolescentes en el marco de la emergencia sanitaria por covid-19. Se
turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen.

POLÍTICA DE APOYO EXTRAORDINARIO PARA LOS MUNICIPIOS MÁS
AFECTADOS POR LA PANDEMIA CAUSADA POR EL SARS-COV-2

De la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SHCP, a la Sectur y al municipio de Cozumel, a valorar la factibilidad de crear política
de apoyo extraordinario para los municipios más afectados por la pandemia causada
por el SARS-Cov-2. Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.. . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA, A DESIGNAR AL
SECRETARIO EJECUTIVO DEL SIPINNA

De la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Gobierno de la República, a designar al secretario ejecutivo del
SIPINNA. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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REESTABLECER LA PAZ Y LA TRANQUILIDAD EN LA SOCIEDAD
COLIMENSE ANTES DE QUE CONCLUYA EL MANDATO DEL ACTUAL
GOBERNADOR

Del diputado Arturo Escobar y Vega y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno de Colima, a
realizar acciones en coordinación con los distintos órdenes de gobierno, para
reestablecer la paz y la tranquilidad en la sociedad colimense antes de que
concluya el mandato de su gobernador, el C. Ignacio Peralta Sánchez. Se turna a
la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSIDERAR COMO GRUPO PRIORITARIO EN LA COBERTURA DEL
PLAN NACIONAL DE VACUNACIÓN CONTRA EL VIRUS SARS-COV-2, A
LA POBLACIÓN INDÍGENA

De la diputada María de Jesús Aguirre Barradas, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud, a considerar como grupo prioritario en la cobertura del Plan Nacional de
Vacunación contra el virus SARS-Cov-2 a la población indígena, en términos de
la recomendación de la OPS. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

SE INFORME A LAS PERSONAS QUE ACUDAN A VACUNARSE CONTRA
EL SARS-COV-2, QUÉ TIPO DE VACUNA RECIBIRÁN

De la diputada Madeleine Bonnafoux Alcaraz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, a instruir al personal que participa en la Estrategia
Nacional de Vacunación Contra el SARS-Cov-2, a informar de manera precisa a
las personas que acudan a aplicársela, el tipo de vacuna que recibirán. Se turna a
la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LOS RECURSOS SUFICIENTES PARA LA ATENCIÓN Y
ACOMPAÑAMIENTO DE LOS MEXICANOS MIGRANTES QUE
RETORNAN AL PAÍS

De la diputada María Libier González Anaya, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
al Ejecutivo federal, a través de la SHCP, a garantizar los recursos suficientes, a
fin de que las dependencias del gobierno federal encargadas de los asuntos
migratorios, proporcionen eficaz y oportunamente la atención y acompañamiento
a que legítimamente tienen derecho los mexicanos migrantes que retornan al país,
por motivos de deportación o decisión propia. Se turna a la Comisión de Asuntos
Migratorios, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CREACIÓN DE POLÍTICAS DE APOYO EXTRAORDINARIO A LOS
MUNICIPIOS AFECTADOS POR LA PANDEMIA DEL COVID-19, EN
IXTAPA ZIHUATANEJO

De la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SHCP, a la Sectur y al municipio de Ixtapa Zihuatanejo, a valorar la factibilidad
de crear políticas de apoyo extraordinario para los municipios más afectados por
la pandemia causada por la enfermedad de covid-19. Se turna a la Comisión de
Turismo, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE ARMONICEN LAS LEYES ESTATALES Y SE GARANTICE EL
DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

De la diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a los congresos de las entidades federativas, a armonizar las leyes
respectivas y a los poderes ejecutivos de los estados para garantizar el derecho de
las mujeres a una vida libre de violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de
Género, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE RESPETE EL ORDEN NORMATIVO RESPECTO A LA IMPLEMENTACIÓN
DE LAS URNAS ELECTRÓNICAS EN LAELECCIÓN DEL 6 DE JUNIO DE 2021

Del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de
Capacitación y Organización Electoral del INE, a respetar el orden normativo
conforme a las fuentes formales del derecho y de la jerarquización de las normas
jurídicas con respecto a la implementación de las urnas electrónicas en la elección
del 6 de junio de 2021. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INCLUYA AL PERSONAL ACTIVO DE LAS CORPORACIONES
POLICIALES, EN LOS GRUPOS PRIORITARIOS QUE RECIBIRÁN LAS
DOSIS DE VACUNA CONTRA EL SARS-COV-2

De la diputada Madeleine Bonnafoux Alcaraz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, a incluir al personal activo de las corporaciones
policiales de los tres niveles de gobierno, en los grupos prioritarios que recibirán
las dosis de vacuna contra el SARS-Cov-2. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE LLEVE A CABO, DE MANERA DILIGENTE, LA AVERIGUACIÓN
RESPECTO A LAS DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES EN CONTRA
DE FÉLIX SALGADO MACEDONIO

De la diputada Martha Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Fiscalía
General de Guerrero, a cumplir y llevar a cabo la averiguación de manera diligente
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y exhaustiva, respecto a las diversas denuncias por delitos sexuales en contra de
Félix Salgado Macedonio, que permitan determinar el estatus jurídico y la
procedencia del ejercicio de la acción penal, a fin de garantizar a las víctimas el
pleno ejercicio de sus derechos y el acceso efectivo a la justicia. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE ATIENDA LA PROBLEMÁTICA DE LA COMUNIDAD INDÍGENA DE
AYOTITLÁN UBICADA EN CUAUTITLÁN DE GARCÍA BARRAGÁN,
JALISCO

De las diputadas Laura Imelda Pérez Segura e Irma Juan Carlos, del Grupo
Parlamentario de Morena, la proposición con punto de acuerdo relativo a atender
la problemática de la comunidad indígena de Ayotitlán ubicada en el municipio de
Cuautitlán de García Barragán, en Jalisco. Se turna a la Comisión de Pueblos
Indígenas, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS INSTITUCIONES, AABSTENERSE DE IMPORTAR
MEDICAMENTOS QUE NO CUENTAN CON REGISTRO SANITARIO

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, al Insabi, a la Cofepris y a Birmex, a abstenerse de importar
medicamentos que no cuentan con registro sanitario conforme a la normatividad
nacional y vienen en empaques en idiomas extranjeros que son ilegibles para la
mayoría de los mexicanos. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . 

EXHORTO AL EJECUTIVO FEDERAL, A INCLUIR DENTRO DE SU
PLANTILLA LABORAL A POR LO MENOS UN 5% DE PERSONAS CON
DISCAPACIDAD

Del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a incluir dentro de su plantilla laboral a por lo menos un 5% de personas
con discapacidad, a fin de garantizarles el acceso a oportunidades de trabajo y que
formen parte de la población económicamente activa del país. Se turna a la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DE JALISCO Y LA UNIVERSIDAD DE
GUADALAJARA, A ESCLARECER LAS OBSERVACIONES EMITIDAS POR
LA ASF RESPECTO A LA CUENTA PÚBLICA 2019

De la diputada Laura Imelda Pérez Segura, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno de Jalisco,
así como a la Universidad de Guadalajara, a esclarecer las observaciones emitidas
por la ASF correspondientes a la Cuenta Pública 2019. Se turna a la Comisión
de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE INCORPORE EN EL RÉGIMEN LABORAL DEL SISTEMA NACIONAL
DE SALUD, AL PERSONAL MÉDICO RESIDENTE QUE ATIENDE A
PACIENTES DIAGNOSTICADOS CON EL VIRUS SARS-COV-2

De la diputada María de los Ángeles Gutiérrez Valdez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, a elaborar un programa de trabajo para incorporar
en el régimen laboral del Sistema Nacional de Salud, al personal médico residente
que atienden a pacientes diagnosticados con el virus SARS-Cov-2. Se turna a la
Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESOLVER LA SITUACIÓN DE IMPAGO QUE ESTÁN VIVIENDO LOS
PROFESORES DEL SINDICATO ÚNICO DE ACADÉMICOS DEL COLEGIO
DE BACHILLERES JALISCO

De las diputadas Laura Imelda Pérez Segura y Lorena del Socorro Jiménez
Andrade, del Grupo Parlamentario de Morena, la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al gobierno de Jalisco, a la Secretaría de Educación
de dicha entidad y a la SEP, a resolver la situación de impago que están viviendo
los profesores del Sindicato Único de Académicos del Colegio de Bachilleres
Jalisco (SUACOBAEJ) y a detener las represalias en contra del Sindicato. Se
turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CFE, A DETENER LA QUEMA DE COMBUSTÓLEO EN LA
TERMOELÉCTRICA DE SALAMANCA, GUANAJUATO

Del diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
CFE, a detener la quema de combustóleo en la termoeléctrica de Salamanca,
Guanajuato, que está ocasionando el incremento de la contaminación atmosférica
por el aumento de dióxido de azufre (SO2). Se turna a la Comisión de Energía,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEMARNAT, A REALIZAR UNA EVALUACIÓN DEL
IMPACTO AMBIENTAL EN LAS ZONAS ALEDAÑAS A LOS CREMATORIOS

Del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat, a realizar
una evaluación del impacto ambiental en las zonas aledañas a los crematorios en
donde se incineran cadáveres humanos, con el fin de conocer la calidad del aire
respecto a niveles de dioxinas y furanos presentes. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE RECONSIDERE EL AUMENTO EN LAS TARIFAS DE PEAJE

De la diputada Martha Elena García Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a través de la SCT y de Capufe, a reconsiderar el aumento en
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las tarifas de peaje. Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transportes,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE EVALÚE LA POSIBILIDAD DE REDUCIR LAS TARIFAS DE LAS
CASETAS DE COBRO

Del diputado Miguel Prado de los Santos, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para
que, a través de la SCT y la SHCP, evalúe la posibilidad de reducir las tarifas de
las casetas de cobro, para favorecer a los usuarios con el fin de reactivar la
economía derivado de la situación generada por el covid-19. Se turna a la
Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

DESLINDAR RESPONSABILIDADES Y SANCIONAR A LOS SERVIDORES
PÚBLICOS INVOLUCRADOS EN DESVÍOS DE RECURSOS Y CORRUPCIÓN
EN EL PROGRAMA JÓVENES CONSTRUYENDO EL FUTURO

Del diputado Ricardo Villarreal García y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la SFP y la FGR, a efectuar una investigación para
deslindar responsabilidades y sancionar a los servidores públicos involucrados en
desvíos de recursos y corrupción en el Programa Jóvenes Construyendo el Futuro.
Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . 

SE TOMEN MEDIDAS PARA QUE LOS ADULTOS MAYORES DE 60 AÑOS
QUE TIENEN PROBLEMAS CON SU CURP PUEDAN REGISTRARSE Y
ACCEDER A LA VACUNA CONTRA EL COVID-19

De la diputada María del Carmen Quiroz Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Segob y a
la Secretaría de Salud, a tomar las medidas necesarias para que los adultos
mayores de 60 años que tienen problemas con su CURP puedan registrarse y
acceder a la aplicación de la vacuna contra el covid-19. Se turna a la Comisión
de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES ENCAMINADAS AL FORTALECIMIENTO DEL TURISMO
SUSTENTABLE

De la diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Sectur, a la Semarnat y a la SRE, a emprender acciones encaminadas
al fortalecimiento del turismo sustentable, las buenas prácticas y el fomento del
conocimiento y uso de la biodiversidad. Se turna a la Comisión de Turismo,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NUEVO CENSO DE NEGOCIOS QUE NO SE REGISTRARON, PARA QUE
PUEDAN SER ACREEDORES A LOS MICROCRÉDITOS QUE OTORGA LA SE

De la diputada María del Carmen Quiroz Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
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de Bienestar, a considerar publicar a la brevedad posible, otra convocatoria para
obtener un nuevo censo de aquellos negocios que no alcanzaron a registrarse y
puedan ser acreedores a los microcréditos que otorga la SE. Se turna a la
Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . 

RECURSOS PARA EL MANTENIMIENTO DE LAS INSTALACIONES DE LOS
COMPLEJOS PETROQUÍMICOS DE CANGREJERA, COSOLEACAQUE,
MORELOS Y PAJARITOS

De la diputada Flora Tania Cruz Santos, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a Pemex, a destinar
recursos para el mantenimiento de las instalaciones de los Complejos
Petroquímicos de Cangrejera, Cosoleacaque, Morelos y Pajaritos. Se turna a la
Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL IMSS Y AL ISSSTE, A BRINDAR LA ATENCIÓN INTEGRAL
DE LA HEPATITIS C EN SUS UNIDADES DE PRIMER NIVEL

De las diputadas María Marivel Solís Barrera y Alejandra Pani Barragán, del
Grupo Parlamentario de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta al IMSS y al ISSSTE, a brindar la atención integral de la Hepatitis C en
sus unidades de primer nivel de atención y garantizar esta atención, desde la
detección a la cura, en un tiempo máximo de tres meses. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HOMOLOGAR LAS NORMAS ESTATALES PARA PROHIBIR EL CASTIGO
CORPORAL Y HUMILLANTE COMO MÉTODO CORRECTIVO O
DISCIPLINARIO

Del diputado Marco Antonio González Reyes, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo para homologar la Ley General de
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el Código Civil Federal en las
entidades federativas para prohibir el castigo corporal y humillante como método
correctivo o disciplinario en todos los ámbitos. Se turna a la Comisión de
Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

255

256

258

260



INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable asamblea los turnos dictados a
diversas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 2 de
marzo de 2021 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Dulce María Sauri Riancho (rúbrica), presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 38 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal y 7o. de la Ley General del
Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, a
cargo de la diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y
de Educación, para dictamen.

2. Que se reforma el artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Jesús Gerardo Puentes Balderas, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

3. Que reforma los artículos 223 y 226 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen, y
a la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

4. Que adiciona un artículo Vigésimo Transitorio a la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a cargo del
diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del
Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen, y a la Comisión de Seguridad Social, para
opinión.

5. Que expide la Ley General de Artesanías, a cargo del
diputado Juan Carlos Villarreal Salazar.

Turno: Comisiones Unidas de Cultura y Cinematografía, y
de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen,
y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión.

6. Que adiciona el artículo 27 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a cargo del diputado
Ulises García Soto, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

7. Que reforma y adiciona el artículo 28 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
energética, con el objeto de dotar de autonomía
constitucional a la CNH, a cargo de la diputada Claudia
Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

8. Que adiciona y reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Cons-
titucional, en materia de prohibición de la subcontratación en
el sector del gobierno, a cargo de la diputada Margarita
García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

9. Que reforma el artículo 57 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

10. Que adiciona un artículo 8o. Bis a la Ley para el
Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresa, a cargo de la diputada Olga Patricia
Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario de Encuentro Social.
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Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competi-
tividad, para dictamen.

11. Que expide la Ley de Agricultura Familiar, a cargo del
diputado Ismael Alfredo Hernández Deras, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisiones Unidas de Desarrollo Social, y de
Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y
Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

12. Que deroga la fracción IV del artículo 38 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Ana Karina Rojo Pimentel, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

13. Que adiciona el artículo 7o. de la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

14. Que adiciona el artículo 38 de la Ley de Aviación Civil,
a cargo de la diputada Olga Patricia Sosa Ruiz, del Grupo
Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

15. Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto de dotar de
autonomía constitucional a la Cofepris, a cargo de la
diputada Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

16. Que reforma y adiciona el artículo 9o. de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Higinio del
Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

17. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal
del Trabajo y de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, a cargo del diputado Fernando Luis
Manzanilla Prieto, del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social.

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social,
y de Derechos Humanos, para dictamen.

18. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Agraria, en materia de igualdad de género y de
establecimiento de un glosario normativo, a cargo del
diputado Ismael Alfredo Hernández Deras, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen, y a
la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

19. Que adiciona el artículo 13 Bis de la Ley Minera, a
cargo de la diputada Esmeralda de los Ángeles Moreno
Medina, del Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competi-
tividad, para dictamen.

20. Que reforma y adiciona los artículos 2o., 38 y 93 de la
Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Carlos Elhier
Cinta Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen, y a la Comisión de Salud, para opinión.

21. Que reforma y adiciona el artículo 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia energética, con el objeto de dotar de autonomía
constitucional a la CRE, a cargo de la diputada Claudia
Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

22. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a
cargo del diputado Eduardo Ron Ramos, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.



Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

23. Que adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, a cargo del diputado
Carlos Elhier Cinta Rodríguez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y
de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen.

24. Que adicionan los artículos 74 y 180 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Eduardo Ron
Ramos, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

25. Que reforma el artículo 2o. de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, a cargo del diputado José Salvador Rosas
Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para
dictamen.

26. Que reforma el artículo 2o. de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado José Salvador Rosas
Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

27. Que reforma los artículos 5o. y 6o. de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo del
diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

28. Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

29. Que adiciona el artículo 8o. de la Ley de los Órganos
Reguladores Coordinados en Materia Energética, a cargo
del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

30. Que adiciona el artículo 10 de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a cargo del
diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

31. Que reforma el artículo 16 de la Ley Federal de
Austeridad Republicana, a cargo del diputado José
Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito
Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen.

32. Que reforma el artículo 34 de la Ley de Vivienda, a
cargo del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Vivienda, para dictamen.

33. Que adiciona un artículo 38 Bis a la Ley General de
Mejora Regulatoria, a cargo del diputado José Salvador
Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competi-
tividad, para dictamen.

34. Que reforma el artículo 52 de la Ley de los Institutos
Nacionales de Salud, a cargo del diputado José Salvador
Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

35. Que reforma el artículo 54 de la Ley de los Institutos
Nacionales de Salud, a cargo del diputado José Salvador
Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.
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Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

36. Que reforma el artículo 74 Bis de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado José Salvador Rosas
Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Consejo
Técnico del IMSS, a ampliar y garantizar el periodo de
conservación de derechos a los que se refiere el artículo
109 de la Ley del Seguro Social, para atender a la crisis
sanitaria y laboral provocada por el SARS-Cov-2, a cargo
del diputado David Bautista Rivera, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a emitir la declaratoria de desastre para Tamaulipas
y realizar las acciones necesarias para liberar recursos
presupuestales suficientes que sirvan de apoyos para la
atención al campo tamaulipeco, que se vio afectado con las
heladas de este mes de febrero, a cargo del diputado José
Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Protección Civil y Prevención de
Desastres, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a la Secretaría de Salud y a sus homólogas en las entidades
federativas, a analizar la viabilidad de incrementar en cien
por ciento el salario del personal médico y de salud que se
encuentran en la primera línea de atención de la pandemia
provocada por el SARS-Cov-2, a cargo del diputado José
Luis Montalvo Luna, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a fortalecer las acciones para la prevención y
atención al embarazo de niñas y adolescentes en el marco
de la emergencia sanitaria por covid-19, a cargo de la
diputada Martha Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a la Sectur y al Municipio de Cozumel, a valorar la
factibilidad de crear política de apoyo extraordinario para
los municipios más afectados por la pandemia causada por
el SARS-Cov-2, a cargo de la diputada Ma. del Carmen
Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social.

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
de la República, a designar al Secretario Ejecutivo del
SIPINNA, a cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez
Piña, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
de Colima, a realizar acciones en coordinación con los
distintos órdenes de gobierno, para reestablecer la paz y la
tranquilidad en la sociedad colimense antes de que
concluya el mandato de su Gobernador el C. Ignacio
Peralta Sánchez, suscrito por el diputado Arturo Escobar y
Vega y diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido Verde Ecologista de México y de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a considerar como grupo prioritario en
la cobertura del Plan Nacional de Vacunación contra el
virus SARS-Cov-2 a la población indígena, en términos de
la recomendación de la OPS, a cargo de la diputada María
de Jesús Aguirre Barradas, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a instruir al personal que participa en
la Estrategia Nacional de Vacunación Contra el SARS-
Cov-2, a informar de manera precisa a las personas que
acudan a aplicársela, el tipo de vacuna que recibirán, a
cargo de la diputada Madeleine Bonnafoux Alcaraz, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.



Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a través de la SHCP, a garantizar los
recursos suficientes, a fin de que las dependencias del
gobierno federal encargadas de los asuntos migratorios,
proporcionen eficaz y oportunamente la atención y
acompañamiento a que legítimamente tienen derecho los
mexicanos migrantes que retornan al país, por motivos de
deportación o decisión propia, a cargo de la diputada María
Libier González Anaya, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a la Sectur y al Municipio de Ixtapa Zihuatanejo, a valorar
la factibilidad de crear políticas de apoyo extraordinario
para los municipios más afectados por la pandemia causada
por la enfermedad de covid-19, a cargo de la diputada Ma.
del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social.

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los
congresos de las entidades federativas, a armonizar las
leyes respectivas y a los poderes ejecutivos de los estados
para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia, a cargo de la diputada Frida Alejandra
Esparza Márquez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Comisión de Capacitación y Organización Electoral del
INE, a respetar el orden normativo conforme a las fuentes
formales del derecho y de la jerarquización de las normas
jurídicas con respecto a la implementación de las urnas
electrónicas en la elección del 6 de junio de 2021, a cargo
del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a incluir al personal activo de las
corporaciones policiales de los tres niveles de gobierno, en

los grupos prioritarios que recibirán las dosis de vacuna
contra el SARS-Cov-2, a cargo de la diputada Madeleine
Bonnafoux Alcaraz, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Fiscalía General de Guerrero, a cumplir y llevar a cabo la
averiguación de manera diligente y exhaustiva, respecto a
las diversas denuncias por delitos sexuales en contra de
Félix Salgado Macedonio, que permitan determinar el
estatus jurídico y la procedencia del ejercicio de la acción
penal, a fin de garantizar a las víctimas el pleno ejercicio
de sus derechos y el acceso efectivo a la justicia, a cargo de
la diputada Martha Tagle Martínez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, relativo a atender la
problemática de la comunidad indígena de Ayotitlán
ubicada en el municipio de Cuautitlán de García Barragán,
en Jalisco, suscrito por las diputadas Laura Imelda Pérez
Segura e Irma Juan Carlos, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Pueblos Indígenas, para dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, al Insabi, a la Cofepris y a BIRMEX,
a abstenerse de importar medicamentos que no cuentan con
registro sanitario conforme a la normatividad nacional y
vienen en empaques en idiomas extranjeros que son
ilegibles para la mayoría de los mexicanos, a cargo del
diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a incluir dentro de su plantilla laboral a
por lo menos un 5% de personas con discapacidad, a fin de
garantizarles el acceso a oportunidades de trabajo y que
formen parte de la población económicamente activa del
país, a cargo del diputado Higinio del Toro Pérez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.
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19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
de Jalisco, así como a la Universidad de Guadalajara, a
esclarecer las observaciones emitidas por la ASF
correspondientes a la Cuenta Pública 2019, a cargo de la
diputada Laura Imelda Pérez Segura, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a elaborar un programa de trabajo para
incorporar en el régimen laboral del Sistema Nacional de
Salud, al personal médico residente que atienden a
pacientes diagnosticados con el virus SARS-Cov-2, a
cargo de la diputada María de los Ángeles Gutiérrez
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
de Jalisco, a la Secretaría de Educación de dicha entidad y a
la SEP, a resolver la situación de impago que están viviendo
los profesores del Sindicato Único de Académicos del
Colegio de Bachileres Jalisco (SUACOBAEJ) y a detener las
represalias en contra del Sindicato, suscrito por las diputadas
Laura Imelda Pérez Segura y Lorena del Socorro Jiménez
Andrade, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE,
a detener la quema de combustóleo en la termoeléctrica de
Salamanca, Guanajuato, que está ocasionando el
incremento de la contaminación atmosférica por el
aumento de dióxido de azufre (SO2), a cargo del diputado
Justino Eugenio Arriaga Rojas, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Semarnat, a realizar una evaluación del impacto ambiental
en las zonas aledañas a los crematorios en donde se
incineran cadáveres humanos, con el fin de conocer la
calidad del aire respecto a niveles de dioxinas y furanos
presentes, a cargo del diputado Emmanuel Reyes Carmona,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a través de la SCT y de Capufe, a
reconsiderar el aumento en las tarifas de peaje, a cargo de
la diputada Martha Elena García Gómez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, para que, a través de la SCT y la SHCP,
evalúe la posibilidad de reducir las tarifas de las casetas de
cobro, para favorecer a los usuarios con el fin de reactivar
la economía derivado de la situación generada por el covid-
19, a cargo del diputado Miguel Prado de los Santos, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SFP y
la FGR, a efectuar una investigación para deslindar
responsabilidades y sancionar a los servidores públicos
involucrados en desvíos de recursos y corrupción en el
Programa Jóvenes Construyendo el Futuro, suscrito por el
diputado Ricardo Villarreal García y diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob
y a la Secretaría de Salud, a tomar las medidas necesarias
para que los adultos mayores de 60 años que tienen
problemas con su CURP puedan registrarse y acceder a la
aplicación de la vacuna contra el covid-19, a cargo de la
diputada María del Carmen Quiroz Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sectur,
a la Semarnat y a la SRE, a emprender acciones
encaminadas al fortalecimiento del turismo sustentable, las
buenas prácticas y el fomento del conocimiento y uso de la



biodiversidad, a cargo de la diputada Silvia Guadalupe
Garza Galván, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Bienestar, a considerar publicar a la brevedad
posible, otra convocatoria para obtener un nuevo censo de
aquellos negocios que no alcanzaron a registrarse y puedan
ser acreedores a los microcréditos que otorga la SE, a cargo
de la diputada María del Carmen Quiroz Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competi-
tividad, para dictamen.

30. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a Pemex,
a destinar recursos para el mantenimiento de las
instalaciones de los Complejos Petroquímicos de
Cangrejera, Cosoleacaque, Morelos y Pajaritos, a cargo de
la diputada Flora Tania Cruz Santos, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

31. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IMSS y
al ISSSTE, a brindar la atención integral de la Hepatitis C
en sus unidades de primer nivel de atención y garantizar
esta atención, desde la detección a la cura, en un tiempo
máximo de tres meses, suscrito por las diputadas María
Marivel Solís Barrera y Alejandra Pani Barragán, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

32. Con punto de acuerdo, para homologar la Ley General
de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el Código
Civil Federal en las entidades federativas para prohibir el
castigo corporal y humillante como método correctivo o
disciplinario en todos los ámbitos, a cargo del diputado
Marco Antonio González Reyes, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA FEDERAL Y LEY GENERAL

DEL SISTEMA PARA LA CARRERA DE 
LAS MAESTRAS Y LOS MAESTROS

«Iniciativa que reforma los artículos 38 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal y 7o. de la Ley
General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los
Maestros, a cargo de la diputada Ana Lilia Herrera
Anzaldo, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política, 6,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción XXXII del artículo 38 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y la
fracción XIII del artículo 7 de la Ley General del Sistema
para la Carrera de las Maestras y los Maestros en materia
de institucionalización del programa nacional de inglés y
reconocimiento de los profesionales de lenguas indígenas y
extranjeras con el siguiente

Planteamiento y Argumentación

El artículo 3o., de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, establece en el párrafo doceavo que: 

“Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva
de género y una orientación integral, por lo que se
incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades:
la enseñanza de las matemáticas, la lectoescritura, la
literacidad, la historia, la geografía, el civismo, la
filosofía, la tecnología, la innovación, las lenguas
indígenas de nuestro país, las lenguas extranjeras, la
educación física, el deporte, las artes, en especial la
música, la promoción de estilos de vida saludables, la
educación sexual y reproductiva y el cuidado del medio
ambiente”. 

Este mandato constitucional requiere para su cumplimiento
que el Estado, en las leyes generales y locales establezcan las
condiciones normativas, administrativas y de ejecución
necesarias. La educación es un derecho y el reconocimiento
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de las y los maestros también, así lo señala el artículo 3o.,
párrafo sexto:

“Las maestras y los maestros son agentes
fundamentales del proceso educativo y, por tanto, se
reconoce su contribución a la trasformación social.
Tendrán derecho de acceder a un sistema integral de
formación, de capacitación y de actualización
retroalimentado por evaluaciones diagnósticas, para
cumplir los objetivos y propósitos del Sistema
Educativo Nacional”.

Un sistema educativo actual no se puede concebir sin que
sea igualitario, equitativo y con pleno respeto a las y los
docentes que trabajan por la educación, si bien las leyes
secundarias pretendieron cubrir el mandato constitucional,
algunos derechos se quedaron en una aspiración o bien se
sometieron al cumplimiento a partir de la voluntad
administrativa del Poder Ejecutivo. 

El texto constitucional vigente incorpora la obligación del
Estado a la enseñanza de lenguas extranjeras y leguas
indígenas, incluidas dentro de los planes y programas
educativos, esta adición implica que el Estado de
continuidad a los programas existentes y los fortalezca,
además implica regularizar y reconocer explícitamente
como parte del sistema de carrera de las y los maestros a
quienes realizan la enseñanza en lenguas indígenas y
lenguas extranjeras.

Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO, por sus
siglas en inglés), señala que asumir como principio
“Educación para todos” significa “educación de calidad
para todos”,1 y el sistema educativo debe tener en
consideración a las muchas y variadas culturas y contextos
lingüísticos, aunado a ello los Estados se plantean el
desafío para el Estado de asegurar un marco de
calificaciones para las y los educandos como proteger el
derecho de quienes pertenecen a poblaciones lingüísticas y
étnicas particulares, por lo que los elementos que
constituyen el derecho a la educación, se convierten en
herramientas que contribuyen al bienestar y desarrollo de
las personas.

Es decir, hablar de bilingüismo y el plurilingüismo
significa que existe en un país el uso de más de una
lengua en la vida cotidiana, estas lenguas representan no
sólo un instrumento de comunicación, sino también un
atributo fundamental de la identidad cultural y la

realización del potencial individual y colectivo. Lo
anterior de a la par de definición de una lengua oficial y
o nacional, en el caso de México el idioma español. 

Es por ello que esta iniciativa busca en primer término
fortalecer el reconocimiento los derechos lingüísticos,
¿cómo? Reconociendo explícitamente como parte del
sistema educativo nacional a las maestras y maestros en
lenguas indígenas y leguas extranjeras. 

La UNESCO ha reiterado que la “La lengua de enseñanza
en la escuela es el medio de comunicación para la
transmisión de los conocimientos, esto difiere del concepto
de ‘enseñanza de la lengua’ propiamente dicha, en la que la
gramática, el vocabulario y las formas escritas y orales de
una lengua constituyen un programa de estudios específico
con miras a la adquisición de una segunda lengua distinta
de la lengua materna”. La UNESCO reitera “aprender otro
idioma da acceso a otros sistemas de valores y otras formas
de interpretar el mundo, fomenta el entendimiento
intercultural y contribuye a luchar contra la xenofobia”. 

En 2019 el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF) informaba que a pesar de que en México hay 4
millones de niños y adolescentes que hablan una de las 68
lenguas indígenas que forman parte del patrimonio
lingüístico nacional, sólo seis de cada 10 escuelas a donde
acuden, su profesor habla la misma lengua que los
estudiantes. Ese mismo año la UNICEF suscribió un
acuerdo para la capacitación de 900 maestros en beneficio
de 20 mil alumnos en Chiapas, Guerrero, Chihuahua y
estado de México,2 incluso se ha desarrollado un
documento denominado “Estrategias Didácticas, Guía para
Docentes del Magisterio Indígena”, en el cual se presentan
una serie de herramientas para la formación docente y de las
y los educandos. 

Basta con recordar y hacernos conscientes que “la
población indígena en México es la que tiene mayor riesgo
de no ir a la escuela, no concluir la educación básica
obligatoria o no lograr los niveles de aprendizaje
esperados”,3 Es por ello que debemos fortalecer su entorno
educativo y debemos proteger, reconocer e impulsar a los
agentes educativos que hacen realidad el derecho a la
educación las y los maestros.

En materia de la enseñanza de lenguas extranjeras, sus
docentes y en específico las maestras y maestros del
idioma inglés dependen del Programa Nacional de Inglés
(Proni), es por ello que el segundo propósito de esta



iniciativa es institucionalizar el programa como un
mecanismo dentro de las mejores prácticas educativas a
nivel internacional, dentro de las atribuciones de la
Secretaría de Educación Pública. 

El Proni es un programa federal que pertenece a la
Secretaría de Educación Pública (SEP), el objetivo es
contribuir a asegurar la calidad de los aprendizajes en la
educación básica mediante el fortalecimiento de los
procesos de enseñanza y aprendizaje de una lengua
extranjera en las escuelas públicas.4 Este programa en
conjunto con el planteamiento de un nuevo modelo
educativo establece la obligatoriedad de la enseñanza del
idioma inglés como segunda o tercera lengua de los
alumnos del país a partir de los cinco años. 

Sin embargo, a partir de 2019 más de 8 mil docentes del
Proni, subsisten en condiciones labores distintas a las
descritas en la Constitución y en las Leyes Generales,
incluso no son reconocidos como maestras y maestros, sino
como “asesores externos especializados”,5 pese a que su
labor es frente a grupo y llevan consigo la realización del
máximo propósito del artículo 3o., la educación. Las y los
maestros de inglés no cuentan con seguridad social,
aguinaldo, pago de vacaciones, no generan antigüedad y
sobre todo no son considerados dentro del Sistema de
Carrera.

Aunado a lo anterior, recordemos que en enero de 2019 se
anunciaba una plataforma digital en la cual las y los niños
aprenderían inglés sin que el maestro guía tuviera
conocimiento del idioma. Esta acción vulnera en doble
partida el derecho a la educación, que sea de calidad y que
reconozca la labor del magisterio. Aunado a lo anterior,
los recursos asignados al programa desde 2018 han ido en
detrimento y en 2021, bajo los criterios de austeridad que
también son aplicables a la educación, se redujo aún más
la cobertura.6 Sin presupuesto, sin apoyo y en un año de
pandemia, los perjudicados son las y los alumnos y sus
profesores. 

El PRONI a su vez requiere de la implementación
homogénea en las entidades federativas, es por ello que es
necesario institucionalizarlo a través de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, incluso para la
exigencia de asignación de recursos, a fin de cumplir con
el mandato constitucional.

Este programa tiene como principal objetivo “fortalecer a
las escuelas públicas de nivel preescolar, primarias

regulares, secundarias generales y técnicas, focalizadas
y/o seleccionadas por las Autoridades Educativas Locales
para impartir una lengua extranjera de inglés.”

El inglés además de ser una asignatura curricular
obligatoria es una herramienta indispensable para que las
nuevas generaciones puedan acceder a mayores
oportunidades educativas y laborales a lo largo de su vida
y cumplir con el perfil de egreso establecido en la
educación básica.

Ambos propósitos de esta iniciativa se vinculan de manera
directa con:

• El Eje General “Bienestar”, Objetivo 2.2 “Garantizar
el derecho a la educación laica, gratuita, incluyente,
pertinente y de calidad en todos los tipos, niveles y
modalidades del Sistema Educativo Nacional y para
todas las personas”.

• La Estrategia 2.2.2 “Elevar la calidad y pertinencia de
la educación en todos los tipos, niveles y modalidades
del Sistema Educativo Nacional”.

• Al eje 2. Política Social, el cual contempla el Estado de
bienestar como el acceso a servicios gratuitos de
educación, descritos en el Plan Nacional de Desarrollo
(PND) 2019-2024.

• El Proni se alinea al objetivo prioritario 2.- Garantizar
el derecho de la población en México a una educación
de excelencia, pertinente y relevante en los diferentes
tipos, niveles y modalidades del Sistema Educativo
Nacional, para lograr una educación integral y de
calidad desde la primera infancia hasta la educación
superior, que comprenda, entre otros campos, la salud,
el deporte, la literatura, el arte, la música y el inglés.

La educación les da a niñas, niños, adolescentes y adultos
las habilidades y conocimiento para alcanzar su máximo
potencial y ejercer sus otros derechos constitucionalmente
reconocidos. Protejamos y reconozcamos. 

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de 
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Decreto por el que se reforma la fracción XXXII del
artículo 38 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal y la fracción XIII del artículo 7 de la Ley
General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los
Maestros, en materia de institucionalización del
Programa Nacional de Inglés y reconocimiento de los
profesionales de lenguas indígenas y extranjeras

Primero. Se reforma la fracción XXXII del artículo 38 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para
quedar como sigue: 

Artículo 38. …

I. a XXXI. …

XXXII. Establecer mecanismos para conocer las
mejores prácticas educativas a nivel internacional, así
como impulsar el Programa Nacional de inglés y de
lenguas extranjeras como parte del Sistema
Educativo Nacional;

XXXIII. y XXXIV. …

Segundo. Se reforma la fracción XIII del artículo 7 de la
Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y
los Maestros.

Artículo 7. …

I a la XII. …

XIII. Personal docente: al profesional en la educación
básica y media superior, incluyendo las y los
profesionales en lenguas indígenas y extranjeras, que
asumen ante el Estado y la sociedad la corresponsabilidad
del aprendizaje de los educandos en la escuela,
considerando sus capacidades, circunstancias, nece-
sidades estilos y ritmos de aprendizaje y en consecuencia,
contribuye al proceso de enseñanza aprendizaje y, en
consecuencia, contribuye al proceso de enseñanza
aprendizaje como promotor, coordinador, guía, facilitador,
investigador y agente directo del proceso educativo

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los derechos laborales de las y los maestros de
enseñanza de lenguas extranjeras, incluyendo aquellos
que fueron contratados a través del Programa Nacional de
Ingles (Proni), serán incorporados al Sistema para la
carrera de las maestras y maestros. La Secretaría de
Educación Pública reconocerá su antigüedad y derechos
laborales enmarcados en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Notas

1 UNESCO. La educación en un mundo plurilingüe. 2003. Ed-
2003/WS/2]. 

2 Po y Solano Laura, En 40% de las escuelas para estudiantes
indígenas los maestros no hablan su lengua. Nota publicada en el
periódico “La Jornada”. Disponible en: 

https://www.jornada.com.mx/2019/09/06/sociedad/037n1soc 

3 UNICEF. Inclusión Educativa. Disponible en: 

https://www.unicef.org/mexico/inclusi%C3%B3n-educativa 

4 Proni. 

http://www.sepen.gob.mx/proni/ 

5 DOF. Acuerdo número 23/12/19 por el que se emiten las Reglas de
Operación del Programa Nacional de Inglés para el ejercicio fiscal
2020. Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5583045&fech
a=29/12/2019 

6 PEF 2018-826, 808,645; PEF 2019- 800,000,000; PEF 2020-
726,788,246.

Ciudad de México, a 2 de marzo de 2021.— Diputada Ana Lilia
Herrera Anzaldo (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y
Población, y de Educación, para dictamen.



CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de
diputado Jesús Gerardo Puentes Balderas, del Grupo
Parlamentario del PT

Jesús Gerardo Puentes Balderas, diputado federal por el
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo a la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., numeral 1; 77, 78 y 89, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma la base 1ª de la fracción
XVI del artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente

Exposición de motivos

El presidente de la República ha manifestado
constantemente su voluntad para que, en su gobierno, se
generen ahorros que le permitan sufragar los gastos que le
resultan de la más alta prioridad.

Del mismo modo que ocurrió con los fideicomisos, a los
que en su momento atribuyó diversos actos de corrupción
y opacidad, se han ido realizando recortes y adecuaciones
a la arquitectura institucional del estado mexicano, bajo el
mismo argumento de ahorro y honestidad.

En el contexto de apuntar la mira hacia los entes
autónomos, en días recientes se abordó la posibilidad de
desaparecer al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso
a la Información y Protección de Datos Personales (INAI),
organismo constitucional autónomo garante del
cumplimiento de los derechos fundamentales de acceso a la
información pública y de protección de datos personales de
las y los ciudadanos.

En la conferencia de prensa matutina del 8 de enero del
presente año, una persona le preguntó sobre el particular al
mandatario de este modo (en todos los casos que la
presente iniciativa añada énfasis y referencias, son por
parte del proponente):

“Respecto a su propuesta de que el INAI pase a una
a una secretaría, específicamente usted habló de la

Secretaría de la Función Pública ayer, preguntarle,
presidente, ¿cómo quedará garantizado el ejercicio
de la transparencia del gobierno federal con una
modificación tan importante?

¿Cuál es el planteamiento legal para garantizar el
derecho de acceso a la información a los mexicanos y
la autonomía de este organismo?

Sobre todo, que desde la creación del INAI para acá hay
como 12 millones de expedientes clasificados desde que se
fundó el INAI, y bueno, son las dependencias de Estado las
que clasifican los expedientes, entre ellas, por ejemplo,
está Secretaría de Hacienda, Gobernación, la misma
Secretaría de la Función Pública, Profeco, la entonces
PGR, Migración, es decir, ¿cómo se va a garantizar que
los mexicanos tengan acceso a la información?

Y si ya no habrá reservas, expedientes reservados con
esta modificación que usted plantea.”

La respuesta fue como sigue:

“Sí, vamos a hacer un análisis minucioso de lo que
más conviene, desde luego, garantizando la
transparencia, que es una regla de oro de la
democracia.

No significa tener transparencia el que haya un
aparato burocrático creado con ese propósito, ya eso
quedó de manifiesto. Se creó el aparato burocrático
para la transparencia y no hubo transparencia, se
reservan los asuntos que no les convenían a las
dependencias, es decir, no les convenía que se
supiera, que se dieran a conocer documentos,
papeles. No había transparencia (sic).”

“Yo les recuerdo que apenas se inauguró lo de la
transparencia y durante el gobierno del presidente Fox se
decidió mantener bajo reserva las condonaciones en los
pagos de impuestos de las grandes empresas; esa fue la
primera decisión de instituto de la transparencia.

Otra decisión así, significativa, es que el expediente de
Odebrecht lo reservaron, lo guardaron, no se transparentó
y esta fue una decisión, aunque sea paradójico,
contradictorio, del instituto de la transparencia.”

“Entonces, yo celebro que ya se haya iniciado el debate
sobre estos organismos que se crearon durante el

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice 25



Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados26

periodo neoliberal para aparentar que iba a haber
transparencia, que se iba a combatir la corrupción, que ya
no iba a haber monopolio, cuando lo que han hecho es
servir de cortinas de humo para que se cometan ilícitos
y haya ocultamiento de información (sic).”

“Son como tapaderas, son como organismos alcahuetes.
Así como hay intelectuales alcahuetes del régimen que
justifican todo, pues así, para eso crearon y cuestan
mucho. No sirven, no benefician al pueblo, pero sí
cuesta mucho mantenerlos. El instituto de la
transparencia, como mil millones; este otro instituto de
las telecomunicaciones, ayer hablábamos o antier, mil 500
millones. Y van a ver, cuando presentemos toda la
estructura, todos los órganos que crearon. No sé si tengas
por ahí algunos del sector energético, la CRE o hay otro
que se llama la Comisión Nacional de Hidrocarburos. A
ver, ¿cuál tienen?”

“Miren, miren esto. La Comisión Reguladora de Energía,
bueno, ¿y para qué está la Secretaría de Energía? Esta es la
de hidrocarburos, miren cuántas direcciones. Pero, así
como estas, deben haber 50, entonces hay duplicidad.

¿Por qué crearon todo esto?

Bueno, para que los beneficiados con las privatizaciones
tuvieran su propio gobierno, que ya no importara la
Secretaría de Energía ni Pemex. Es una empresa más,
como cualquier empresa particular, privada, ya eran estas
reguladoras las que decidían y deciden.”

“La Comisión Federal de Electricidad, no, pues también
sujeta a organismos de este tipo, la Secretaría de
Comunicaciones, bueno, esta de competencia.

Les voy a poner un ejemplo. Cuando propusimos que se
reformara la Ley del Seguro Social para la administración
de Afores en beneficio de los trabajadores y que cobraran
menos de comisión las Afores, en beneficio de los
trabajadores, se presentó la iniciativa hace unos meses. La
responsable de la comisión de competencia, de
competencia, fue a defender a las Afores, alegando que no
se podía poner un tope en el cobro de las comisiones, que
se tenía que dejar libre.”

“¿Para qué?

Para que las Afores siguieran cobrando por encima de lo
que se cobra en el mercado internacional, afectando a los

trabajadores. Entonces ¿qué utilidad tiene ese órgano?, ¿en
qué beneficia al pueblo?

¿No tienes ese organismo?, nada más para ver su
estructura; de manera descarada, en apoyo al sector
financiero, en contra de los intereses de los trabajadores.”

“Entonces, es un buen debate, aunque todos los medios
de información -o la mayoría estén- a favor de estos
aparatos, porque esto es lo que crearon para la
simulación durante el periodo neoliberal.

Entonces, nosotros queremos ahorrar para que todo lo
que se obtenga, nos ahorremos, se le destine al pueblo,
se utilice para el desarrollo, que no tengamos que
aumentar la deuda, que no tengamos que cobrar más
impuestos, que no tengamos que decretar gasolinazos.

Pues ¿cómo le hacemos?

Ahorrando, actuando con eficiencia en el manejo de la
administración pública (sic).

Esto es, miren, 11 direcciones generales, ¿y han escuchado
ustedes algo durante todo este tiempo que haya hecho este
organismo en beneficio del pueblo? Entonces, vamos a
revisar todo y los legisladores pues van a decidir.”

“Y esto no significa, aprovecho para aclarar, que se van a
permitir los monopolios, no, y no significa que se van a
quedar los trabajadores sin empleo, a todos los trabajadores
se les va a garantizar su trabajo, pero vamos a buscar la
forma de hacer eficiente y no onerosa, costosa, la
administración pública.

Prosiguió la persona que preguntó inicialmente:

Presidente, en el caso específico de la transparencia, en el
nuevo planteamiento, lo que usted está pensando ¿cómo
se va a garantizar la transparencia, el acceso a la
información? Es decir, por ejemplo, con el INAI, el INAI
funciona como un intermediario entre solicitante y las
dependencias o los sujetos obligados; entonces, los sujetos
obligados han hecho uso de la ley a su beneficio para no…
precisamente, para no brindar la información y hacer un
montón de reservas.”

“En lo particular, en una ocasión yo me tardé como siete
meses más o menos en conseguir una información porque
me la negaban, pero podía meter un recurso y así.



Entonces, ¿cómo le va a hacer el ciudadano y los
periodistas que también hacen uso de esta herramienta
para poder acceder a la información en el nuevo
planteamiento?”

Respondió el titular del Ejecutivo:

“Fast track, así, rápido, que se esté obligado a en 72
horas entregar la información, que no haya reservas,
transparencia completa y que el funcionario que no
entregue en tiempo sea sancionado. Pero eso lo puede
hacer la oficina o la Secretaría de la Función Pública
(sic), ahí se entrega la solicitud, o a cada dependencia.
Y ya saben que a partir de que lo reciben tienen que
entregar la información y buscar un mecanismo para
que, de manera rápida, se sancione al funcionario que
no entregue la información. Nosotros no tenemos nada
que ocultar y la vida pública tiene que ser cada vez
más pública.”1.

“En tiempos de crisis sanitaria y económica, es importante
que salud y transparencia, elementos que son parte del
verdadero bienestar de la sociedad, tengan las garantías y
mecanismos legales necesarios.

Sobre el particular, la secretaria de Gobernación, en la
conferencia matutina que encabezó el primero de febrero, lo
dejó muy claro: Pero quiero decirte algo, y esto es para
todas las autoridades, todas las autoridades en nuestro
país tienen que responder puntualmente de sus
actuaciones y tienen que responderlo de manera
transparente y con rendición de cuentas. Esto sí es algo
que el presidente y esta Cuarta Transformación ha
querido, que todos sean transparentes en su rendición de
cuentas y que hagan las cosas como deben hacerse.”2.

“En el mismo ejercicio de difusión, la misma funcionaria,
expresó en su oportunidad:

Yo creo que -y lo he sostenido y lo seguiré sosteniendo-
este es un gobierno transparente y por supuesto se
rendirán cuentas de lo que tú estás planteando. Yo no
tengo el dato, no tengo la respuesta porque no estoy en el
sector económico, ni tampoco de la Secretaría de Hacienda
y de la Subsecretaría de Egresos, pero seguramente habrá
una respuesta.”

“Y sí te quiero decir, porque el otro día me dijeron: ‘¿Por
qué el gobierno más transparente y que rinde cuentas?’
Este es un ejercicio de rendición de cuentas (sic).

¿Por qué digo que es transparente?

Porque allá por los años de 1995 no había este acceso a la
información pública gubernamental. La construcción de
precedentes de la cultura de la verdad precisamente empezó
con un tema del vado de Aguas Blancas y ahí empezó. Y la
construcción al principio fue jurisprudencial y después se
plasmó en la Constitución, por eso es que te digo que este
es uno de los gobiernos o el gobierno más transparente,
porque antes era absolutamente… Ni siquiera había acceso a
la información pública gubernamental.”

“Ustedes vean a partir de cuándo se empezó a formar y
a reformar, a formar este acceso a la información y a
reformar la Constitución inclusive para llegar a lo que
tenemos en este momento.3.

Por su parte, el presidente López, en su mañanera de
dieciséis de febrero del presente año, ante la participación
con pregunta expresa de una persona que rezaba: En
atención al énfasis que usted le dio ahorita al tema de la
salud y hoy como Pulso de la Salud, me permito
preguntarle, señor presidente, ¿a usted le gustaría
pasar a la historia como el presidente de la salud?,
¿cómo el presidente que dignificó el sistema de salud
para todas y todos los mexicanos?, enfático respondió:

Pues claro que sí, es algo fundamental, es un derecho
humano el derecho a la salud, garantizarlo es un gran
logro como el derecho a la educación, como el derecho al
trabajo, a un salario justo, el derecho al bienestar, el
derecho a la felicidad, el derecho al bienestar material y al
bienestar del alma. Claro que sí.”4.

“La emergencia sanitaria representa un estado
excepcional de cosas que merecen, asimismo, respuestas
extraordinarias que, también en lo legislativo, deben
tener lugar. Desde 1917 nuestro marco legal e
institucional, desde la norma doméstica, busca abonar a
una normalidad jurídica y social tal, que las alteraciones
exteriores que exigen restricciones y toda clase de
medidas extraordinarias encuentren límites claros y
ciertos, para que el Estado de Derecho no se lesione
irreversiblemente.

Nuestro orden constitucional reconoce dos situaciones
de urgencia que podemos caracterizar como la
atipicidad por conflicto genérico (donde la norma no
agota los supuestos de peligro en la invasión o la
perturbación de la paz) y por crisis sanitaria (no parece
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existir epidemia o invasión de enfermedades exóticas
que no lo sea).

Por cuanto al conflicto genérico, el artículo 29
constitucional original señalaba que, en los casos de
invasión, perturbación grave de la paz pública, o de
cualquiera otro que ponga a la sociedad en grande peligro
o conflicto, solamente el presidente de la República
Mexicana, de acuerdo con el Consejo de Ministros, y con
aprobación del Congreso de la Unión, y en los recesos de
éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo
el país, o en lugar determinado las garantías que fuesen
obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente, a la
situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se
contraiga a determinado individuo. Si la suspensión tuviese
lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las
autorizaciones que estime necesarias para que el Ejecutivo
haga frente a la situación. Si la suspensión se verificase en
tiempo de receso, se convocará sin demora al Congreso
para que las acuerde” (Nuestro énfasis).

Por cuanto a la emergencia sanitaria, el texto original de la
fracción XVI del artículo 73 (que enlista las facultades del
legislativo), señalaba:

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: I a XV (…)

XVI.- Para dictar leyes sobre ciudadanía,
naturalización, colonización, emigración e inmigración
y salubridad general de la República.

1a.- El Consejo de Salubridad General dependerá
directamente del presidente de la República, sin
intervención de ninguna secretaría de Estado, y sus
disposiciones generales serán obligatorias en el país.

2a.- En caso de epidemia de carácter grave o peligro
de invasión de enfermedades exóticas en el País, el
Departamento de Salubridad tendrá obligación de
dictar inmediatamente las medidas preventivas
indispensables, a reserva de ser después sancionadas
por el presidente de la República.

3a.- La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus
disposiciones serán obedecidas por las autoridades
administrativas del País.

4a.- Las medidas que el Consejo haya puesto en
vigor en la campaña contra el alcoholismo y la venta

de substancias que envenenan al individuo y
degeneran la raza, serán después revisadas por el
Congreso de la Unión, en los casos que le competan.

De lo anterior se desprende que, desde hace 104 años se
contemplaban situaciones extraordinarias, de origen
humanas y natural (la esencia del caso fortuito y la fuerza
mayor), que pusieran en peligro grave a la República, cuya
reacción igualmente extraordinaria se esperaba que fuera
delimitada por las restricciones legales e institucionales de
costumbre (las entonces garantías individuales, hoy
Derechos Humanos y la división de poderes de siempre).

El Consejo de Salubridad General es una autoridad del más
alto nivel en materia de salud pública que merece ser
dotada del principio de transparencia desde el texto
constitucional, lo que impedirá en la legislación secundaria
y reglamentaria que existan márgenes de discrecionalidad
que pongan en duda o entorpezcan las intenciones y
vocación de la presente administración en tan trascendente
elemento.

A la fecha, el artículo 73 de la Carta Magna, en su fracción
XVI, ha evolucionado poco: hace 87 años se adicionó la
referencia a la nacionalidad y la condición jurídica de los
extranjeros;5 hace 14 se actualizó el nombre del que fuera
departamento de salud por la actual secretaría del ramo;6
hace 40 se sustituyó raza por especie humana y se añadió
la idea de prevenir y combatir la contaminación
ambiental.7

A la fecha, no existe ninguna reforma que, salvaguarde un
principio tan importante como la transparencia para una
entidad que hoy cobra la mayor de las trascendencias como
el Consejo de Salubridad General.

Para quien esto escribe, así como para el grupo
parlamentario del partido del trabajo, en tanto integrante de
la coalición ganadora de la elección presidencial de 2018,
resulta indispensable armonizar el orden jurídico nacional
con el proyecto de gobierno del presidente.

La presente iniciativa pretende coadyuvar con el Ejecutivo
de la Unión, específicamente en tiempos de contingencia
sanitaria, para dotar al Consejo de Salubridad General de
certeza jurídica por cuanto a la transparencia como
principio rector de tal suerte que, en el caso que la
pretensión de desaparecer el Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de
Datos Personales, exista armonización constitucional.



Para ilustrar mejor el sentido de la propuesta, se incluye a
continuación un cuadro comparativo:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Por lo anteriormente expuesto, en nombre del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo, me permito someter
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto que reforma la base 1ª de la fracción XVI del
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de transparencia como
principio rector del Consejo de Salubridad General

Único.- Se reforma la base 1ª de la fracción XVI del
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: I a XV (…)

XVI. (…)

1a. El Consejo de Salubridad General dependerá
directamente del presidente de la República, sin
intervención de ninguna Secretaría de Estado, se
regirá por el principio de transparencia y sus
disposiciones generales serán obligatorias en el país.

2ª a 4ª (…) XVII a XXXI (…)

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Consejo de Salubridad General, dentro de los
quince días posteriores a la publicación del presente

decreto, efectuará las modificaciones reglamentarias al
efecto.

Notas

1 https://lopezobrador.org.mx/2021/01/08/version-estenografica-de-la-
conferencia-de-prensa- matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-
obrador-454/

2 https://www.gob.mx/presidencia/es/articulos/version-estenografica-
conferencia-de-prensa-del- presidente-andres-manuel-lopez-obrador-del-
1-de-febrero-de-2021?idiom=es

3 https://www.gob.mx/segob/prensa/version-estenografica-conferencia-
de-prensa-del-presidente- andres-manuel-lopez-obrador-del-28-de-
enero-de-2021-262420?idiom=es

4 https://presidente.gob.mx/16-02-21-version-estenografica-de-la-con-
ferencia-de-prensa-matutina-del-presidente-andres-manuel-lopez-
obrador/

5 http://dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?cod_diario=191181&pa-
gina=3&seccion=0

6 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4995269&fecha=02/08/
2007

7 http://www.dof.gob.mx/index.php?year=1971&month=7&day=6

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.—
Diputado Jesús Gerardo Puentes Balderas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES
Y RADIODIFUSIÓN

«Iniciativa que reforma los artículos 223 y 226 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo
del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
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Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma la fracción VII del artículo
223 y la fracción III del artículo 226 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a fin de erradicar la
violencia simbólica contra la mujer, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Consejo Nacional de la Población
(Conapo), la violencia simbólica es la base de todos los
tipos de violencia; a través de las costumbres, tradiciones y
prácticas cotidianas se refuerzan y reproducen las
relaciones basadas en el dominio y la sumisión.1

Entre las advertencias que emite el Conapo, se encuentra
una lista sobre los espacios donde se puede presentar la
violencia simbólica contra la mujer. En el documento se
señala que este tipo de violencia se da en el ámbito
educativo, laboral, en instituciones como la familia, la
escuela, la iglesia pero especialmente destaca el papel de
los medios de comunicación en los que se transmiten
imágenes, mensajes, valores y normas que refuerzan los
estereotipos de género y determinan los pensamientos,
percepciones y acciones de las personas dentro del grupo
social al que pertenecen.2

Al respecto, el documento de Conapo señala que:

Los medios de comunicación masiva son un agente que
reproduce la violencia simbólica, no sólo porque
presentan a las mujeres como objetos, sobrevalorando
los estereotipos de belleza imperantes en el contexto y
la época, sino también porque las colocan en roles
subordinados, limitados a las labores domésticas y de
cuidado de niñas, niños, como es el caso de los
comerciales de productos de limpieza, de
electrodomésticos, de productos alimenticios, etcétera.3

Emilia Quiñones explica que las mujeres padecen
diversos tipos de violencia desde la niñez, esencialmente
se identifica la violencia familiar e institucional, es decir,
aquellas que se viven dentro de una familia o en lugares
como el trabajo y espacios públicos. En ambos casos, la
violencia puede ser física, psicológica o emocional, por
mencionar sólo algunos tipos, pero al ser tipos de
violencia identificados en los últimos años, se han
diseñado iniciativas y programas para disminuir estos
actos de violencia contra la mujer.4

Sin embargo, la violencia cultural se ha normalizado
debido a que se desarrolla en un entorno de referencias
culturales dentro del lenguaje y de distintas acciones que
minimizan el impacto de la violencia contra la mujer.
Quiñones identifica a la violencia cultural como aquellas
acciones que contienen referencias culturales del sistema
patriarcal y que sirven en todo momento para ubicar a las
mujeres en una posición inferior al hombre. Se ve en todos
los medios de comunicación, relaciones interpersonales,
educación formal o académica.5

Por mencionar sólo algunos ejemplos de este tipo de
violencia señalaré las siguientes frases que han sido
utilizadas en transmisiones de radio o televisión y que
constituyen referencias culturales de México como
“Eres mía” o “Tenía que ser vieja”.

A partir de este planteamiento, se considera necesario
que el marco regulatorio de los principales medios de
comunicación masiva: radio y televisión, contemple la
prohibición de contenido en el que se promueva la
violencia simbólica contra la mujer.

La Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión,
tiene por objeto regular la prestación de servicios de
radiodifusión. Por lo que en el artículo segundo establece:

Artículo 2. Las telecomunicaciones y la radiodifusión
son servicios públicos de interés general. En la
prestación de dichos servicios estará prohibida toda
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el
género, la edad, las discapacidades, la condición social,
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

El Estado, al ejercer la rectoría en la materia, protegerá
la seguridad y la soberanía de la nación y garantizará la
eficiente prestación de los servicios públicos de interés
general de telecomunicaciones y radiodifusión, y para
tales efectos establecerá condiciones de competencia
efectiva en la prestación de dichos servicios.

Por lo que se especifica que en este ordenamiento jurídico se
puede regular el contenido de los programas que se
transmiten. Al respecto, el artículo 223 correspondiente al
capítulo II sobre el contenido de los programas contempla
que:



Artículo 223. La programación que se difunda a través
de radiodifusión o televisión y audio restringidos, en el
marco de la libertad de expresión y recepción de ideas
e información, deberá propiciar:

I. La integración de las familias;

II. El desarrollo armónico de la niñez;

III. El mejoramiento de los sistemas educativos;

IV. La difusión de los valores artísticos, históricos y
culturales;

V. El desarrollo sustentable;

VI. La difusión de las ideas que afirmen nuestra unidad
nacional;

VII. La igualdad entre mujeres y hombres;

VIII. La divulgación del conocimiento científico y
técnico, y

IX. El uso correcto del lenguaje.

Los programadores nacionales independientes y aquellos
programadores que agregan contenidos podrán comercializar
éstos en uno o más canales para una o más plataformas de
distribución de dichos contenidos. Las tarifas de estas ofertas
comerciales serán acordadas libremente entre estos
programadores y las redes o plataformas sobre las que se
transmitirán, conforme a las prácticas internacionales.

La importancia de regular el contenido de las transmisiones
de ambos medios de comunicación radica en que se debe
cuidar que no existan frases, imágenes o alusiones que
puedan promover actitudes contrarias al respeto y
erradicación de la violencia.

El artículo 226 establece que:

A efecto de promover el libre desarrollo armónico e
integral de niñas, niños y adolescentes, así como
contribuir al cumplimiento de los objetivos educativos
planteados en el artículo 3o. constitucional y otros
ordenamientos legales, la programación radiodifundida
dirigida a este sector de la población deberá:

I. Difundir información y programas que fortalezcan los
valores culturales, éticos y sociales;

II. Evitar transmisiones contrarias a los principios de
paz, no discriminación y de respeto a la dignidad de
todas las personas;

III. Evitar contenidos que estimulen o hagan apología de
la violencia;

IV. Informar y orientar sobre los derechos de la infancia;

V. Promover su interés por la comprensión de los
valores nacionales y el conocimiento de la comunidad
internacional;

VI. Estimular su creatividad, así como su interés por la
cultura física, la integración familiar y la solidaridad
humana;

VII. Propiciar su interés por el conocimiento,
particularmente en aspectos científicos, artísticos y
sociales;

VIII. Fomentar el respeto a los derechos de las personas
con discapacidad;

IX. Promover una cultura ambiental que fomente la
conciencia, la conservación, el respeto y la preservación
del medio ambiente;

X. Estimular una cultura de prevención y cuidado de la
salud;

XI. Proporcionar información sobre protección contra
todo tipo de explotación infantil y de trata de personas;

XII. Promover la tolerancia y el respeto a la diversidad
de opiniones;

XIII. Promover el derecho de las mujeres a una vida
libre de violencia;

XIV. Proteger la identidad de las víctimas de delitos
sexuales, y

XV. Cumplir con la clasificación y los horarios relativos
a la utilización y difusión de contenidos pornográficos.
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Pese a que estos artículos contemplan la prohibición de las
transmisiones que promuevan la violencia, en sus
diferentes expresiones, no hace referencia explícita a la
violencia contra la mujer.

El sociólogo francés Pierre Bourdieu establece en la
década de los setenta, el término violencia simbólica, a la
cual conceptualiza como “aquella violencia que no utiliza
la fuerza física, sino la imposición del poder y la
autoridad”. A partir de esta definición se entiende que la
violencia puede tener varias manifestaciones y algunas de
ellas pueden ser tan sutiles e imperceptibles que la
sociedad las permite y acepta. Asimismo, este tipo de
violencia es aceptada tanto por el dominador como por el
dominado.6

Si bien es cierto que el marco regulatorio ha tenido
significativos avances en materia de vigilancia de
contenido, la violencia contra la mujer no ha sido un tema
que esté expresado en el artículo 63 por lo que el objetivo
de la presente iniciativa es, en primer lugar, prohibir las
transmisiones que contengan violencia simbólica contra la
mujer y de esta forma conseguir un segundo objetivo para
concientizar a la población sobre la importancia de
erradicar estas prácticas en la sociedad mexicana.

A partir de este objetivo se propone la siguiente reforma:

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta
honorable Cámara la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción VII del artículo 223 y
la fracción III del artículo 226 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión

Artículo Único. Se reforma la fracción VII del artículo 223
y la fracción III del artículo 226 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, para quedar como
sigue:



Artículo 223. La programación que se difunda a través de
radiodifusión o televisión y audio restringidos, en el marco
de la libertad de expresión y recepción de ideas e
información, deberá propiciar:

I. a VI. …

VII. La igualdad entre mujeres y hombres y la vida
libre de violencia simbólica contra la mujer;

VIII. a IX. …

Artículo 226. A efecto de promover el libre desarrollo
armónico e integral de niñas, niños y adolescentes, así
como contribuir al cumplimiento de los objetivos
educativos planteados en el artículo 3o. constitucional y
otros ordenamientos legales, la programación
radiodifundida dirigida a este sector de la población
deberá:

I. a II. …

III. Evitar contenidos que estimulen o hagan apología de
la violencia, además de evitar cualquier lenguaje,
imagen o referencias culturales que promuevan la
violencia simbólica contra la mujer;

IV. a XI. …

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Consejo Nacional de Población, ¿Qué onda con...? La violencia
simbólica, disponible en:

https://www.gob.mx/conapo/documentos/que-onda-con-la-
violencia-simbolica?state=published, consultado en febrero del
2021.

2 Consejo Nacional de la Población, Violencia en la familia,
disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/312858/Prevenci
_n_de_la_violencia__Violencia_simb_lica.pdf, consultado en
febrero 2021.

3 Ibídem.

4 Emilia Quiñones, “Este cuerpo es mío: Manifestaciones culturales
contemporáneas en torno a la violencia machista en América Central y
el Caribe Español”, en Arte y Políticas de Identidad, Vol. 2 Miradas
poscoloniales. Latinoamérica, 2010. Disponible en: 

https://revistas.um.es/reapi/article/view/117311, consultado en
febrero del 2021.

5 Ibídem.

6 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputado
Higinio del Toro Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para
dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para
opinión.

LEY DE LOS SISTEMAS DE 
AHORRO PARA EL RETIRO

«Iniciativa que adiciona el artículo vigésimo transitorio a la
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a cargo del
diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del
Grupo Parlamentario del PES

El que suscribe, Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona el artículo
vigésimo transitorio a la Ley de los Sistemas de Ahorro
para el Retiro, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los sistemas de ahorro para el retiro surgieron de la
necesidad de poder generar un ahorro, con el objetivo de
cubrir gastos básicos y mantener así un estilo de vida
tranquilo y satisfactorio al momento de jubilarnos,
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asimismo, generar un respaldo económico para enfrentar
emergencias o metas específicas.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) tiene
como objetivo primordial mejorar las condiciones de vida
de los trabajadores. En este sentido, define pensión como,
“el monto de dinero que recibe el trabajador o su familia al
término de su vida laboral, en caso de invalidez,
incapacidad o muerte.” Convirtiéndola en un derecho
humano fundamental para el bienestar de los trabajadores,
de sus familias y de la sociedad en general.

Asimismo, la OIT, en el Informe Mundial sobre la
Protección Social 2017-2019, La protección social
universal para alcanzar los Objetivos de Desarrollo
Sostenible, señala que “garantizar la seguridad de los
ingresos de los adultos mayores es uno de los principales
objetivos de bienestar que las sociedades modernas buscan
alcanzar”.

Para lo cual se necesitan mecanismos fiables que
garanticen la protección sistemática contra el riesgo de
vulnerabilidad que corren los adultos mayores. Es decir,
los sistemas de pensiones deben obedecer a una
perspectiva más amplia sobre la protección social, que
requiere alcanzar la sostenibilidad considerando diversos
escenarios como el desacelerado crecimiento económico y
el envejecimiento de la población, entre otros.

El mismo informe refiere diversos datos, entre los que
destacan

• A escala mundial, casi una cuarta parte de la población
en edad de trabajar (24.9 por ciento) cotiza a regímenes
de pensiones, aunque se observan importantes
variaciones regionales, desde el 6,3 por ciento en el
África Subsahariana hasta el 76,2 por ciento en América
del Norte.

• La tasa de cobertura de los cotizantes como porcentaje
de la fuerza de trabajo, 34.5 por ciento de la fuerza de
trabajo mundial cotiza a algún régimen de seguro de
pensiones y por lo tanto prevé percibir una pensión
contributiva al jubilarse.

• En los países de ingresos más bajos, en general existe
solo una proporción muy reducida de trabajadores
asalariados con contratos laborales formales, y por lo
tanto están cubiertos con relativa facilidad por
pensiones contributivas.

Lo anterior se puede derivar de diversos factores, toda vez
que, es más frecuente que surja la informalidad laboral, la
evasión del pago de las cotizaciones, falta de capacidad por
parte de las instituciones encargadas de llevar a cabo el
manejo de las pensiones, así como la inestabilidad a la hora
de gobernar, impidiendo llevar a cabo el cumplimiento de
la legislación en la materia.

La Comisión Económica para América Latina y el
Caribe refiere que Latinoamérica cuenta con
“aproximadamente 50 millones de personas de 65 años y
más, grupo etario que crece aceleradamente, y se estima
que para 2065 llegará a cerca de 200 millones de
personas”.

En materia de cobertura de personas de 65 años y más, se
han observado avances muy significativos por la creación
y extensión de programas no contributivos (23.6 por
ciento de los pensionados de 65 años y más están
cubiertos por estos programas), financiados con recursos
públicos. No obstante, mientras la cifra de cobertura de
pensionados alcanzada en la región asciende a 78.4 por
ciento en 2015, es inferior a la de los países de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos, OCDE (95 por ciento).1

La cobertura, tanto de cotizantes como de pensionados ha
crecido en los últimos años, no obstante, se está por debajo
de lo que se consideraría óptimo para Latinoamérica. “En
particular, la cobertura de trabajadores en actividad
(cotizantes) de América Latina fue de 47.3 por ciento en
2015, cifra muy inferior a la observada en países de la
OCDE, que alcanzan 82.8 para ese año.2

Lo anterior implicará grandes desafíos para los países de
América Latina. Con ello, se deben tomar en cuenta también,
la presión que surge para los gobiernos y el gasto público,
toda vez que, se verán en la necesidad de seguir fortaleciendo
la cobertura de los programas no contributivos, así como de
complementar las pensiones contributivas para alcanzar
niveles de suficiencia mínima para sus respectivos
gobernados.

Las tendencias en el envejecimiento de la población a nivel
mundial, manifiestan que los adultos mayores de 65 años,
crece a un ritmo más rápido que el resto de los sectores
poblacionales. Así lo demuestran datos del informe
Perspectivas de la población mundial 2019, destacando
lo siguiente:



• En 2018, por primera vez, las personas de 65 años o
más, superaron en número a los niños menores de cinco
años en todo el mundo.

• Hasta 2019, la proporción era de una de cada once
personas, lo que representa 9 por ciento.

• Para 2050, una de cada seis personas en el mundo
tendrá más de 65 años, es decir, 16 por ciento.

• Respecto a Europa y América del Norte, para 2050, 1
de cada 4 personas podría tener 65 años o más.

• Se estima que el número de personas mayores de 80
años o más se triplicará, pasando de 143 millones en
2019 a 426 millones en 2050.

• Se espera que el incremento sea relativamente
pequeño en Australia y Nueva Zelanda (84 por ciento),
Europa y América del Norte (48), regiones donde la
población ya es significativamente mayor que en otras
partes del mundo.

Lo anterior refleja que el tema de las pensiones es un tema
relevante a nivel mundial. La combinación de diversos
factores ha provocado un proceso inevitable de
envejecimiento poblacional, generando enormes retos
económicos y sociales en todos los países.

En México, en 1997, se decidió reformar el sistema
tradicional de reparto por un sistema público de
capitalización de cuentas individuales gestionado por las
administradoras de fondos para el retiro (Afore). Lo que
significó diversos beneficios para los trabajadores, tales
como

• Es dueño único de su cuenta de ahorro para el retiro,
el cual es heredable en su totalidad.

• Por primera vez el trabajador está en el centro de las
decisiones sobre su ahorro para el retiro.

• Puede laborar en distintas empresas o dependencias
tanto del sector público como privado sin perder sus
aportaciones.

• Una parte del ahorro de los trabajadores se invierte en
proyectos productivos que permiten alcanzar mejores
rendimientos en beneficio del trabajador.

• Las pensiones que se pagan en el nuevo sistema son
resultado de la suma de las contribuciones tripartitas
(trabajadores, patrones y gobierno federal) y de los
rendimientos que se generan a lo largo de la vida laboral
de los ahorradores.

• Las pensiones de contribución definida en México
tienen varios componentes solidarios que favorecen a
los trabajadores de menores ingresos.

• El sistema contempla una pensión garantizada para
aquellos trabajadores que no hayan acumulado recursos
suficientes para contratar una pensión.

• Cualquier ciudadano, ya sea que se trate de un
trabajador independiente o de un trabajador del sector
informal, puede registrarse en el sistema de cuentas
individuales y, de esta manera, construir su propio
ahorro previsional.

Convirtiéndose en un sistema sólido tanto para los
trabajadores como para nuestro país.

El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) define
pensión como “una prestación económica destinada a
proteger al trabajador al ocurrirle un accidente de trabajo,
al padecer una enfermedad o accidente no laborales, o al
cumplir al menos 60 años de edad.”

El marco jurídico define el sistema de ahorro para el
retiro (SAR) como “los regulados por las leyes de
seguridad social que prevén que las aportaciones de los
trabajadores, patrones y del Estado sean manejadas a través
de cuentas individuales propiedad de los trabajadores, a fin
de acumular saldos, mismos que se aplicarán para fines de
previsión social o para la obtención de pensiones o como
complemento de éstas”. Así lo refiere el artículo 3, fracción
X, de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

Es decir, consiste de prestaciones amparadas y reguladas por
la Ley del Seguro Social, en la que se forman mecanismos e
instrumentos de ahorro a largo plazo para beneficio de los
trabajadores ya sea en caso de jubilación o accidentes, lo
anterior con la finalidad de amparar y asegurar
financieramente si un trabajador ya no se encuentra en
capacidad de realizar un empleo por sí mismo.

Por otro lado, la misma ley establece a la Comisión
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro (Consar)
como la encargada de regular, lo relativo a la operación de
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los sistemas de ahorro para el retiro, la recepción, depósito,
transmisión y administración de las cuotas y aportaciones
correspondientes a dichos sistemas para su buen
funcionamiento. La propia Consar, refiere lo siguiente: 

- Con más de 66 millones de cuentas, el SAR, es el
sistema de pensiones más importante del país y permitió
transitar de un sistema financieramente insostenible e
inviable a uno autofinanciado y por ende sólido.

- Para 80 por ciento de los trabajadores del sector
formal, estos recursos representan su principal
patrimonio y su único vínculo con el sistema financiero.

- Los ahorros de los trabajadores hoy suman 4.2 billones
de pesos y representan 17.2% del PIB. Estos recursos
son 15 por ciento del total de activos del sistema
financiero y, por primera vez, en su historia, México
cuenta con un acervo creciente de ahorro de largo plazo.

- Del total de recursos acumulados en el sistema de
pensiones, 48.2 por ciento (2 billones) representan los
rendimientos netos de comisiones que se han generado
a lo largo del tiempo. El resto son las aportaciones
tripartitas.

- Se han destinado 1 billón 269 mil 42 millones de pesos
del ahorro pensionario de los mexicanos al desarrollo de
empresas mexicanas de distintos tamaños
pertenecientes a distintos sectores de la actividad
económica.

- Desde 2010 a la fecha se han asignado a las Afore 9.9
millones de cuentas individuales y se han reasignado 8.9
millones de cuentas a través de los procesos anuales de
Asignación y Reasignación para aquellos trabajadores
que no han elegido una Afore.

Datos que demuestran la importancia de seguir trabajando
y fortaleciendo los mecanismos, que permitan ofrecer al
trabajador mayor orientación y mejor información para que
puedan tomar mejores decisiones sobre su ahorro.

En este sentido, el trabajador dispone de diversos
mecanismos para poder llevar a cabo el retiro de su cuenta,
entre los que se encuentra el retiro parcial, que consiste en
la “disposición de una parte de los recursos que se
encuentran en tu cuenta individual, y puedes hacerlos
efectivos por dos motivos: ayuda por desempleo y ayuda
por matrimonio”.3

La cuenta individual, de acuerdo con el artículo 159,
fracción I de la Ley del Seguro Social, es “aquella que se
abrirá para cada asegurado en las Administradoras de
Fondos para el Retiro, para que se depositen en la
misma las cuotas obrero-patronales y, en su caso, la
estatal por concepto del seguro de retiro, cesantía en edad
avanzada y vejez, así como los rendimientos. La cuenta
individual se integrará por las subcuentas: de retiro,
cesantía en edad avanzada y vejez; de vivienda y de
aportaciones voluntarias”.

Es decir, si una persona se encuentra en situación de
desempleo, tiene el derecho de realizar un retiro parcial por
desempleo. La cantidad a recibir depende del salario base
de cotización y los requisitos para obtenerlo varían
dependiendo si se encuentra afiliado al IMSS o al Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (ISSSTE).

Es importante hacer énfasis que, si se desea hacer uso de
este esquema de retiro parcial por desempleo, se
descontarán semanas de cotización.

En el caso del IMSS, se necesita tener al menos dos años
de cotización y por lo menos tres años con una cuenta
abierta; se permitirá retirar mínimo 30 días y máximo 90
días de tu salario base de cotización; se puede acceder a
este beneficio cada 5 años; se deberá contar con una
certificación de baja del trabajador desempleado del IMSS.

Por otro lado, si se está afiliado al ISSSTE, de igual forma
se puede acceder a este beneficio cada 5 años; como
trabajador en el Régimen de Cuentas Individuales, podrán
retirar la cantidad que resulte menor entre 75 días de tu
sueldo básico de los últimos cinco años, o 10 por ciento
del saldo registrado en tu Subcuenta de Retiro, Cesantía en
edad Avanzada y Vejez; si se es trabajador en el régimen
del artículo décimo transitorio, se puede retirar hasta 10
por ciento del saldo reflejado en la Subcuenta de Retiro; se
debe de contar con el certificado de desempleo.

Asimismo, de acuerdo con cifras de la Consar, los
retiros parciales por desempleo comenzaron a
incrementarse de forma acelerada desde el 2018, toda
vez que “se extrajeron de las Afores 9 mil 610.3 millones
de pesos, 14.1 por ciento más respecto a 2017; mientras,
en 2019, el monto fue de 12 mil 152.7 millones, 26.5 por
ciento anual, y solicitaron dicho beneficio 1.4 millones
de trabajadores”.



No obstante, ante el escenario que se vive actualmente,
derivado del confinamiento provocado por la pandemia del
covid-19, y ante la falta de un seguro de desempleo,
muchos empleados pertenecientes al sector laboral formal,
se quedaron sin una fuente de ingreso, por tal motivo,
tuvieron que hacer uso del retiro parcial por desempleo.

Tras el aumento del desempleo formal en México, “1
millón 709 mil 437 extrabajadores realizaron retiros
parciales por desempleo de sus Afores, por un monto
récord de 20 mil 60.4 millones de pesos en 2020, lo que
representó un incremento promedio anual de 61.3 por
ciento en términos reales”.4

En el mismo sentido, la Consar precisó que, el retiro promedio
por trabajador en 2020 fue de 11 mil 735.09 pesos, mientras
que en 2019 éste fue de 8 mil 586.77 pesos.

También señala que los retiros parciales de Afore por
concepto de desempleo comenzaron el 2021 con un
incremento de 30%, por lo que continúa la tendencia al
alza, la cual se intensificó a inicios del año 2020 como
consecuencia de la crisis que provocó la pandemia de
covid-19.

Refiere que en enero de 2021, las y los trabajadores
retiraron mil 630 millones de pesos, cifra superior a los mil
252 millones de pesos registrados en el mismo mes de
2020. Señala que las y los mexicanos que se vieron en la
necesidad de utilizar parte de su ahorro pensionario durante
enero fueron 142 mil 257, quienes dispusieron en
promedio de 11 mil 500 pesos.

Cabe señalar que el retiro por desempleo es un derecho de
los trabajadores formales, el cual pueden realizar una vez
cada cinco años y no puede superior a 11.5 por ciento del
monto que se tiene ahorrado; sin embargo, tiene
afectaciones, pues además de reducir el monto para la
jubilación también disminuye las semanas de cotización.
La Consar indica que por la pandemia de covid-19 los retiros
parciales por desempleo cerraron 2020 en un nivel sin
precedentes, pues llegaron a los 20 mil millones de pesos,
cifra 66 por ciento superior a los 12 mil millones de 2019.

Al respecto, la Asociación Mexicana de Afores refiere
que “2 millones de personas soliciten recursos por la
pandemia, el monto total alcanzaría 26 mil 700 millones de
pesos, apenas 0.6 por ciento de los ahorros totales de los
trabajadores”. Si bien la cuenta de Afore está pensada para
poder ser utilizada a largo plazo, es decir, para cubrir la

pensión de un trabajador durante los años de jubilación, se
ha convertido en la salida a corto plazo para poder tener
algún ingreso ante la falta de desempleo provocado por
la crisis laboral y económica a causa de la pandemia.

El Instituto Mexicano del Seguro Social informó que el
empleo formal registrado ante el Instituto causó una pérdida
acumulada de 647 mil 710 plazas formales en 2020.

El Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social
se ha encargado de legislar para fortalecer el sistema de
ahorro para el retiro que impacta directamente a las futuras
jubilaciones, tratando de otorgar y garantizar mayor
flexibilidad al régimen de inversión, así como motivar la
competencia en la generación de rendimientos, hoy
debemos seguir contribuyendo a agilizar el uso del ahorro
voluntario de los afiliados y a la flexibilizando del retiro.

Por tal motivo, la presente iniciativa tiene la finalidad de
adicionar el régimen transitorio a la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro, para establecer que quienes retiren
o hayan retirado dinero de su fondo de ahorro, durante
la pandemia, no se les quitarán semanas de cotización.

Para nuestro grupo parlamentario, es necesario estar a la
altura de las necesidades que se presentan hoy en día a
causa de la crisis laboral y económica producida por la
pandemia y responder a los nuevos desafíos, de esta
manera es necesario atender los graves problemas ante la
falta de otro tipo de apoyo en el país para hacer frente al
creciente desempleo.

Por ello insistimos en la necesidad de impulsar las
reformas que sean necesarias a favor de las familias
mexicanas, en este caso en específico de las personas que
se han visto en la necesidad de hacer uso del retiro parcial
por desempleo y de las personas que sigan solicitándolo
durante la pandemia.

Por lo expuesto, fundado y motivado someto a la
consideración de este Honorable Pleno la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo vigésimo
transitorio a la Ley de los Sistemas de Ahorro para el
Retiro

Único. Se adiciona el artículo vigésimo transitorio a la
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, para quedar
como sigue:
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Transitorios

Artículos Primero a Décimo Noveno (…)

Artículo Vigésimo. Quienes, a través de su Afore,
retiren o hayan retirado dinero bajo el concepto de
ayuda parcial por desempleo, durante la pandemia, no
se descontarán las semanas cotizadas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se deberá reformar la normatividad
correspondiente al presente Decreto en un plazo no mayor
de 90 días a partir de su entrada en vigor.

Notas

1 https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/44851/
4/S1900521_es.pdf 

2 Ibídem

3 https://www.condusef.gob.mx/documentos/95689_DINEROYEVEN-
TOS-RETIRO-RETIROSPARCIALES.pdf

4 https://www.elfinanciero.com.mx/economia/pandemia-provoca-
record-en-retiro-parcial-por-desempleo-de-cuentas-afore-en-el-2020-
consar

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.—
Diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión de Seguridad Social,
para opinión.

EXPIDE LA LEY GENERAL DE ARTESANÍAS

«Iniciativa que expide la Ley General de Artesanías, a
cargo del diputado Juan Carlos Villarreal Salazar

El suscrito diputado, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, por lo
que se somete a consideración de esta honorable asamblea,
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto de acuerdo
con la siguiente

Exposición de Motivos

México goza de una gran riqueza cultural, el sector
artesanal es una de las múltiples representaciones del arte
y tradiciones de nuestro país.

La artesanía, a través de formas, colores y materiales, es la
materialización de la cosmogonía y cosmovisión de
nuestros pueblos originarios. En ella se integran los
elementos que expresan nuestra cultura, representada a
través de piezas de arte inigualables.

Respetar, proteger, impulsar y estimular la actividad
artesanal en México es fundamental para el devenir del
desarrollo cultural y la preservación de nuestro patrimonio,
lo que implica un trabajo en conjunto entre los diferentes
órdenes de gobierno y su participación con la industria.

Las principales dificultades que enfrentan los integrantes del
gremio son: discriminación, pobreza, falta de apoyo de
instituciones gubernamentales, baja remuneración econó-
mica, poco reconocimiento social, irregularidades en la
comercialización de los productos, impacto del oficio en la
salud de los artesanos, capacitación, etcétera. (Saligan R.,
Salinas G., y Del Carpio O., 2017)

Los negocios de artesanía tienen características centradas
en las unidades de producción familiar, donde prevalecen
creencias y expectativas basadas en experiencias pasadas.
(Hernández G., Yescas L, y Domínguez H., 2007)

La actividad artesanal se encuentra íntimamente ligada al
turismo, en cifras macroeconómicas sí existe un aporte de
consideración por parte de las artesanías a la economía
nacional. (Correa M., Correa P., y Carmona M., 2008)

La distribución territorial de la actividad artesanal es
amplia y en los 32 estados de la federación se registra
producción. Sin embargo, Ciudad de México, Puebla,
Morelos, Michoacán, Guanajuato y Jalisco sobresalen por
la diversidad de artesanías que producen. (Correa M.,
Correa P., y Carmona M., 2008)



Se necesita avanzar en la armonización de los conceptos, la
homologación de criterios y en el acopio de datos e
información que faciliten concebir, planificar y orientar las
políticas y programas de desarrollo de la artesanía, así
como evaluar su impacto en la economía regional. (Benítez
Aranda, 2009)

De acuerdo con los reportes hechos por los responsables de
las casas de artesanías en los estados, los cálculos del
ingreso mensual de los productores artesanales oscila entre
$2,500.00 a $6,000.00; sin embargo, algunos señalaron que
muchas veces no reciben más de $1,500 al mes. (Fonart,
2020)

Durante 2019, el sector de la cultura alcanzó un Producto
Interno Bruto de 724 mil 453 millones de pesos, este
significó el 3.1% del PIB del país.

Por actividades culturales, el PIB de este sector se agrupó
esencialmente en los servicios de medios audiovisuales, la
elaboración de artesanías y la producción cultural de los
hogares, que de manera conjunta contribuyeron con el 74.8%
del valor generado por el sector de la cultura (36.9%, 19.1%
y 18.8%, respectivamente).

En el mismo año, las actividades vinculadas con el sector
de la cultura generaron empleos equivalentes a 1 millón
395 mil 644 puestos de trabajo. La elaboración de
artesanías, junto con otras actividades, participó con el
68.7% de dichos puestos.

De acuerdo con la Fonart La población artesanal que vive
totalmente de la venta de sus productos asciende a
1,118,232 personas.

El 20% del padrón de artesanos del Fonart corresponde a
personas Mayores de 60 años que viven en zonas pobres y
marginadas, mayoritariamente indígenas.

Dentro las estructuras legislativas de protección a los
trabajadores hace falta y es de carácter prioritario una
legislación a nivel federal que reconozca el valor
económico, social y cultural.

Es por lo que se pone a consideración de esta soberanía, la 

Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
General de Artesanías

Título Primero: De las Artesanías y los Artesanos.

Capítulo I. Disposiciones generales.

Artículo 1. Objeto.

Artículo 2. Reconocimiento del Estado mexicano a las
artesanías.

Artículo 3. Glosario.

Artículo 4. Autoridades competentes.

Capítulo II. Derechos de las y los artesanos.

Artículo 5. Principios.

Artículo 6. Sistema de Información e indicadores.

Artículo 7. Sociedad productoras de artesanías.

Artículo 8. Formación de sociedades productoras.

Título Segundo: De las Acciones del Estado Mexicano
en Favor de los Artesanos y las Artesanías.

Capítulo I. De las competencias.

Artículo 9. Atribuciones de las autoridades federales.

Artículo 10. Facultades de las entidades federales.

Artículo 11. Facultades concurrentes entre la Federación y
las entidades federativas.

Artículo 12. Facultades de las autoridades municipales.

Capítulo II. Del Sistema de 
Información Nacional del Artesano.

Artículo 13. Sistema de Información Nacional del Artesano
(Sinart)

Artículo 14. Inscripción al Sistema.

Artículo 15. Duplicidad del registro.

Artículo 16. Régimen de la Ley de Fomento a la
Microindustria y la Actividad Artesanal.

Artículo 17. Contenido del Sistema.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice 39



Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados40

Artículo 18. Formatos oficiales.

Artículo 19. Cancelación del registro.

Capítulo III. Apoyos y estímulos.

Artículo 20. Presupuesto.

Artículo 21. Fomento al desarrollo.

Artículo 22. Acciones programáticas.

Artículo 23. Controles de calidad de los productos
artesanales.

Artículo 24. Proyectos de Financiamiento.

Artículo 25. Seguridad social, vivienda y dignificación de
los artesanos.

Capítulo IV. Formación y capacitación.

Artículo 26. Cursos de aprendizaje.

Artículo 27. Formación de agrupaciones.

Artículo 28. Talleres y centros de aprendizaje.

Artículo 29. Preservación de artesanías.

Artículo 30. Programas y planes de estudios.

Artículo 31. Capacitación en sistemas administrativos,
fiscales y registro de derechos de autor.

Capítulo V. De la representación y vinculación.

Artículo 32. Participación de los actores del sector
artesanal. Artículo 33. Consejos estatales.

Artículo 34. Consejos municipales.

Capítulo VI. Sustentabilidad 
de los procesos artesanales.

Artículo 35. Aprovechamiento sustentable.

Artículo 36. Materias primas e insumos alternos.

Artículo 37. Distintivo.

Capítulo VII. Denominación 
de origen y sanciones.

Artículo 38. Declaratoria.

Artículo 39. Sanciones.

Transitorios

Ley General de Artesanías.

Título Primero: De las Artesanías y los Artesanos

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés
general y de observancia general en toda la República.
Tiene por objeto establecer:

I. Establecer y definir las bases para promover, respetar,
proteger, impulsar y estimular la actividad artesanal en
México, considerando los aspectos sociales, culturales,
regionales, tecnológicos, productivos, comerciales y
ambientales;

II. Reconocer los aportes culturales de la actividad
artesanal para la sociedad mexicana y sus actores.

III. Fortalecer  las  cadenas  de  creación,  producción,
comercialización  y distribución de las artesanías;

IV. La distribución de competencias de gestión y
participación entre los diversos órdenes de gobierno;

V. Establecer las bases de coordinación entre la
Federación, las entidades federativas, los municipios y
alcaldías de la Ciudad de México en materia de política
artesanal;

VI. Establecer mecanismos de participación de los
sectores social y privado;

VII. Fomentar, apoyar y estimular la actividad artesanal
en México, y

VIII. Establecer las infracciones y sanciones
correspondientes por incumplimiento o violación a las
disposiciones de esta Ley, sus reglamentos y las normas
oficiales mexicanas que deriven de la misma.



Esta ley ampara a los artesanos y artesanas que se dediquen
en forma individual, familiar, comunitaria, de
asociaciones, uniones o gremios artesanales, cooperativas
o sociedades mercantiles, a la creación y producción de
bienes de artesanía, con auxilio o no de máquinas, equipos
y herramientas.

Artículo 2. El Estado mexicano reconoce los aportes
culturales, sociales, comerciales y económicos de la
industria artesanal mexicana, así como su importancia
como parte de la identidad cultural y artística del país.
Asimismo, se reconocen, se respetan y se salvaguardan
todos los derechos de las y los autores sobre sus obras, por
lo que el Estado implementará políticas públicas para
potenciar su labor.

Se considera como patrimonio cultural, el trabajo del
artesano y la producción artesanal que constituyan un
cuerpo de saber, habilidad, destreza, expresión simbólica y
artística, con un significado relevante desde el punto de
vista de la historia y de la identidad para la nación.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entiende por:

I. Artesanía: Objeto de identidad comunitaria con
valores simbólicos e ideológicos de la cultura local
donde se elabora; producido siempre mediante procesos
tradicionales cuya contribución manual directa del
artesano sea el componente más importante del
producto acabado, auxiliada por implementos
rudimentarios y algunos de función mecánica que
aligeran las tareas del artesano. La materia prima base
es generalmente obtenida en la región donde se produce.
Puede ser un producto duradero o efímero y su función
original está determinada en los niveles social y cultural
de su entorno natural, pero puede variar, según los
mercados de destino, para uso doméstico, ceremonial,
de ornato, vestuario o como implemento de trabajo.

Para los efectos de esta ley, son artesanías aquellas que
involucran la expresión artesana en sus distintos
aspectos de artística, utilitaria, de servicios, cultural,
folklórica, popular e indígena.

II. Artesano: persona que realiza un trabajo
especializado en la creación de objetos y ejecución de
técnicas de continuidad históricas, es decir, de tradición
familiar o regional, con enfoques estéticos de su propia
cultura y referentes simbólicos y tecnológicos. Aunque
cambien las formas en el tiempo, mantienen el control e

integración del proceso productivo con base en un saber
hacer propio, especializado de conocimientos y
habilidades, tanto para obtener sus materias primas
como para transformarlas en objetos determinados.

III. Producción artesanal: Serie de procedimientos
consecutivos predominantemente manuales, mediante
los cuales se transforma la materia prima de origen
natural o industrial e insumos, en un producto artesanal,
sin convertirse en producción industrial.

IV. Empresa o taller de artesanía: Unidad económica, en
donde se desarrolla una actividad artesanal de carácter
profesional y permanente; artesanos, asociaciones y
sociedades de artesanos, que conforman un sector social
y económico específico; aquellas instituciones de
Estado que intervienen en el fomento, promoción y
organización de la actividad, sea en el orden federal,
estatal o municipal; y por el sector privado conformado
por personas físicas y

morales involucradas en la actividad artesanal, no
importando que la actividad artesanal se desarrolle en el
medio rural o en el urbano.

V. Mercado de artesanías: Lugar donde se pone a
disposición del público, la compra-venta de artesanías
elaboradas por artesanos, organizaciones o sociedades
productoras de artesanías.

VI. Sociedades productoras de artesanías: al grupo
familiar o comunitario, con organización espontánea y
no formal que integran un núcleo de familia o los
vecinos de una comunidad, con el propósito de
contribuir con su mano de obra y trabajo a la
elaboración o producción de bienes o artículos de
artesanía.

Dichas empresas deben ser organizadas y registradas por la
autoridad competente, mediante un procedimiento
administrativo, simplificado y les asignará el carácter de
sociedades productoras de artesanías.

Artículo 4. La aplicación y el cumplimiento de esta Ley
corresponde a las siguientes autoridades en el ámbito de
sus respectivas competencias:

I. Autoridades federales:

a) La Secretaría de Cultura;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice 41



Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados42

b) La Secretaría de Turismo, y

c) La Secretaría de Educación Pública;

II. Autoridades estatales: los gobiernos de las entidades
federativas y sus organismos de la administración
estatal en materia de cultura, turismo y educación;

III. Autoridades municipales: las autoridades
municipales y las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México.

Capítulo Segundo
De los Derechos de las y los Artesanos

Artículo 5. Los principios que regirán las políticas
públicas que en la materia, lleve a cabo el Estado
mexicano, a través de sus tres órdenes de gobierno
atenderán lo siguiente:

I. Respeto a la diversidad regional y artística de las
artesanías y sus productores;

II. Igualdad entre las diferentes culturas y procesos de
elaboración de las artesanías;

III. Reconocimiento de la identidad, la dignidad y los
derechos de las y los artesanos;

IV. Libre determinación, organización y autonomía de
los pueblos indígenas y sus comunidades

V. Igualdad de género;

VI. Mejora continua y capacitación de la industria
artesanal,

VII. El desarrollo del sector tomando en cuenta los
principios de conservación del medio ambiente y la
sustentabilidad.

Artículo 6. Con la participación de las instancias
federales, estatales y municipales que correspondan, se
atenderá la elaboración de padrones, directorios de
artesanos por localidad y características de la artesanía
que produzcan y demás formas que permitan la
identificación, registro y reconocimiento de las
organizaciones de productores e individuos artesanos.

Propiciarán la creación y monitoreo de sistemas de
información e indicadores sociales, económicos y
culturales, que provean información actualizada y
necesaria para la toma de decisiones en la materia.

Los maestros artesanos podrán usar el nombre de maestro
artesano.

Artículo 7. Todas las asociaciones, uniones, gremios,
sociedades o cooperativas que organicen los artesanos o
pequeños productores de artesanías, para los efectos de la
presente ley, constituyen unidades de producción
económica y deben incluir, sin excepción en sus nombres o
denominaciones, las palabras “sociedad productora de
artesanías”.

Artículo 8. Para la promoción y formación de sociedades
productoras de artesanías, las autoridades competentes de
los tres órdenes de gobierno deberán proporcionar a
quienes lo soliciten, modelos de contrato social o
formularios en los cuales los interesados aporten los datos
particulares de quienes deseen asociarse y de la persona
moral que se pretenda constituir.

Dicho contrato social, una vez  formulado  y firmado  por
los socios, las autoridades lo examinarán y harán constar
su visto bueno sobre su forma y contenido, y orientar, en
su caso, a los interesados sobre los elementos que se
hayan omitido o deban subsanarse.

Título Segundo: De las Acciones 
del Estado Mexicano en Favor de los 

Artesanos y las Artesanías

Capítulo Primero
De las Competencias

Artículo 9. Son facultades de las autoridades federales las
siguientes:

I. Analizar los procedimientos de tramitación
administrativa relacionada con la producción de las
artesanías;

II. Establecer un programa general que otorgue
facilidades para el registro preliminar de los artesanos y
sus organizaciones;

III. Realizar los estudios sobre la regulación jurídica
relativa a la constitución, instalación y funcionamiento



de las pequeñas industrias de producción de artesanía
popular;

IV. Proponer la forma y términos para el otorgamiento y
aplicación de los recursos financieros, técnicos y de
asistencia, así como de los apoyos y los estímulos
consignados en este ordenamiento;

V. Opinar y en su caso, recomendar lo que se considere
conveniente sobre las consultas que les formulen las
diversas dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal, Estatal o Municipal;

VI. Establecer un programa de evaluación permanente
respecto de la ejecución de la política y los programas
que de ella se desprendan, la aplicación de los recursos,
los beneficios obtenidos tanto por los artesanos como
por sus organizaciones, así como de la calidad,
oportunidad y cantidad de los apoyos y estímulos;

VII. Establecer los mecanismos de coordinación y
comunicación entre las diferentes dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal, para
determinar las materias cuya coordinación debe
promoverse ante las entidades federativas y sus
municipios, para la obtención de los apoyos que
enumera esta ley para la producción de las artesanías.

VIII. Con base en los resultados cuantitativos y
cualitativos que se obtengan de la evaluación de la
ejecución de programas o políticas específicas, formular
las recomendaciones pertinentes a las dependencias
involucradas con el propósito de consolidar y ampliar
los niveles de la producción del factor artesanal,
facilitarles el abastecimiento de los insumos básicos e
indispensables para el ejercicio de sus actividades y
para estimular los procesos de creación y desarrollo de
las artesanías.

IX. Establecer un sistema de comunicación e
información permanente entre las autoridades y los
artesanos y sus organizaciones, con el propósito de
difundir el empleo de nuevas técnicas de producción, la
utilización de mejores materiales para elevar la calidad
de los productos, el perfeccionamiento de los diseños o
procesos de fabricación, el adelanto en el empleo de
materiales básicos o de productos que incrementen la
presentación de los artículos o bienes que se produzcan.

X. Determinar y coordinar con las autoridades estatales
y municipales, la fijación de la norma que acredite el
origen de la artesanía, la calidad de quien la produce y
la certificación de autenticidad.

XI. Señalar las normas mínimas de calidad que deben
cumplir las artesanías de las ramas de producción que
estén afectas a la exportación internacional.

XII. Servir de conducto legal para atender consultas,
quejas y reclamaciones que los artesanos presenten
respeto de proveedores o comerciantes, en relación con
la adquisición de materiales o materias primas,
maquinarias, equipos auxiliares, productos o sustancias
necesarias para la producción de los artículos, objetos o
bienes de artesanía.

XIII. Crear grupos de trabajo a nivel nacional, estatal o
regional, para el estudio y análisis de los aspectos
relacionados con la protección al diseño y creación de
las artesanías y del artesano; así como para el fomento
de la producción respectiva.

XIV. Establecer la negociaciones necesarias e indis-
pensables para que, en caso de existir en los estados o
municipios con los cuales se celebre convenio de
coordinación, organismos oficiales dedicados a la
protección, suministros de materias primas, certificación de
calidad o de norma de autenticidad de los productos,
almacenamiento, adquisición, financiamiento, comercia-
lización directa al público o a otros organismos, así como
realizar acciones de exportación o coordinación con otras
instituciones del propio Estado o de la Federación.

Artículo 10. Son facultades de las entidades federativas las
siguientes:

I. La promoción y difusión de las las expresiones y
manifestaciones de las artesanías propias del estado o de
una región determinada;

II. El sostenimiento de recintos y espacios culturales
para la realización de actividades relacionadas con el
objeto de la Ley;

III. La aplicación de los instrumentos de política pública
para la promoción, protección, fomento, capacitación y
difusión de las artesanías;
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La celebración de convenios de colaboración con el
gobierno federal y para el desarrollo de actividades de
capacitación, educación artística, investigación, así
como de promoción y difusión de las expresiones y
manifestaciones artesanales;

El auxilio en la protección y preservación de las
artesanías y

IV. La integración del Sistema de Información Estatal
de Información Artesanal y su retroalimentación al
Sistema Nacional;

V. La creación de comités de participación y
vinculación sociales;

VI. Las demás que le señale esta Ley y las demás
disposiciones aplicables

VII. La creación de un organismo coordinador estatal
y/o regional que permita la coordinación y aplicación de
los objetos de esta Ley de carácter nacional e integre la
participación de los sectores productivo, social y
académico

Artículo 11. Son facultades concurrentes entre la
Federación y las entidades federativas las siguientes:

I. Fomentar, proteger, preservar y rescatar el patrimonio
cultural representado en las artesanías mexicanas y sus
tradiciones.

II. Rescatar y preservar las artesanías propias de cada
lugar, sus técnicas y procedimientos empleados para su
elaboración, atendiendo su calidad, representatividad,
tradición, valor cultural, estética y utilidad.

III. Preservar y proteger el patrimonio artístico, estético
e histórico de México, representado en las artesanías,
que identifican a la diversidad cultural de comunidades,
regiones, pueblos indígenas y centros urbanos

IV. Brindar asesoría y asistencia técnica a los artesanos
para la preservación y protección del patrimonio
cultural material e inmaterial en riesgo; y

V. Impulsar a través de la Secretaría de Cultura la
certificación y el reconocimiento de los saberes u
oficios artesanales.

Artículo 12. Son facultades de las autoridades municipales
las siguientes:

I. La creación de los Consejos de representación y
vinculación artesanal;

II. Establecer políticas públicas para el sector en los
planes municipal de desarrollo o en su equivalente;

III. La representación jurídica del sector artesanal
municipal para efectos de denominaciones de origen,
marcas y derechos de autor;

IV. Las que les confieran la presente Ley, así como otras
disposiciones legales.

Capítulo Segundo
Del Sistema de Información Nacional del Artesano

Artículo 13. El Sistema de Información Nacional del
Artesano se organizará en dos capítulos: el que se refiere a
las personas físicas; y el de las asociaciones y sociedades
productoras de artesanías.

Corresponde a la Secretaría de Cultura, la integración,
elaboración y manejo del Sistema de Información Nacional
del Artesano, con la participación de las autoridades
estatales y municipales, en los términos de los acuerdos de
coordinación que celebren conforme a esta ley.

Artículo 14. Las personas físicas, morales y las empresas
de solidaridad que estén debidamente inscritas en el
Sistema de Información Nacional del Artesano, recibirán
los apoyos y estímulos que correspondan conforme a esta
ley, las leyes y disposiciones fiscales respectivas, así como
otras de orden legal y administrativo que los establezcan.

Artículo 15. El artesano que se haya registrado en forma
individual, no puede formar parte de una asociación o
sociedad de la misma rama de industria artesanal.

Artículo 16. Las empresas que estén sujetas al régimen de
la Ley del Fomento a la Microindustria y la Actividad
Artesanal, no podrán recibir ni los estímulos ni los
beneficios que se otorgan para la producción de las
artesanías.

Artículo 17. El Sistema de Información Nacional del
Artesano deberá contener información actualizada de las
actividades que en diferentes ramas industriales realizan



tanto las personas físicas como las morales y las empresas
de solidaridad; el número de personas que trabajan en las
mismas, los activos con los que cuentan para la fabricación
o hechura de sus productos, las inversiones que realicen de
acuerdo a los programas de financiamiento, la capacidad
de producción, así como la cantidad y calidad de los
objetos que produzcan.

La información consignada en el padrón, servirá de base
para la elaboración de los programas especiales que deba
poner en práctica los tres órdenes de gobierno.

Artículo 18. Las autoridades competentes deberá recabar
de los interesados, en formatos oficiales de distribución
gratuita, los datos relativos al nombre de la persona física,
moral o de la empresa de solidaridad; domicilio; rama
industrial en la que pueden ser clasificadas sus actividades;
nivel de producción anual; monto del capital de que se
disponga o de la inversión realizada; nombre de las
personas asociadas o que participen en la sociedad y su
nacionalidad.

Artículo 19. Para la cancelación del registro en el Sistema
de Información Nacional del Artesano, se hará a solicitud
del interesado, porque la sociedad o la empresa de
solidaridad hayan terminado sus actividades por decisión
de sus miembros o declaración de autoridad competente,
por resolución judicial o de la autoridad administrativa la
cual, observando las garantías de legalidad y audiencia,
determine la necesidad de cancelar un registro.

Capitulo Tercero
Apoyos y Estímulos

Artículo 20. El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público y mediante la previsión que
anualmente deba hacerse en la Ley de Ingresos de la
Federación o en sus disposiciones conexas, concederá al
artesano y sociedades de cualquier orden o empresas de
solidaridad, las exenciones o estímulos fiscales
correspondientes.

Al efecto, se integrará un paquete específico, adecuado a
sus necesidades y características particulares, que atienda a
la rama de producción artesanal, las personas que se
dedican a ella, la zona o región en donde se desarrolla la
actividad, y los obstáculos o facilidades de que se disponga
para la inversión y disponibilidad de mercados, créditos y
apoyos financieros.

Para el caso, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
por conducto de las autoridades federales, puede recibir las
proposiciones de los representantes de los artesanos, así
como de las sociedades y sociedades productoras de
artesanías, para recomendar el tratamiento preferencial
para las diversas actividades que desempeñan como
unidades económicas de producción o sujetos de las
disposiciones fiscales relativas.

Artículo 21. Se fomentará el desarrollo de la industria
artesanal a nivel nacional, para que las mismas puedan
contar con liquidez suficiente y realizar las inversiones
propias para su fortalecimiento.

Deberán establecerse los soportes de financiamiento y los
canales de otorgamiento de créditos para apoyar la
actividad de los artesanos en lo individual y de las
empresas de solidaridad que formen con el propósito de
vincular a los núcleos familiares, vecinales o comunitarios,
a la producción de las artesanías.

En tales acciones se debe considerar el lugar donde el
artesano trabaja, con el propósito de establecer el carácter
preferencial de programas destinados al ámbito rural o
semiurbano.

Artículo 22. En el ámbito de sus respectivas competencias,
las autoridades federales, estatales y municipales
establecerán las acciones programáticas para apoyar el
desarrollo de la producción artesanal, acorde con sus
características y posibilidades; asimismo, se pondrán en
práctica los mecanismos y procedimientos que permitan
una eficiente vinculación entre los productores de las
artesanías y el sector educativo y de investigación
tecnológica, antropológica, cultura y etnográfica.

Artículo 23. Se orientará, y facilitará el uso de
instalaciones públicas y especializadas en normalización y
metrología, a fin de ejercer el control de calidad sobre los
productos, cuando el artesano o productor de artesanías
requiera de los certificados que acrediten que sus productos
cumplen las normas y satisfacen los patrones de calidad
artesanal;

Artículo 24. Se apoyarán los proyectos de financiamiento
directo y a la palabra para los artesanos en lo individual y la
apertura de un sistema permanente de financiamiento para la
mejoría de la planta productiva de las sociedades, así como
de líneas de crédito tanto para la adquisición en común de
materias primas o insumos necesarios para la elaboración del

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice 45



Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados46

producto intermedio o final, como para la colocación en los
mercados de los artículos, bienes y productos hechos o
fabricados, manufacturados elaborados bajo los patrones de
la rama de la artesanía correspondiente.

Artículo 25. Corresponderá a las autoridades federales,
estatales y municipales concertar acciones para que los
artesanos cuenten con seguridad social, vivienda y las que
se considere favorezcan la dignificación de la familia
artesanal.

Capítulo Cuarto
Formación y Capacitación

Artículo 26. Se impulsará la impartición de cursos para el
aprendizaje tanto de las técnicas como de las tecnologías
que pueden ser aplicadas a las artesanías, así como de
capacitación para que los propietarios de los talleres y las
pequeñas empresas, adquieran los conocimientos
necesarios para la administración de sus negocios;

Artículo 27. Se promoverá la formación de agrupaciones
de artesanos, de dueños de talleres o de propietarios de
pequeñas empresas, para facilitar la participación en la
solución de problemas comunes y mejorar su capacidad de
negociación en los mercados financieros, de insumos y
para la venta de sus productos en el país o en el extranjero,
y se fortalecerá la labor de la promoción y extensionismo
en los ámbitos financiero, administrativo, de investigación
étnica y cultural, y de aplicación de técnicas de
mejoramiento y desarrollo de la producción artesanal.

Artículo 28. Las instituciones oficiales o privadas, los
organismos sociales y los  particulares, previo cumplimiento
de la normatividad correspondiente, podrán establecer
talleres o centros de capacitación o escuelas donde se
requieran, a fin de promover la investigación, el ensayo de
nuevas técnicas, el intercambio de experiencias y todos
aquellos conocimientos que sirvan al artesano para alcanzar
la excelencia en la producción artesanal.

Artículo 29. Se propiciarán las acciones tendientes a la
realización de estudios, investigaciones y eventos por
región y por tipo de artesanías, para rescatar o preservar las
artesanías tradicionales en riesgo de desaparición.

Artículo 30. Las instituciones educativas y los organismos
o dependencias vinculadas a este sector, implementarán
programas y planes de estudio en materia artesanal.

Artículo 31. Se promoverá la capacitación para la
operación de las unidades de producción en sistemas
administrativos, contables, de planeación fiscal y de
registro de derechos de autor.

Capítulo Quinto
De la Representación y Vinculación

Artículo 32. Las autoridades federales, estatales y
municipales podrán promover, de conformidad con los
lineamientos que establezcan, la participación de los
actores del sector artesanal en actividades que tengan por
objeto garantizar la protección de la actividad artesanal.

Artículo 33. Será responsabilidad de cada entidad
federativa la instalación y operación de un consejo de
representación y vinculación artesanal o su equivalente
regional, el cual estará integrado por representantes del
sector artesanal, así como los sectores privado, social y
académico.

Este consejo podrá:

a) Proponer políticas públicas en apoyo al sector.

b) Otorgar estímulos y reconocimientos de carácter
social, económico, cultural y medio ambiental.

c) Coadyuvar en temas que permitan la salvaguarda del
libre ejercicio de la actividad artesanal.

d) Contribuir a reducir las condiciones sociales adversas
que influyan en la elaboración de las artesanías y en la
calidad de vida de los artesanos, a través de proponer
acciones específicas para su atención.

e) Llevar a cabo las acciones de participación,
coordinación y difusión necesarias, considerando las
características y necesidades de los artesanos de la
localidad en que se encuentren.

f) Coadyuvar en la dignificación de la actividad
artesanal.

g) Ser la instancia responsable estatal del Sistema
Estatal de Información

Artículo 34. En cada municipio, se podrá instalar y operar
un consejo municipal de representación y vinculación



artesanal, integrado por las autoridades municipales y
representantes del sector artesanal.

Este consejo, ante el ayuntamiento y la autoridad
respectiva, podrá:

a) Gestionar el mejoramiento de los servicios y las
políticas públicas en la materia, tomando en cuenta las
necesidades y condiciones sociales, de infraestructura y
de recursos naturales, así como los demás proyectos de
desarrollo en el municipio;

b) Estimular, promover y apoyar actividades de
intercambio, colaboración, capacitación, educación y
participación en el sector artesanal;

c) Realizar propuestas que contribuyan a la formulación
de contenidos locales para la elaboración de los planes
y programas de estudio, las cuales serán entregadas a la
autoridad educativa correspondiente;

d) Proponer la entrega de estímulos y reconocimientos
de carácter social a los representantes del sector
artesanal que propicien la vinculación con la
comunidad;

e) Procurar la obtención de recursos complementarios,
para infraestructura y apoyo al sector;

Será responsabilidad de la persona titular de la presidencia
municipal que, en el consejo se alcance una efectiva
participación social que contribuya a mejorar las
condiciones sociales, laborales y económicas del sector
artesanal.

En la Ciudad de México, los consejos se podrán constituir
por cada una de sus demarcaciones territoriales.

Capítulo Sexto
Sustentabilidad de los Procesos Artesanales

Artículo 35. Las autoridades federales, estatales y
municipales promoverán entre las organizaciones y los
artesanos, el aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales susceptibles de ser utilizados como materias
primas para la elaboración de artesanías. Para tal efecto
solicitará el apoyo de los tres niveles de gobierno, a fin de
crear una cultura ecológica en el sector.

Artículo 36. Las dependencias de la Administración
Pública Federal, las entidades federativas y los gobiernos
municipales, fomentarán la utilización de materias primas
e insumos alternos en las zonas en que ya no sea posible el
aprovechamiento de esos recursos naturales.

Artículo 37. Las autoridades competentes reconocerán el
buen manejo de los recursos naturales empleados en los
procesos artesanales a través de un distintivo que será un
valor agregado para el consumidor y la sociedad.

Capítulo Séptimo
Denominaciones de Origen y Sanciones

Artículo 38. Las denominaciones de origen existirán por
situaciones de hecho, tal y como dispone la práctica
nacional e internacional. El Estado mexicano mediante la
declaratoria correspondiente por la autoridad competente
certificará, enlistará protegerá y apoyará todo aquello que
se considere “artesanía” en los términos de la presente Ley.

Artículo 39. El Estado mexicano, a través de sus tres
órdenes de gobierno, y en cumplimiento de lo que
dispongan el Código Penal Federal, el equivalente de las
entidades federativas, reglamentos y bandos municipales
así como disposiciones de carácter internacional, podrá
sancionar las violaciones que en materia de propiedad
intelectual, denominación de origen o derechos de autor se
susciten por todas aquellas personas que violen lo
dispuesto por esta Ley.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial  de la Federación 

Segundo. Los subsidios del Fondo Nacional de Fomento a
las Artesanías, formarán parte del Ramo 48 Cultura y sus
disposiciones secundarias cumplirán con lo dispuesto en la
presente Ley General.

Tercero. Dentro de los ciento ochenta días siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto, las Legislaturas de
los estados, en el ámbito de su competencia, deberán
armonizar el marco jurídico de conformidad con el
presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo del
2021.— Diputado Juan Carlos Villarreal Salazar (rúbrica).»
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Se turna a las Comisiones Unidas de Cultura y Cinema-
tografía, y de Economía, Comercio y Competitividad,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para opinión.

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 27 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, a cargo del diputado
Ulises García Soto, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, Ulises García Soto, diputado federal integrante
de la LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción VII
Quinquies al artículo 27 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, relativo a las funciones de
la Secretaría de Gobernación en materia de Registro Civil,
al tenor del siguiente:

Planteamiento del problema

La reforma al párrafo octavo del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
plasmó el derecho a la identidad como parte integrante al
reconocimiento al derecho a la vida que debe otorgar todo
estado de derecho y de la cual todos los individuos gozan
como derecho primordial.

Asimismo, dicha reforma constitucional plasmó el derecho
a recibir de manera inmediata y gratuita la primera acta de
nacimiento. Sin embargo, este derecho se ejercita de
manera desigual en cada estado de la República, existen
estados donde el acta de nacimiento se expide de manera
inmediata al momento del nacimiento de un menor, para lo
cual debe existir una infraestructura y coordinación entre
las instituciones de salud, es decir los hospitales, y los
registros civiles que registran los nacimientos. Mientras
que en otros estados de la República, como sucede en la
Ciudad de México, los padres de un menor recién nacido
únicamente reciben un acta de alumbramiento, misma que
debe ser entregada al registro civil al momento de realizar

el registro, el cual puede ser semanas e incluso meses
después del alumbramiento.

A esto se suma la complicación de que dicha acta de
alumbramiento, tiene una vigencia de no mayor a sesenta
días, y posterior a este plazo los padres necesitan acudir
nuevamente ante la instancia de salud para que vuelva a
emitir una constancia de alumbramiento nueva.

Debido a ello, la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, se ha abocado a analizar y a formular un proyecto
de Ley General para Armonizar y Homologar los Registros
Civiles, sin embargo, a pesar de lo vanguardista que puede
resultar esta nueva Ley General, es necesario fomentar a la
Secretaría de Gobernación de las facultades necesarias
para impulsar la homologación de criterios y facilidad en
los trámites ante los diferentes registros civiles del país;
tramites que datan de las Leyes de Reforma hace más de
ciento cincuenta años.

Argumentación

El objetivo de la presente iniciativa es adicionar en la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal la facultad
de la Secretaría de Gobernación de homologar los criterios
entre los diferentes registros civiles a efecto de que se
modernice el trámite de la obtención de las actas de
nacimiento y otros diversos, mismo s que se desprenden
del derecho a tener una identidad y una personalidad para
cada individuo.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se
ha pronunciado respecto al derecho a la identidad, criterio
jurisprudencial que fue vertido y señalado en el dictamen
que aprobó la reforma Constitucional del párrafo octavo
del artículo 4:

“[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro
VI, Marzo de 2012, Tomo 1; Pág. 273

Derecho a la identidad personal. El conocimiento del
origen biológico de la persona tiene trascendencia
psicológica y jurídica para el individuo.

La identidad personal se construye a través de múltiples
factores psíquicos y sociales; así, la imagen propia de la
persona se determina, en buena medida, por el
conocimiento de sus orígenes biológicos, los cuales son
de gran trascendencia tanto desde el punto de vista
psicológico como jurídico. Por un lado, conocer las



circunstancias relacionadas con el propio origen y con
la identidad de los padres biológicos contribuye al
adecuado desarrollo de la personalidad y, por otro, en
cuanto a lo jurídico, la importancia de conocer el propio
origen está ligada a las consecuencias legales que dicha
información puede generar.

Primera sala

Amparo directo en revisión 2750/2010. 26 de octubre de
2011. Mayoría de tres votos. Disidentes: Jorge Mario
Pardo Rebolledo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María
Ibarra Olguín.

[TA]; 9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo
XXXIV, septiembre de 2011; Pág. 1034

Derecho de identidad de los niños.

Es un derecho de rango constitucional que deriva del
artículo 4 de la Constitución Federal, ya que el objetivo de
la reforma a dicho precepto consistió en reconocer como
derechos constitucionales todos los derechos de los niños
establecidos en los diversos tratados internacionales que
México ha suscrito. Así, al estar reconocido el derecho de
identidad en los artículos 7o. y 8o. de la Convención sobre
los Derechos del Niño, es innegable su rango
constitucional. Asimismo, de acuerdo a dichos preceptos y
al artículo 22 de la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, el derecho de identidad
está compuesto por el derecho a tener un nombre, una
nacionalidad y una filiación. En efecto, si bien la identidad
se construye a través de múltiples factores psicológicos y
sociales, en términos de derechos, la imagen propia de la
persona está determinada en buena medida, por el
conocimiento de sus orígenes y su filiación, así como por
la identificación que tiene en la sociedad a través de un
nombre y una nacionalidad. De la determinación de dicha
filiación, se desprenden a su vez, diversos derechos del
menor, como son los derechos alimentarios y sucesorios.

Primera sala

Contradicción de tesis 50/2011. Entre las sustentadas
por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo,
ambos en Materia Civil del Séptimo Circuito. 1o. de
junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no
resuelve el tema de la contradicción planteada.

[TA]; 9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo
XXVI, Julio de 2007; Pág. 260

Derecho a la identidad de los menores. Su contenido.

El artículo 7 de la Convención sobre los Derechos del
Niño (ratificada por el Estado mexicano y publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de
1991) dispone que el niño tiene derecho desde que nace
a un nombre, a adquirir una nacionalidad y en la medida
de lo posible a conocer a sus padres y a ser cuidado por
ellos. En concordancia con lo anterior y conforme al
numeral 3 de la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes (de orden público,
interés social y observancia obligatoria para toda la
República), son principios rectores de la protección de
los menores, entre otros, el del interés superior de la
infancia y el de la tutela plena e igualitaria de los
derechos humanos y de las garantías constitucionales.
En ese tenor, el artículo 22 de dicha Ley establece el
derecho a la identidad, el cual se compone por el
derecho a tener un nombre y los apellidos de los padres
desde que nazca, a tener una nacionalidad y a conocer
su filiación y su origen, salvo en el caso que las leyes lo
prohíban. Así, el hecho de que el menor tenga la certeza
de quién es su progenitor, constituye un principio de
orden público que es parte del núcleo esencial del
derecho fundamental a la personalidad jurídica, cuya
importancia no sólo radica en la posibilidad de solicitar
y recibir información sobre su origen, la identidad de
sus padres y el conocimiento de su origen genético, sino
que a partir de esos elementos puede derivarse, por una
parte, su derecho a tener una nacionalidad y, por otra, el
derecho a que sus ascendientes satisfagan sus
necesidades de alimentación, salud, educación y sano
esparcimiento, para su desarrollo pleno e integral.

Primera sala

Amparo directo en revisión 908/2006. 18 de abril de
2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de
Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero
de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.”

De los criterios arriba transcritos, se desprende que el
derecho de identidad es un derecho fundamental que se
encuentra protegido no solo en las diversas Convenciones

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice 49



Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados50

internacionales ya citadas, sino que también se encuentra
a nivel constitucional. El registro de los recién nacidos es
un derecho que permite constatar la personalidad e
identidad de quien fue registrado, es por ello que la
relevancia del documento que lo acredita dicho registro, es
decir, en el acta de nacimiento.

Tal y como se establece en el capítulo II (De las actas de
nacimiento) del Código Civil Federal, que comprende
los artículos 54 al 76, las actas de nacimiento sirven
entre otras cosas, para que se reconozca la ascendencia
u origen sanguíneo, sin embargo en las actas no solo
constan los nombres de los padres, sino que también se
hace constar la nacionalidad de la persona y su
domicilio, incluso es el documento idóneo para probar
la edad de la persona. Lo anterior se puede corroborar
con el siguiente criterio emitido por el Sexto Tribunal
Colegiado en materia de Trabajo del Primer Circuito:

“[TA]; 9a. Época; T.C.C.; SJF, y su Gaceta; Tomo XXV,
Febrero de 2007; Pág. 1703

Edad de una Persona Física. el acta de nacimiento
expedida por el registro civil conforme a la ley es la
prueba idónea para demostrarla.

De acuerdo con el artículo 50 del Código Civil Federal
las actas del Registro Civil extendidas conforme a las
disposiciones que preceden al citado precepto, hacen
prueba plena en todo lo que el Juez del Registro Civil,
en el desempeño de sus funciones, da testimonio de
haber pasado en su presencia; de ahí que la prueba
idónea y suficiente para demostrar la edad de una
persona física, sea el acta de nacimiento expedida por el
Registro Civil conforme a la ley, por tratarse de un
documento público a través del cual quedan plenamente
acreditados tanto el hecho del nacimiento como el acto
jurídico del registro respectivo, sin perjuicio de que a
través de algún otro medio probatorio pueda acreditarse
tal circunstancia.

Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del
Primer Circuito

Amparo directo 9396/2006. Nilda Andreina Zárate T. 26
de octubre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente:
Genaro Rivera. Secretario: Edgar Hernández Sánchez.”

De la tesis aislada arriba plasmada, se desprende que si
bien el derecho de identidad da lugar al pleno ejercicio de

diversos derechos, como lo es el derecho al nombre,
domicilio, edad y demás mencionados, es necesario un
documento público con el cual se pueda probar plenamente
el registro de la persona y esto es mediante la expedición
del acta de nacimiento.

Se coincide con las iniciativas en estudio en la parte
correspondiente a la necesidad de expedir la primera acta
de nacimiento de manera gratuita. Con el ejercicio del
derecho al registro de la persona, también se le permite al
Estado, mediante los órganos correspondientes, el llevar
las estadísticas de población necesarias para adaptar tanto
el presupuesto, como la correcta administración de los
servicios públicos.”

Derivado de estos criterios en favor del derecho a la
identidad es que surge la necesidad de homologar los
criterios y procedimientos a nivel Nacional para la
expedición de actas de nacimiento. Para ello identificamos
a la Secretaría de gobernación como la rama del Ejecutivo
Federal idónea en controlar los documentos oficiales en
materia de población; no obstante es menester del
Congreso de la Unión dotar de las facultades necesarias
para una armonización transversal de los diversos
Registros Civiles del país. 

Para ello, es importante retomar las conclusiones de la
“Primera Conferencia Regional Latinoamericana sobre el
Derecho a la Identidad y Registro Universal de
Nacimiento, de agosto del 2007 en la ciudad de Asunción,
Paraguay:

Conclusiones

1. La identificación, registró y documentación debe
asumirse con un enfoque de derechos.

2. Todo proceso de identificación, registro y
documentación debe respetar y reafirmar la identidad
individual y colectiva de la persona. Estos procesos
deben ser diseñados o reformados en consulta con los
interesados y en el caso de los pueblos indígenas, afro
descendientes y otros grupos especialmente afectados
debe hacerse con plena participación y concertación de
los mismos.

3. Para los pueblos indígenas y afrodescendientes la
identificación, registro y documentación debe respetar su
existencia y cultura, como parte central del
reconocimiento de los Estados a su diversidad cultural.



4. Los idiomas son la expresión primigenia de la cultura
y espiritualidad de cada pueblo, sus nombres y grafías
deben ser respetados.

5. El registro universal de nacimiento como medida de
respeto al derecho a la nacionalidad y de no ser
arbitrariamente despojado de este derecho, sirve como
una herramienta esencial de protección en situaciones
de refugio y desplazamiento interno. Asimismo la
inscripción de nacimientos y la emisión de certificados
u otros documentos, sirven como medida de prevención
y reducción de la apatridia.

6. En las deliberaciones se identificaron como
obstáculos la debilidad administrativa del sistema de
registro, limitada eficiencia, falta de una legislación
inclusiva, insuficiente voluntad política, falta de
conciencia social de la importancia del tema y los costos
directos e indirectos que implica el acto de registro e
inscripción.

Recomendaciones

1. Desarrollo y fortalecimiento de la capacidad de las
instituciones registrales, que garanticen el acceso,
simplicidad y gratuidad.

2. Establecer diálogos interculturales para garantizar el
derecho al registro de nacimiento, con atención
particular a la participación de los pueblos indígenas,
afro-descendientes, campesinos, migrantes, desplazados
y comunidades rurales.

3. Eliminación de las barreras de discriminación racial,
étnica y de todo tipo que limitan la inscripción en los
registros.

4. Los registros civiles deben articularse con los
programas sociales para lograr la inclusión completa y
evitar obstáculos a la prestación de servicios sociales.
Para esto se hace indispensable una coordinación
interinstitucional y que involucre a todos los actores
sociales que promueva un mayor compromiso de las
instancias dentro de un enfoque de derechos.

5. Para encontrar soluciones particulares y a la medida
de la situación específica de cada frontera, es vital, para
todos los países latinoamericanos establecer
mecanismos de cooperación para que el derecho a la
identidad y registro de nacimiento pueda garantizarse.

6. Los gobiernos deberían garantizar, la eliminación de
condicionamientos burocráticos, la judicialización,
costos directos y, en la medida de lo posible, los
indirectos que signifiquen obstáculos para el acceso al
disfrute de este derecho.

7. Se debería propiciar la participación de los pueblos y
grupos más afectados por el sub registro, sobre todo
indígenas, afrodescendientes, migrantes, desplazados en
la operacionalización de los sistemas del registro de
nacimiento y protección del derecho a la identidad, con
apoyo pleno de los Estados.

8. Debe garantizarse que todos los miembros de los
pueblos indígenas tengan acceso a una identificación
que refleje la identidad individual y colectiva, tanto para
los que residen en sus comunidades como fuera de ellas.

9. Los Estados deberían tomar medidas para garantizar
el goce del derecho, evitando todo tipo de presión
político-partidaria o clientelista en el registro,
identificación y documentación de las personas.

Reconocemos que el derecho a la identidad y registro
universal de nacimiento constituye un gran reto, por lo
que se hace necesaria un esfuerzo coordinado para
lograr esta meta incluyendo representantes de las
comunidades, pueblos, gobiernos locales, ONG y
organismos internacionales.

Reconocemos la importancia de propiciar y fortalecer
espacios de diálogo y coordinación política, jurídica y
técnica a nivel regional que contribuyan a cumplir con
nuestra meta de contar con un registro de nacimiento
gratuito, universal y oportuno para todos los niños y
niñas de la región en el año 2015.

Asunción, 30 de agosto de 2007.”

La presente iniciativa propone adicionar una fracción al
artículo 27 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, debido a que es este artículo donde se
señala el catálogo de facultades conferidas a la Secretaría
de Gobernación, y es un artículo “VII Quinquies” el que
permitiría adicionar de manera ordenada adicionar al VII
Quáter, mismas que son facultades derivadas de la reforma
de 2018 a las facultades de dicha secretaría.

La propuesta de redacción señala: “VII Quinquies.
Fomentar la homologación de criterios en materia de
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registro civil y garantizar mediante lineamientos de
carácter general la expedición pronta, eficaz y oportuna de
las actas de nacimientos a todo individuo en el territorio
nacional.”

Con la fracción propuesta se pretende que la Secretaría de
Gobernación sea una institución coordinadora entre los
diferentes Registros civiles, a efecto de simplificar los
trámites y los registros a nivel nacional, compartiendo las
mejores prácticas de las diferentes entidades federativas y
fomentando mejores prácticas, así como una recaudación
más efectiva el momento del cobro por tramites, como
pueden ser las actas de nacimiento de segunda expedición,
o incluso la gratuidad de estos mediante acuerdos para la
protección de grupos vulnerables.

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a
consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de
decreto bajo el siguiente:

Fundamento legal

El suscrito, en ejercicio de la facultad que le confiere el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y el artículo 77, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción VII
Quinquies al artículo 27 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, relativo a las
funciones de la Secretaría de Gobernación en materia
de registro civil

Único. Se adiciona una fracción VII Quinquies recorriendo
las subsecuentes fracciones del artículo 27; de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación corresponde el
despacho de los siguientes asuntos: 

I. a VII Quáter …

VII Quinquies. Fomentar la homologación de criterios
en materia de registro civil y garantizar mediante
lineamientos de carácter general la expedición pronta,
eficaz y oportuna de las actas de nacimientos a todo
individuo en el territorio nacional.

VIII. a XXIV. …

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
a su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de febrero de 2021.—
Diputado Ulises García Soto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia energética, con objeto de dotar de autonomía
constitucional a la CNH, a cargo de la diputada Claudia
Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo previsto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, promueve la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia energética, con objeto de dotar de autonomía
constitucional a la Comisión Nacional de Hidrocarburos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

a) Contexto histórico 

La evolución de la teoría clásica de la división de poderes
en la que se concibe a la organización del Estado, en los
tres poderes tradicionales: legislativo, ejecutivo y judicial,
ha permitido la reconfiguración de la distribución de
funciones o competencias para hacer más eficaz el



desarrollo de las actividades que se encomiendan a cada
uno de los poderes y se ha considerado la inclusión de
órganos constitucionales autónomos a través de reformas
constitucionales.

Los órganos constitucionales autónomos surgen como una
respuesta para equilibrar el ejercicio de los poderes
tradicionales, es decir, el Ejecutivo, el Legislativo y el
Judicial, pues éstos se han visto rebasados a través de los
cambios y las exigencias sociales, lo que ha conducido a la
necesidad de incorporar elementos adicionales que
coadyuven en el sistema de pesos y contrapesos del poder
público que contribuyen al cumplimiento efectivo de las
responsabilidades constitucionales del Estado.

El nacimiento de los órganos constitucionales autónomos
en México se ha dado bajo diferentes contextos, sin
embargo, como veremos en líneas posteriores, el común
denominador es que, antes de que se les dotará de
autonomía plena, pertenecieron a la estructura directa de la
administración pública federal, y que por diversos factores
y necesidades se les fue concediendo gradualmente esa
autonomía.

Anteriormente, con la reforma en materia energética se
modificó la Ley de la Comisión Nacional de
Hidrocarburos,1 publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 28 de diciembre de 2008, lo que dio pauta a
la creación de la Comisión Nacional de Hidrocarburos
como órgano desconcentrado de la Secretaría de Energía.

Posteriormente, con la reforma energética de 2013 y la
publicación de la legislación secundaria en 2014,2 la
materia energética tuvo un arreglo institucional dotando a
la Comisión Nacional de Hidrocarburos de un marco
jurídico nuevo: en cuanto a su naturaleza jurídica dejó de
ser un órgano administrativo desconcentrado y se convirtió
en un Órgano Regulador coordinado en materia energética
con la Comisión Reguladora de Energía, con personalidad
jurídica propia, autonomía técnica y de gestión.

Con ello, su subordinación recae directamente al control
del Poder Ejecutivo, y cuyo ejercicio de la política
energética que sea planteada por el Gobierno Federal en
turno.

En el desempeño de sus funciones, los órganos reguladores
coordinados en materia energética deben coordinarse
mediante los mecanismos que establece el Consejo de
Coordinación del Sector Energético como mecanismo de

coordinación entre los órganos reguladores coordinados en
materia energética, la Secretaría de Energía y demás
dependencias del Ejecutivo federal, a fin de que sus actos
y resoluciones se emitan de conformidad con las políticas
públicas del Ejecutivo federal establezca.3

b) Contexto político actual

Durante los primeros días del mes de enero del 2021, el
titular del Poder Ejecutivo Federal ha sugerido la
posibilidad de extinguir diversos órganos constitucionales
autónomos entre ellos el Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de
Datos Personales, el Instituto Federal de
Telecomunicaciones, la Comisión Federal de Competencia
Económica; órganos desconcentrados como la Comisión
Reguladora de Energía, la Comisión Nacional de
Hidrocarburos; o descentralizados como el Centro
Nacional de Control de Energía.4

Desde la perspectiva del Ejecutivo federal, estos órganos
no han logrado los resultados para los cuales fueron
creados, además de que su funcionamiento resulta muy
costoso para el Estado, por lo cual afirmó que ya prepara
una iniciativa de reformas a la Constitución, para ser
presentada ante el Congreso de la Unión, con la finalidad
de extinguir a los organismos constitucionales autónomos
y posiblemente algunos entes descentralizados y
desconcentrados.

Respecto a los órganos reguladores coordinados en materia
de energía, el primer acto que durante la actual
administración en el cual se observó una posible
intervención en la independencia y autonomía de la
Comisión Reguladora de Energía, de la Comisión Nacional
de Hidrocarburos y del Centro Nacional de Control de
Energía, lo constituye el memorándum emitido el 22 de
julio del 2020 por el titular del Poder Ejecutivo Federal, en
el que afirma que los órganos de regulación deben ajustarse
a la nueva política económica y energética, y que su misión
debe ser la de sumar esfuerzos con la Secretaría de Energía,
Pemex y la CFE para rescatar la industria del petróleo y
electricidad de la nación. El memorándum contiene 17
medidas que rigen la nueva política energética y en los
cuales debe basarse la actuación y la actividad regulatoria
de dichos órganos.5

En junio de 2020,6 el senador Ricardo Monreal Ávila, del
Grupo Parlamentario de Morena, presentó una iniciativa de
reforma a los artículos 27 y 28 de la Constitución Política
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de los Estados Unidos Mexicanos, para fusionar en un solo
órgano denominado Instituto Nacional de Mercados y
Competencia, al Instituto Federal de Telecomunicaciones,
a la Comisión Federal de Competencia Económica y a la
Comisión Reguladora de Energía. El legislador señaló que
el propósito de la iniciativa de reforma constitucional era
fortalecer el trabajo de los órganos ya existentes y generar
un ahorro al Estado.7

Posteriormente, el 17 de junio de 2020, se anunció que fue
retirada8 la iniciativa que pretendía fusionar a los órganos
reguladores de energía, telecomunicaciones y de
competencia económica en un solo regulador denominado
Instituto Nacional de Mercados y Competencia para el
Bienestar, pues resultaba contraria a lo establecido en el
Tratado celebrado entre México, Estados Unidos y Canadá,
conocido como T-MEC, en específico en el artículo 18.17
Organismos Reguladores de Telecomunicaciones, del
capítulo 18 del tratado,9 “Telecomunicaciones”, que
obligan a México a contar con un órgano regulador en
materia de telecomunicaciones independiente de cualquier
otra instancia de gobierno, empresa y regulador.

Con esta misma premisa, el titular de la Comisión Federal
de Electricidad, Manuel Bartlett Díaz, ha estimado que la
Secretaría de Energía podría absorber a los órganos
reguladores como la Comisión Reguladora de Energía y la
Comisión Nacional de Hidrocarburos.

Al respecto, ha declarado que no existiría una
concentración de poder si la Secretaría de Energía
absorbiera tanto a la Comisión Reguladora de Energía
como a la Comisión Nacional de Hidrocarburos.

En ese sentido, las afirmaciones de Manuel Bartlett Díaz
titular de la Comisión Federal de Electricidad, se une a lo
dicho previamente por el presidente de la República
Andrés Manuel López Obrador, asegurando que la
existencia de estos órganos reguladores coordinados en
materia energética sólo se crearon para beneficiar a los
privados, mostrando un interés en desaparecerlos.10

En el contexto del uso de energías limpias y regulaciones que
permitan transparentar las decisiones estratégicas en materia
energética que tengan impacto tanto a nivel nacional como
internacional, se vuelve un tema prioritario dotar de
autonomía constitucional a los órganos reguladores en
materia de energía, lo anterior con la finalidad de garantizar
el cumplimiento efectivo de la reforma constitucional en
materia energética publicada en el Diario Oficial de la

Federación, el 20 de diciembre de 2013, además de que, es
necesario garantizar la observancia y cumplimiento de las
obligaciones y compromisos internacionales que México ha
contraído en materia de implementación de mejores prácticas
regulatorias, entre el que se encuentra el Tratado de Libre
Comercio celebrado entre México, Estados Unidos y Canadá,
conocido como T-MEC.

Los órganos constitucionales autónomos cumplen el
objetivo de llevar a cabo los fines del Estado y con ello se
garanticen los derechos de los ciudadanos en las áreas más
especializadas.

Los órganos constitucionales autónomos tienen en su
naturaleza jurídica un fundamento constitucional que los
reviste de una total independencia con el resto de los
poderes públicos.

Dicho lo anterior, a continuación se exponen los elementos
generales de los órganos constitucionales autónomos para
una mayor comprensión sobre su importancia.

c) Estructura administrativa del Estado

De acuerdo con José Núñez Castañeda, la administración
pública inició como una organización unitaria, con pocas
dependencias, pero, a medida que no fue sostenible la
pasividad del Estado, éste aumentó su intervención y la
administración pública fue diversificándose y
complicándose, lo cual dio origen a nuevas formas de
organización, que se traducen en: la centralizada, la
desconcentrada y la descentralizada.11

En opinión de Gabino Fraga, la centralización
administrativa12 existe cuando los órganos se encuentran
colocados en diversos niveles, pero todos en una situación
de dependencia en cada nivel, hasta llegar a la cúspide en
que se encuentra el jefe supremo de la administración
pública, en nuestro caso, a nivel federal, corresponde al
Titular del Poder Ejecutivo.

Como sabemos, el Estado es dinámico y su estructura, en
ocasiones, puede no ser suficiente para hacerlo funcionar,
por ello, la centralización trajo un exceso de concentración
de poder y una estructura burocrática rígida, que generó
alta ineficiencia e inoperatividad.

Así surge la desconcentración, que consiste en la
delegación de ciertas facultades de autoridad que hace el
titular de una dependencia en favor de órganos que les



están subordinados jerárquicamente;13 por ejemplo, la
Comisión Nacional de Arbitraje Médico, que depende de la
Secretaría de Salud.

Mediante la desconcentración, se atribuyen a diversos
órganos públicos funciones de carácter técnico y se les dota
de independencia para una mayor eficacia en la prestación
de las funciones que les competan, sin embargo, continúan
dependiendo de la organización centralizada.

Siguiendo a José Núñez Castañeda, los órganos descon-
centrados “pueden ser creados por disposición en la ley o por
decreto presidencial, tienen grados de independencia
distintos y no comparten un esquema único, lo que obedece
a la diversidad de las funciones que les son asignadas.
Algunos ejemplos permiten apreciar estas diferencias. La
Comisión Federal de Telecomunicaciones, antes de
convertirse en Instituto Federal de Telecomunicaciones y
adquirir autonomía constitucional en 2013, era definida en el
artículo 9o. de la Ley Federal de Telecomunicaciones como
un órgano desconcentrado de la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, con autonomía técnica, operativa, de
gasto y de gestión, con independencia plena para dictar sus
resoluciones”.14

La descentralización surge como un nuevo esquema de
organización de la administración. A los órganos
descentralizados se les dotó de personalidad jurídica y
patrimonio propios, es por esa razón que tienen cierta
independencia orgánica respecto del órgano central.

Estas formas de la organización administrativa del Estado
no han sido suficientes, o bien, se ha requerido agregar
otras figuras que garanticen el adecuado funcionamiento
del Estado, evitando la concentración de poder.

Como se advierte, en la desconcentración y en la
descentralización existen grados diferentes de independencia
o autonomía en relación con la administración centralizada,
pero siguen formando parte o coordinados por el Poder
Ejecutivo.

d) Órganos constitucionales autónomos

Finalmente, como una nueva forma de distribuir el poder
público, surgen los órganos constitucionales autónomos,
abandonando la estructura del Poder Ejecutivo, incluso
adquiriendo independencia del resto de los poderes
tradicionales, es decir, el Legislativo y el Judicial. Dichos
órganos en algún momento formaron parte de la

administración pública del Estado, tal es el caso del Banco
de México y del Instituto Nacional Electoral.

En cuanto a las características de los órganos
constitucionales autónomos, autores como Jaime Cárdenas
Gracia, Marco Antonio Contreras Minero, Gerardo
Acuayte, entre otros, remiten a las características aportadas
por el español Manuel García-Pelayo, quien al analizar el
status del Tribunal Constitucional español, refiere que este
tipo de órganos autónomos constitucionales, cuentan con
las siguientes características: 1) configuración inmediata
por la Constitución; 2) son componentes fundamentales de
la estructura constitucional; 3) Participan en la dirección
política del Estado y 4) tienen paridad de rango y
relaciones de coordinación con otros órganos del Estado.

Jaime Cárdenas agrega algunas otras características como
son: inmediatez, esencialidad, participación técnica de los
mismos en la dirección política, autogobierno, autonomía,
independencia funcional, integración, estatuto de los
titulares, apoliticidad e inmunidades de los titulares.

Por su parte, Gerardo Acuayte señala como características:
la personalidad jurídica y el patrimonio propio, la
autonomía presupuestaria, técnica y de gestión, existencia
de coordinación entre ellos.15

A propósito del tema, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha emitido las tesis P./J. 20/200716 y P./J. 12/2008,17

con los rubros Órganos constitucionales autónomos. notas
distintivas y características y Órganos constitucionales
autónomos. sus características. Así, la primera tesis
establece:

El tribunal en pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación respecto de los órganos constitucionales
autónomos ha sostenido que: 1. Surgen bajo una idea de
equilibrio constitucional basada en los controles de poder,
evolucionando así la teoría tradicional de la división de
poderes dejándose de concebir la organización del Estado
derivada de los tres tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y
Judicial) que, sin perder su esencia, debe considerarse
como una distribución de funciones o competencias,
haciendo más eficaz el desarrollo de las actividades
encomendadas al Estado. 2. Se establecieron en los textos
constitucionales, dotándolos de garantías de actuación e
independencia en su estructura orgánica para que
alcancen los fines para los que fueron creados, es decir, para
que ejerzan una función propia del Estado que por su
especialización e importancia social requería autonomía de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice 55



Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados56

los clásicos poderes del Estado. 3. La creación de este tipo
de órganos no altera o destruye la teoría tradicional de
la división de poderes, pues la circunstancia de que los
referidos órganos guarden autonomía e independencia de
los poderes primarios no significa que no formen parte del
Estado mexicano, pues su misión principal radica en
atender necesidades torales tanto del Estado como de la
sociedad en general, formándose como nuevos organismos
que se encuentran a la par de los órganos tradicionales.

Como se aprecia, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha abordado las características que particularizan a
los órganos constitucionales autónomos, señalando que son
creados como una especie de equilibrio constitucional,
dando paso a la evolución de la teoría tradicional de la
división de poderes; se encuentran regulados en los textos
constitucionales; cuentan con actuación e independencia
en su estructura orgánica; ejercen funciones propias del
Estado, formando parte de éste; y atienden necesidades
torales del Estado y de la sociedad en general.

Por ello consideramos necesario modificar el esquema de
operación de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, con
la finalidad de que pase de ser un órgano regulador
coordinado en materia energética, dependiente del Poder
Ejecutivo Federal, a transformarse en un órgano
constitucional autónomo que pueda ejercer de forma
independiente el objeto para el que fue creado, sus
funciones, presupuesto, decisiones, etcétera.

Lo anterior, a fin de que, en la realización de sus funciones,
actúe bajo plena independencia y autonomía del resto de
los poderes del Estado, en razón de la importancia que
tiene su encomienda constitucional, pues debemos tener
presente que es precisamente la existencia de órganos
constitucionales autónomos la que posibilita un mejor
equilibrio de los poderes que se ejercen en el Estado.

e) ¿Qué se entiende por autonomía?

Para Eduardo García Máynez, la autonomía es la facultad
que las organizaciones políticas tienen de darse a sí mismas
sus leyes y de actuar de acuerdo con ellas. José Boquera
indica que la autonomía puede ser la libertad de
organizarse para actuar libremente en el cumplimiento de
fines, sin que se interfiera en la organización o actividad.18

En palabras de Filiberto Ugalde, la autonomía es la
posibilidad para los entes de regir su vida interior mediante
normas y órganos propios, sin vulnerar el texto legal. Es

una especie de descentralización de funciones en un grado
extremo, no sólo de la administración pública, sino de los
poderes del Estado, con el propósito de evitar cualquier
injerencia que pudiera afectar el adecuado funcionamiento
del órgano.19

En conclusión, al hablar de la autonomía constitucional
que tiene un órgano, nos referimos a la posibilidad que
tiene dicho ente, para actuar, de acuerdo a su criterio, bajo
una independencia que le permita ejercer su actuación y las
funciones para las que fue creado, pero sin olvidar que esa
autonomía, no lo deslinda de la estructura del Estado.

Analizando los argumentos anteriores, se observa que las
causas de creación de los órganos constitucionales
autónomos son, la limitación al sistema presidencial, el
enfrentamiento de la partidocracia, la necesidad de que
existan entes altamente especializados para el desarrollo de
ciertas funciones propias del Estado, y la desconfianza por
parte de la sociedad en su gobierno.

f) Autonomía e independencia funcional y financiera

Ahora bien, es imperante señalar las características
distintivas de los órganos constitucionales autónomos,
como lo es su autonomía, independencia funcional y
financiera, este último siendo de la más alta relevancia para
que así el órgano autónomo pueda cumplir eficientemente
su encomienda.

Sin lugar a duda, el control presupuestario que ejerce la
Cámara de Diputados al determinar el Presupuesto de
Egresos de la Federación anualmente, limita la actuación y
el funcionamiento de los órganos constitucionales
autónomos, y en consecuencia, ante la falta del
presupuesto, obstaculiza en cierto grado el objeto para el
cual fueron creados.

En ese sentido, debe garantizarse un mínimo autonomía
financiera o previsión económica a favor del órgano
constitucional, al no estar incorporado dentro de los tres
poderes de la unión, siendo importante para que se
preserve el ejercicio óptimo de sus funciones, de tal forma
que los órganos constitucionales autónomos no se
encuentren subordinados a ninguna decisión externa y
puedan realizar el desempeño de sus obligaciones en total
autonomía.

Respecto a su presupuesto, para el año en curso se le otorgó
la cantidad de 219 797 597;20 en 2020 el correspondiente



a 219 761 549;21 para 2019 se le asignaron 214 933 908;22

en 2018, 296 932 814;23 para 2017, 290 011 903;24 y en
2016, 319 999 985.25

Como se observa, el presupuesto más alto que se asignó a
este ente público durante el periodo referido fue el
correspondiente a 2016, por 319 millones 999 pesos 985.

II. Marco normativo de la Comisión Nacional de
Hidrocarburos

Mediante la reforma energética del 20 de diciembre de
2013,26 el marco normativo del sector energético en
México cambió de manera importante, pues dicha reforma
presentaba nuevos formas de interacción en el modelo
energético nacional y en las leyes secundarias que lo
acompañan, con ello nació un nuevo arreglo institucional
de los órganos reguladores del sector, otorgando una nueva
naturaleza jurídica a la Comisión Nacional de
Hidrocarburos y a la Comisión Reguladora de Energía, así
como la creación de la Agencia de Seguridad, Energía y
Ambiente.27

La reforma constitucional se materializó con la
modificación a los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución
General y a diversas leyes, al igual que dio pauta para la
expedición de nuevos cuerpos normativos que, en su
conjunto, integran un paquete de regulación secundaria.

Mediante la citada reforma, en el párrafo octavo del
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se establece que el Poder Ejecutivo
contará con los órganos reguladores coordinados en
materia energética, es decir, a la Comisión Nacional de
Hidrocarburos y a la Comisión Reguladora de Energía.

El artículo décimo transitorio establece que la Secretaría de
Energía es la encargada de establecer, conducir y coordinar
la política energética, y con asistencia de la Comisión
Nacional de Hidrocarburos, hará la adjudicación de
asignaciones y la selección de áreas que podrán ser objeto
de los contratos a que se refiere el párrafo séptimo del
artículo 27 de la Constitución.

El artículo duodécimo transitorio del mismo decreto
dispone que la Comisión Nacional de Hidrocarburos y la
Comisión Reguladora de Energía se convierten en órganos
reguladores coordinados en la materia, con personalidad
jurídica propia, autonomía técnica y de gestión, y que

podrán disponer de los ingresos derivados de las
contribuciones y aprovechamientos que la ley establezca
por sus servicios en la emisión y administración de los
permisos, autorizaciones, asignaciones y contratos.

La Comisión Nacional de Hidrocarburos opera con una
normatividad compleja regida por diversas leyes federales,
así como su reglamento interior. Entre las leyes federales
se destacan

• Ley de los Órganos Reguladores Coordinados del
Sector Energético;

• Ley de Hidrocarburos; y

• Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Entre los instrumentos normativos vinculados con esta
reforma, destaca la Ley de los Órganos Reguladores
Coordinados del Sector Energético28 (reglamentaria del
párrafo octavo del artículo 28 constitucional), publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 11 de agosto de 2014,
que se encarga de la organización, el funcionamiento y las
competencias de la Comisión Nacional de Hidrocarburos y
la Comisión Reguladora de Energía.

En dicha ley se establece que el objeto primordial de la
Comisión Nacional de Hidrocarburos es el estudio para
incrementar la seguridad energética del país, generar
mayores tasas de desarrollo económico y empleos, así
como aumentar los ingresos del Estado.

En síntesis, la Comisión Nacional de Hidrocarburos
garantiza los siguientes objetivos:

• Incrementar la seguridad energética del país;

• Aumentar la producción de petróleo y de gas natural;

• Alcanzar mayores tasas de restitución de reservas de
petróleo y gas;

• Detonar el dinamismo de la industria de la transfor-
mación de los hidrocarburos; y

• Fortalecer la red de transporte, almacenamiento y
distribución de hidrocarburos.29

Adicionalmente, tenemos la Ley de Hidrocarburos,30 re-
glamentaria de los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual
establece un marco jurídico que rige las actividades de
exploración y extracción de petróleo y gas, así como a la
industria de los hidrocarburos

En ella se consideran las implicaciones de las actividades
propias de este sector en materia de transparencia y
rendición de cuentas, uso y ocupación temporal de las
tierras, contenido nacional, impacto social, seguridad
industrial y protección al medio ambiente, entre otras.

III. Naturaleza jurídica y funcionamiento

Como se anticipaba, el párrafo octavo del artículo 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
establece que el Poder Ejecutivo contará con órganos
reguladores coordinados en materia energética,
denominados Comisión Nacional de Hidrocarburos y
Comisión Reguladora de Energía.

La Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en
Materia Energética señala que el Ejecutivo Federal ejercerá
sus facultades de regulación técnica y económica en
materia de electricidad e hidrocarburos, a través de los
Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética,
a fin de promover el desarrollo eficiente del sector
energético.

Con la expedición de la Ley de los Órganos Reguladores
Coordinados en Materia Energética, quedó establecido que
la Comisión cuenta con un Órgano de Gobierno integrado
por siete comisionados, incluido el presidente, cuyos
nombramientos corren a cargo del Senado, de entre las
ternas que envíe el titular del Ejecutivo federal, cuando se
deban cubrir las vacantes.31

Los artículos 38 y 39 de la Ley de los Órganos Reguladores
Coordinados en Materia Energética establecen que la
Comisión Nacional de Hidrocarburos deberá regular y
promover para un desarrollo eficiente de las siguientes
actividades:

1. Regular y supervisar el reconocimiento y la
exploración superficial, así como la exploración y la
extracción de hidrocarburos, incluyendo su recolección
desde los puntos de producción y hasta su integración al
sistema de transporte y almacenamiento;

2. Licitar y suscribir los contratos para la exploración y
extracción de hidrocarburos;

3. Administrar, en materia técnica, las asignaciones y
contratos para la exploración y extracción de
hidrocarburos;

4. Prestar asesoría técnica a la Secretaría de Energía;

5. Acelerar el desarrollo del conocimiento del potencial
petrolero del país;

6. Elevar el factor de recuperación y la obtención del
volumen máximo de petróleo crudo y de gas natural en
el largo plazo, en condiciones económicamente viables,
de pozos, campos y yacimientos abandonados, en
proceso de abandono y en explotación;

7. La reposición de las reservas de hidrocarburos, como
garantes de la seguridad energética de la nación y, a
partir de los recursos prospectivos, con base en la
tecnología disponible y conforme a la viabilidad
económica de los proyectos;

8. La utilización de la tecnología más adecuada para la
exploración y extracción de hidrocarburos, en función de
los resultados productivos y económicos;

9. Asegurar que los procesos administrativos a su cargo,
respecto de las actividades de exploración y extracción
de hidrocarburos, se realicen con apego a los principios
de transparencia, honradez, certeza, legalidad,
objetividad, imparcialidad, eficacia y eficiencia;

10. Promover el desarrollo de las actividades de
exploración y extracción de hidrocarburos en beneficio
del país; y

11. Procurar el aprovechamiento del gas natural
asociado en las actividades de exploración y extracción
de hidrocarburos.

IV. Panorama internacional

El modelo energético del Estado ha permitido captar
nuevas inversiones nacionales y extranjeras en el sector, lo
mismo conlleva a obligaciones y responsabilidades
inherentes a los contratos de licitación o convenios
internacionales, que se han contraído en la materia.

En términos de lo previsto en el T-MEC, existe la
obligación para nuestro país de fortalecer las regulaciones
en materia de hidrocarburos, por lo cual se vuelve



necesario garantizar la certeza y seguridad jurídica de las
inversiones que lleven a cabo los particulares nacionales
como extranjeros, así como velar por la protección y
propiedad inalienable e imprescriptible de todos los
hidrocarburos del territorio nacional.

De igual manera, el 30 de noviembre de 1993 México
adoptó el Convenio Internacional Sobre Cooperación,
Preparación y Lucha Contra la Contaminación por
Hidrocarburos32 1990, siendo como objetivo y prioridad
del desarrollo de la Comisión Nacional de Hidrocarburos el
ramo en materia de medio ambiente y energía.

Adicionalmente se deben valorar los Convenios
Internacionales y Acuerdos entre Estados o particulares
que ha firmado Petróleos Mexicanos, y que de igual
manera son de competencia de la Comisión Nacional de
Hidrocarburos. Algunos de ellos son, el Acuerdo entre los
Estados Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de
América Relativo a los Yacimientos Transfronterizos de
Hidrocarburos en el Golfo de México, el Convenio
Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el
Mar y el Convenio Internacional para Prevenir la
Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos,
entre muchos otros.33

Con la implementación de la reforma constitucional en
materia energética, se advirtió la necesidad de que los
órganos reguladores contaran con un eficiente sistema de
coordinación entre ellos y que su estructura les permitiera
llevar a cabo las atribuciones que les fueron encomendadas.

Esto fue señalado por la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económicos, que en enero de 2017 publicó
el estudio La gobernanza de los reguladores. Impulsando
el desempeño de los órganos reguladores en materia
energética de México,34 donde se apunta que el andamiaje
regulatorio del sector energético mexicano es un sistema
interconectado de reguladores, cuya coordinación es
indispensable para cumplir con su mandato de ley.

En ese mismo sentido, el estudio de la Agencia
Internacional de Energía “Políticas energéticas más allá de
los países de la AIE: México 2017”,35 señala que el
gobierno mexicano debe continuar implantando la reforma
energética, teniendo en cuenta la capacidad de los
reguladores para adaptarse al nuevo sistema, mismo que
debe definir mejor su enfoque de seguridad energética,
delimitando claramente las diferentes funciones del
gobierno, los reguladores y la industria.

El estudio menciona que el gobierno mexicano debe
asegurar los recursos y la capacidad de los órganos de
regulación en materia energética, en específico, la
necesidad de que el Estado garantice que dichos órganos
cuenten con los recursos acordes para el cumplimiento de
su mandato.

Por tanto, las necesidades concretas de la Comisión
Nacional de Hidrocarburos nos llevan a impulsarle un
mayor grado de certidumbre jurídica, técnica y
especializada en el mercado, adquiriendo autonomía
funcional y financiera, y robusteciendo así su
independencia del poder político para el ejercicio pleno de
sus facultades y para garantizar sus derechos.

V. Justificación y propósito de la iniciativa

La presente iniciativa se sustenta en tres ejes principales, a
saber: 1) otorgar autonomía e independencia en el ejercicio
de sus funciones y atribuciones a la Comisión Nacional de
Hidrocarburos; 2) evitar que el Ejecutivo incida en el
nombramiento de los titulares de dichos órgano regulador,
y 3) establecer un procedimiento de elección de los
consejeros integrantes del Consejo de Administración que
garantice la autonomía de la Comisión Nacional de
Hidrocarburos, la capacidad técnica de sus integrantes y la
independencia en relación con el resto de los poderes del
Estado.

Como se ha referido, los órganos constitucionales
autónomos son fundamentales en la construcción de la
democracia en un estado de derecho, estamos de acuerdo
con los expertos en cuanto a que estos órganos deben ser
realmente independientes, proactivos, transparentes,
responsables y un ejemplo de rendición de cuentas.

Las autonomías funcional y financiera son fundamentales
para garantizar la independencia de los órganos
constitucionales autónomos respecto de los poderes
tradicionales del Estado, es decir, el Ejecutivo, Legislativo
y Judicial.

Hacemos énfasis en lo relativo al presupuesto, puesto que
como se ha señalado, garantizarlo plenamente resulta
necesario, para que el órgano constitucional autónomo no
esté constantemente sometido al asedio del poder público o
privado.

Sumando a lo anterior, evitar que el Ejecutivo federal
intervenga en el nombramiento de los titulares de los órganos
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constitucionales autónomos, permitirá que las funciones que
realicen éstos, sean realmente objetivas e imparciales,
coadyuvando a controlar el ejercicio del poder, porque el hecho
de que sea el Ejecutivo quien los nombre, desvirtúa su
independencia y su autonomía, ya que cuando un titular entre
en funciones, podría no actuar acorde a los principios
institucionales que establezca el órgano, pues se sentiría en
“deuda”, con quien lo designó.

Es en tanto que, actualmente la naturaleza jurídica actual
de la Comisión Nacional de Hidrocarburos se establece
como un órgano regulador coordinado en materia
energética, no reviste de ser un órgano descentralizado,
desconcentrado, ni adscrito a alguna secretaría del Estado,
solamente se encuentra subordinado a la decisión del Poder
Ejecutivo.

Por lo anterior, el propósito de la presente iniciativa es
incorporar en el texto constitucional las normas necesarias
para garantizar la autonomía constitucional de la Comisión
Nacional de Hidrocarburos otorgándole independencia
técnica funcional y financiera, modificando el esquema de
nombramiento de sus integrantes y su relación con el poder
público.

VI. Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa propone reformar el párrafo octavo,
así como adicionar el párrafo noveno, los incisos a) al c),
el párrafo décimo y décimo primero, todos del artículo 28
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos a fin de otorgar autonomía constitucional a la
Comisión Nacional de Hidrocarburos.

Lo anterior, con objeto de establecer en la Constitución que
la Comisión Nacional de Hidrocarburos ejercerá sus
funciones y atribuciones con autonomía plena, técnica,
orgánica, presupuestaria, normativa y de funcionamiento,
para el cumplimiento de las políticas públicas que por
mandato de ley le han sido encomendadas, en razón de su
competencia.

Adicionalmente, se propone regular la designación de su
Consejo de Administración mediante un procedimiento en
el que participe un Comité de Evaluación integrado por
expertos en la materia y sin la intervención del Ejecutivo
Federal.

Para garantizar la suficiencia presupuestal, proponemos un
porcentaje fijo mínimo para la asignación de su

presupuesto, que derive del total del Presupuesto de
Egresos de la Federación, y que hemos calculado tomando
en consideración el más elevado durante los años
comprendidos de 2016 a 2020, el cual fue el
correspondiente a 2016, por 319 millones 999 mil 985
pesos, de un total de 4 763 874 000 000. Así, el porcentaje
asciende a 0.006.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propone, se
presenta la siguiente tabla comparativa en la que se aprecia
en la primera columna el texto vigente de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la segunda
columna la propuesta de adición resaltada en negritas:



Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del artículo 28 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos en materia energética,
con objeto de dotar de autonomía constitucional a la
Comisión Nacional de Hidrocarburos

Único. Se reforma el párrafo octavo y se adicionan los
párrafos noveno y décimo, los incisos a) al c), el décimo
primero y décimo segundo, y se recorren los párrafos
subsecuentes, del artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 28. …

…

…

…

…

…

…

El Estado contará con un órgano autónomo
especializado, imparcial, con personalidad jurídica y
patrimonio propio denominado Comisión Nacional de
Hidrocarburos, el cual ejercerá sus funciones y
atribuciones con autonomía plena, técnica, orgánica,
presupuestaria, normativa y de funcionamiento, para el
cumplimiento de las políticas públicas que por mandato
de ley le han sido encomendadas, en razón de su
competencia.

La Comisión Nacional de Hidrocarburos tendrá por
objeto regular, supervisar, licitar y suscribir la
exploración y extracción de hidrocarburos, para
detonar el potencial petrolero del país.

La Comisión Nacional de Hidrocarburos estará a cargo
de un Consejo de Administración, integrado por cinco
consejeros independientes electos por un periodo de
siete años, cuya designación será hecha por la Cámara
de Senadores, con el voto de las dos terceras partes de
los miembros; bajo el siguiente procedimiento:

a) La Cámara de Senadores emitirá el acuerdo para
la elección de los integrantes del Consejo de
Administración, que contendrá la convocatoria
pública, las etapas completas para el procedimiento,
sus fechas límites y plazos improrrogables, así como
el proceso para la designación de un comité técnico
de evaluación, integrado por siete personas de
reconocido prestigio, de las cuales tres serán
nombradas por el órgano de dirección política de la
Cámara de Senadores, dos por la Comisión Federal
de Competencia Económica y dos por la Comisión
Reguladora de Energía.
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b) El comité recibirá la lista completa de los aspirantes
que concurran a la convocatoria pública, evaluará el
cumplimiento de los requisitos constitucionales y
legales, así como su idoneidad para desempeñar el
cargo; seleccionará a los mejor evaluados en una
proporción de cinco personas por el cargo vacante, y
remitirá la relación correspondiente al órgano de
dirección política de la Cámara de Senadores;

c)El órgano de dirección política impulsará la
construcción de los acuerdos para la elección de los
consejeros, a fin de que una vez realizada la votación
por este órgano en los términos de la ley, se remita al
Pleno de la Cámara de Senadores, la propuesta con
las designaciones correspondientes. 

El nombramiento del Consejero Presidente de la
Comisión Nacional de Hidrocarburos, deberá recaer en
una persona que se haya distinguido por su
honorabilidad, imparcialidad, competencia técnica y
antecedentes profesionales en la materia de la función
que se pretende ocupar.

Para garantizar la suficiencia en la gestión presupuestal
de este órgano autónomo, en ningún caso, el
presupuesto que se le asigne será menor de 0.006 por
ciento del total del Presupuesto de Egresos de la
Federación que corresponda.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se abroga la Ley de los Órganos Reguladores
Coordinados en Materia Energética, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 11 de agosto de 2014.

Tercero. El Congreso de la Unión tendrá un plazo de
ciento ochenta días para realizar las adecuaciones
necesarias al marco jurídico conforme al presente Decreto
y deberá expedir la Ley Orgánica de la Comisión Nacional
de Hidrocarburos, la cual tendrá por objeto regular su
organización, funcionamiento y competencia.

La integración de la Comisión Nacional de Hidrocarburos,
como órgano autónomo, deberá llevarse a cabo a más

tardar treinta días naturales posteriores al inicio de la
vigencia de la Ley Orgánica a que se hace referencia en el
párrafo anterior.

Cuarto. La normatividad y regulación emitida por la
Comisión Nacional de Hidrocarburos, con anterioridad a la
entrada en vigor del presente Decreto, que no se oponga a
lo dispuesto en éste, continuará vigente, sin perjuicio de
que pueda ser adecuada, modificada o sustituida, en
términos de las disposiciones de este Decreto y de la Ley
Orgánica de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, que
expida el Congreso de la Unión, de conformidad con el
artículo anterior.

Quinto. El Senado de la República contará con un plazo de
treinta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor
de la Ley Orgánica a que se hace referencia en el transitorio
tercero, para llevar a cabo el nombramiento de los integrantes
del Consejo de Administración del órgano autónomo
denominado Comisión Nacional de Hidrocarburos.

Sexto. En tanto se integra la Comisión Nacional de
Hidrocarburos, como un órgano autónomo, ésta continuará
en sus funciones conforme al marco jurídico vigente.

Séptimo. Los recursos humanos, financieros y materiales
del órgano regulador en materia de energía pasarán al
órgano constitucional que se crea por virtud de este
Decreto.

Los procedimientos iniciados con anterioridad a la
integración de la Comisión Nacional de Hidrocarburos
como órgano autónomo continuarán su trámite ante el
órgano regulador en materia de energía, en términos de la
legislación aplicable al momento de su inicio.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Claudia Pastor Badilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL
SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL

APARTADO B) DEL ARTÍCULO 123
CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que adiciona y reforma diversas disposiciones de
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitu-
cional, en materia de prohibición de la subcontratación en el
sector gubernamental, a cargo de la diputada Margarita
García García, del Grupo Parlamentario del PT

Con fundamento en lo establecido en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 6o., numeral 1, fracción 1, 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración del pleno de la honorable Cámara de
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Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona y reforma la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, que prohíbe
la subcontratación en el sector gobierno, al tenor de la
siguiente

Exposición de motivos

El outsorucing es una práctica contraria a los principios y
derecho de los trabajadores. Ya que fomenta la
discriminación, simula una relación laboral, precariza el
empleo, trasgrede el derecho a la libre sindicación, permite
el abuso fiscal y laboral, así como la elusión y evasión
fiscal, así como la creación de empresas fantasmas o
virtuales.

La subcontratación u outsourcing permite que se paguen
bajos salarios, no da garantías laborales, ni seguridad
social, además de las prestaciones mínimas que marca la
ley como vacaciones, aguinaldo, utilidades, etc.

Cifras del Coneval, de 2018 demostraron que de 2003 a
2008 la modalidad de outsourcing creció 14.3 por ciento
anualmente mientras que de 2008 a2013 el crecimiento fue
del 5.5 por ciento, para el término del año 2018 más de 5
millones de personas en México estaba contratada bajo la
modalidad de outsourcing, calculado que del 100 por
ciento de las empresas con estas prácticas el 40 por ciento
pagan impuestos y el 60 por ciento tiene alguna modalidad
de evasión de impuestos, de estas solo el 10 por ciento de
los trabajadores pagan impuestos, los demás no ya que se
encuentran registrados con un salario diferente al que
recibe.

La evasión fiscal por estas empresas es muy grande y
dañan las finanzas del país, por ejemplo para 2018 la
evasión por este esquema fue de 470 millones de pesos,
con afectaciones al fisco y a los trabajadores por firmas
simuladoras se estima en 277 mil millones de pesos.

Se hace mención que los estados en donde existen mayor
número de trabajadores subcontratados son en Ciudad de
México con 22.3 por ciento, estado de México con 9.6 por
ciento, Nuevo León con 8.1 por ciento, Jalisco 7.1 por
ciento y Guanajuato 4.1 por ciento.

Este modelo también se usa para evitar cuotas al IMSS y al
Infonavit, el SAT identifico que estas empresas también
son factureras, ya que entre 8 y 9 millones de facturas son

de operaciones falsas, por lo que hubo una defraudación
fiscal de 354 mil millones de pesos.

Como se puede observar el outsourcing o subcontratación
es una práctica que no solo daña los derechos de los
trabajadores, sino que también hace un gran daño al erario
público, por lo que mantener este esquema laboral no es
conveniente ni para la sociedad ni para el gobierno.

Considerandos

Desgraciadamente el gobierno es uno de los principales
solicitantes de empresas de subcontratación, en donde
estos contratos con estas empresas muchas veces están
vinculados a actos de corrupción o de facturación falsa, de
igual manera se acostumbra a dar estos contratos a
empresas de familiares o de amigos de funcionarios de
gobierno.

Se tienen datos en donde entre el año 2019 y 2020 se
adjudicaron 955 contratos a empresas outsourcing por un
monto de 6,103 millones de pesos, el 4 de diciembre de
2020 en el periódico El Economista, se hizo público las 10
principales oficinas de gobierno que contrata empresas de
tercerización de personal, la mayor parte de ellas son las
involucradas en el área de recursos materiales, a saber:

La subcontratación se reguló en la Ley Federal del Trabajo
en 2012, sin embargo, un mal uso de este esquema ha
puesto en cuestionamiento el desaparecer este esquema
también de la ley de los trabajadores regulados por el
apartado A.

Actualmente se encuentra el debate si eliminar la
subcontratación o regularlo en el sector privado, sin
embrago, en el sector público o de gobierno, no podemos
permitir que estas prácticas se sigan dando, sobre todo para
la realización de trabajos que se consideran necesarios para
que los organismos sigan realizando sus labores, como es
el caso de las empresas de limpieza, en donde el gobierno
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acostumbra a contratar una empresa que haga esta labor en
lugar de contratar personal para hacerlo.

Tenemos un ejemplo muy claro que fue el de la Cámara de
Diputados que en el año 2020 termino con la
subcontratación del personal de limpieza en donde se
contrató de manera directa a las personas, en donde se
vieron beneficiados de muchas maneras, su salario subió a
más del doble, tienen prestaciones de ley y no se sienten
discriminados en el trato hacia ellos.

El propósito principal de esta iniciativa es prohibir y
eliminar la subcontratación de personal en las instituciones
y organismos gubernamentales, para que en su lugar se
puedan crear empleos mejor pagados y que gocen de todas
las prestaciones laborales que establecen la ley, ya que este
es un compromiso de la 4T, mencionadas en la Estrategia
Nacional de Seguridad Pública, en su objetivo número 2,
que habla de garantizar empleo, educación, salud y
bienestar, además de ser parte de la política social.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de
este pleno, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que por el que se reforma la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, que prohíbe
la subcontratación en el sector gobierno.

Decreto por el que se adicionan y reforman diversas
disposiciones a la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado.

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 2 y
reforma el artículo 3 de la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del
Artículo 123 Constitucional.

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional 

Artículo 2o.- …

Queda prohibida la intermediación y la subcontratación
de personal en los tres poderes de la Unión y Organismos
Públicos Autónomos.

Artículo 3o.- Trabajador es toda persona que preste un
servicio físico, intelectual o de ambos géneros, en virtud de
nombramiento expedido o por figurar en las listas de raya
de los trabajadores temporales, la subcontratación de
personal será prohibida en el los tres Poderes de la
Unión, así como en organismos públicos autónomos.

Transitorios 

Único. La presente reforma entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Bibliografía

- Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional

- Ley Federal del Trabajo

- Zavala Mendoza, Sergio G. La subcontratación en el gobierno federal,
(El Economista, 2 de diciembre de 2020)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.—
Diputada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma el artículo 57 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano
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El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma la fracción VII del artículo 57
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La pandemia derivada de la enfermedad por el virus
SARS-Cov-2 (covid-19) ha tenido un impacto negativo no
sólo en la salud, sino a nivel económico y social. Sin
embargo, uno de los sectores fuertemente dañados es el de
niñas y niños que han perdido a uno e incluso a ambos
padres debido a la enfermedad y quedan sin el sustento
emocional y económico para continuar con su educación y
desarrollo personal.

Tan sólo en la Ciudad de México se informó que la
pandemia de covid-19 ha dejado un saldo de 2 mil 731
niñas y niños huérfanos en la urbe,1 lo cual significa que
las autoridades deben buscar las estrategias que permitan a
dichas niñas y niños continuar con su educación y así tener
la posibilidad de mejorar su situación en un futuro.

Si bien no se tienen datos específicos sobre la cantidad de
niñas, niños y jóvenes que han perdido a sus padres como
consecuencia de esta pandemia, si es posible tomar como
referencia la cifra oficial de la Secretaría de Salud que
reconoce 172 mil 557 muertes,2 entre las que posiblemente
se encuentre mujeres y hombres líderes de una familia que
no podrán otorgar su apoyo a las nuevas generaciones.

Uno de los principios de la educación en México,
contenido en el artículo 3o. constitucional, establece que
todas las niñas y niños tienen el mismo derecho de acceder
a una escuela de calidad. Es decir, que el Estado debe
buscar la forma de que todas las niñas y niños tengan la
posibilidad de acceder a educación de calidad, sin importar
su nivel socioeconómico.

Este artículo se complementa con el artículo 57 la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
en la que se enuncia:

“Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una
educación de calidad que contribuya al conocimiento de
sus propios derechos y, basada en un enfoque de derechos
humanos y de igualdad sustantiva, que garantice el respeto
a su dignidad humana; el desarrollo armónico de sus
potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto a los
derechos humanos y a las libertades fundamentales, en los
términos del artículo 3o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación
y demás disposiciones aplicables.

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y
custodia, tendrán derecho a intervenir en la educación que
habrá de darse a niñas, niños y adolescentes, en términos
de lo previsto por el artículo 103 de esta ley.”

En la fracción VII se considera que las autoridades
federales y locales deben coordinarse para diseñar
estrategias que garanticen el acceso a la educación en
distintas condiciones:

“Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias garantizarán la consecución de una
educación de calidad y la igualdad sustantiva en el
acceso y permanencia en la misma, para lo cual
deberán:

VII. Establecer acciones afirmativas para garantizar el
derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes de
grupos y regiones con mayor rezago educativo,
dispersos o que enfrentan situaciones de vulnerabilidad
por circunstancias específicas de carácter socioeco-
nómico, físico, mental, de identidad cultural, origen
étnico o nacional, situación migratoria o bien,
relacionadas con aspectos de género, preferencia sexual,
creencias religiosas o prácticas culturales…”

Pese a que en ambos artículos se contempla la igualdad de
oportunidades para niñas, niños y adolescentes, existe una
condición que se ha presentado con la situación de la
pandemia y que no se contempla dentro de las condiciones
en las que se debe garantizar la educación.

A partir de la preocupación social por brindar un apoyo a
niñas, niños y jóvenes que han perdido al padre o tutor del
que dependían económicamente, se propone modificar la
fracción VII del artículo 57 a fin de que las autoridades
educativas establezcan como una de sus funciones, el
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diseño de programas de becas que permitan seguir
estudiando a quienes hayan perdido a su madre, padre o
tutor:

La presente iniciativa tiene por objetivo que se considere el
caso de niñas, niños y adolescentes que perdieron a uno o
ambos padres como una situación de vulnerabilidad y que,
de esta forma, las autoridades federales y locales diseñen
programas de apoyo para garantizar que, a pesar de las
condiciones económicas adversas, la niña, niño o joven
tendrá garantizado el acceso a la educación básica.

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta
honorable Cámara la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción VII del artículo 57 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Artículo Único. Se reforma la fracción VII del artículo 57
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 57.

[…]

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas

competencias garantizarán la consecución de una
educación de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso
y permanencia en la misma, para lo cual deberán:

I. a VI. …

VII. Establecer acciones afirmativas para garantizar el
derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes de
grupos y regiones con mayor rezago educativo,
dispersos o que enfrentan situaciones de vulnerabilidad
por circunstancias específicas de carácter
socioeconómico, físico, mental, de identidad cultural,
origen étnico o nacional, por muerte de uno o ambos
padres, situación migratoria o bien, relacionadas con
aspectos de género, preferencia sexual, creencias
religiosas o prácticas culturales;

VIII. a XXII. …

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Los congresos locales deberán
considerar los cambios en sus respectivas legislaciones, a
más tardar 365 días después de la entrada en vigor del
presente.

Notas

1 El Economista, La Pandemia de covid-19 ha dejado 2,731 huérfanos
en la Ciudad de México, disponible en 

https://www.eleconomista.com.mx/estados/La-pandemia-de-
covid-19-ha-dejado-a-2731-huerfanos-en-la-Ciudad-de-Mexico-
DIF-20201126-0065.html, consultado en febrero 2021.

2 Milenio, México suma 172 mil 557 muertes y un millón 978 mil 954
casos de coronavirus, disponible en:

https://www.milenio.com/politica/cifras-12-febrero-mexico-suma-
172-mil-557-muertes-coronavirus, consultado en febrero del 2021.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputado
Higinio del Toro Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y
Adolescencia, para dictamen.
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LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

«Iniciativa que adiciona el artículo 8o. Bis a la Ley para el
Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresa, a cargo de la diputada Olga Patricia
Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario del PES

Olga Patricia Sosa Ruiz, diputada integrante de la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, del Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 3, 4 y 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 77, 78 y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 8 Bis
a la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

Mientras la expansión de covid-19 continúa por México y
el mundo, uno de los aspectos que más preocupa es el
impacto económico de la enfermedad, tan es así que el
impacto súbito y generalizado de la pandemia del
coronavirus y las medidas de suspensión de las actividades
que se adoptaron para contenerla han ocasionado una
drástica contracción de la economía local, nacional y
mundial.

Aunque la economía mundial está creciendo de nuevo tras
una contracción de 4.3 por ciento en 2020, la pandemia ha
causado un gran número de muertes y ha propiciado
diversas enfermedades, es una enfermedad de múltiples
impactos, ha sumido a millones de personas en la pobreza
y puede deprimir la actividad económica y los ingresos
durante un periodo prolongado.1

Para mitigar los efectos económicos que está provocando
la pandemia algunos países han aplicado medidas
excepcionales.

El Banco Central de Honduras acordó reducir la tasa de
política monetaria y reducir tasas de interés. En El
Salvador se determinó suspender por tres meses los pagos
de servicios como: energía eléctrica, agua potable,
televisión por cable, internet y telefonía y congelar los

créditos hipotecarios, préstamos personales, tarjetas de
crédito, emprendimientos y capital de trabajo. En Costa
Rica los bancos públicos y privados aplicarán la directriz
presidencial que los insta a disminuir tasas de interés,
extender plazos de crédito y prorrogar pagos.

En México, para hacer frente a esta pandemia se han
adoptado diversas medidas, entre ellas; entre otras, el 30 de
marzo de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación (DOF) el acuerdo por el que se declara como
emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la
epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-Cov-
2 (covid-19)2 por el Consejo de Salubridad General,
señalando que la Secretaría de Salud determinaría todas las
acciones que resulten necesarias para atender dicha
emergencia.

La Secretaría de Salud el 31 de marzo de 2020 publicó en
el DOF, el Acuerdo por el que se establecen acciones
extraordinarias para atender la emergencia sanitaria
generada por el virus SARS-Cov-2,3 mediante este
acuerdo se ordenó la suspensión inmediata, del 30 de
marzo al 30 de abril de 2020, de las actividades no
esenciales.

A través de diversos acuerdos se fue modificando la
suspensión de actividades no esenciales para ampliarla a
otros periodos.

El 14 de mayo de 2020 el secretario de Salud publicó un
acuerdo por el que se establece una estrategia para la
reapertura de las actividades sociales, educativas y
económicas, así como un sistema de semáforo por regiones
para evaluar semanalmente el riesgo epidemiológico
relacionado con la reapertura de actividades en cada
entidad federativa, así como se establecen acciones
extraordinarias.

El Semáforo de riesgo epidemiológico para transitar hacia
una nueva normalidad, es un sistema de monitoreo para la
regulación del uso del espacio público de acuerdo con el
riesgo de contagio de covid-19. 

Este semáforo es estatal y está compuesto por cuatro
colores:

Rojo: Se permitirán únicamente las actividades
económicas esenciales, asimismo se permitirá también que
las personas puedan salir a caminar alrededor de sus
domicilios durante el día.
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Naranja: Además de las actividades económicas esenciales,
se permitirá que las empresas de las actividades
económicas no esenciales trabajen con 30 por ciento del
personal para su funcionamiento, siempre tomando en
cuenta las medidas de cuidado máximo para las personas
con mayor riesgo de presentar un cuadro grave de covid-
19, se abrirán los espacios públicos abiertos con un aforo
(cantidad de personas) reducido.

Amarillo: Todas las actividades laborales están permitidas,
cuidando a las personas con mayor riesgo de presentar un
cuadro grave de covid-19. El espacio público abierto se
abre de forma regular, y los espacios públicos cerrados se
pueden abrir con aforo reducido. Como en otros colores del
semáforo, estas actividades deben realizarse con medidas
básicas de prevención y máximo cuidado a las personas
con mayor riesgo de presentar un cuadro grave de covid-
19.

Verde: Se permiten todas las actividades, incluidas las
escolares.4

Los colores del semáforo epidemiológico que permanecerán
hasta este 28 de febrero, donde Guerrero y Guanajuato son
las únicas entidades en rojo (riesgo máximo); Campeche,
Baja California, Sonora, Chihuahua, Sinaloa, Durango,
Tamaulipas y Tabasco en amarillo (riesgo medio); y sólo
Chiapas en verde (riesgo bajo).

En naranja (riesgo alto) se encuentran: Ciudad de México,
estado de México, Morelos, Tlaxcala, Puebla, Oaxaca,
Querétaro, Hidalgo, Michoacán, Colima, Jalisco, Nayarit,
Aguascalientes, San Luis Potosí, Coahuila, Nuevo León,
Baja California Sur, Veracruz, Yucatán, Zacatecas y
Quintana Roo.5

Conforme a este semáforo epidemiológico, las actividades
económicas se encuentran restringidas.

La disminución de las actividades no esenciales ha
afectado a diversas empresas pues comienzan a tener
problemas porque tienen que pagar sueldos e impuestos y
no están generando ingresos como antes de que se
presentara la pandemia.

Las pequeñas y medianas empresas, mejor conocidas como
Pymes, son empresas compuestas por un número reducido
de trabajadores, y con un moderado volumen de
facturación. Las pequeñas y medianas empresas cumplen
un importante papel en la economía de todos los países y

México no es la excepción. Según los Censos Económicos
reflejados por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), en el país hay 6 millones 373 mil 169
establecimientos, de los cuales 94.9 por ciento por ciento
son micronegocios; 4.9 por ciento son Pymes y 0.2 por
ciento son grandes empresas, es decir, que emplean a más
de 250 personas. Los micronegocios emplean a 4 de cada
10 personas ocupadas en el país.6 Tienen particular
importancia para la economía nacional, no sólo por sus
aportaciones a la producción y distribución de bienes y
servicios, sino también por su capacidad de cambiar
rápidamente su estructura productiva.

Las Pymes gracias a su gran potencial de generación de
empleos representan un excelente medio para impulsar el
desarrollo económico y una mejor distribución de la
riqueza. Las Pymes generan 72 por ciento de la fuerza
laboral y contribuyen en la producción de 52 por ciento del
producto interno bruto (PIB) del país.7

De acuerdo con una encuesta realizada por la Asociación
de Emprendedores de México (ASEM) hasta 77 por ciento
de los emprendimientos mexicanos podrían no sobrevivir a
la crisis económica causada por el coronavirus, sin
embargo, también las estadísticas revelan una recuperación
que puede permitir la estabilidad de la economía en sus
diversos niveles.

Por ello, las Mipymes tienen un gran reto: continuar
funcionando independientemente del curso de la economía
general e independientemente de las condiciones de salud
que, en el actual momento, tiene una expectativa positiva
en la reducción de los casos positivos de contagio por el
virus SARS-Cov-2. Por eso, el acceso a financiamientos
directos originados por el gobierno cumple un rol
fundamental.

El principal motivo para apoyar a las empresas es que éstas
no desaparezcan o se declaren en quiebra, pues si se
pierden los millones de empleos (36 millones 38 mil
empleos) que las Mipymes generan o desaparecen, cuando
salgamos de la pandemia, la capacidad productiva de la
economía mexicana va a estar severamente afectada.

Para hacer frente a esta situación, el gobierno federal,
como parte de su esquema de apoyo para el bienestar,
otorgó un millón de créditos a la palabra por 25 mil pesos
a micro y pequeñas empresas, este apoyo a pesar de su
genuina naturaleza benéfica será insuficiente para hacer
frente a la crisis causada por el virus, estos recursos apenas
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representan 0.1 por ciento del PIB.8 No obstante, sí han
resultado positivos para recuperar actividades y también,
para impulsar la reactivación de la economía. 

Adicionalmente, en el mes de febrero se empezaron a
registrar para su posterior dispersión 60 mil créditos de 25
mil pesos para negocios familiares, negocios encabezados
por jefas de familia y personas cumplidoras en el pago de
los créditos; otro esquema también positivo ha sido las
entregas de las tandas de bienestar con montos que van de
6 mil pesos y se incrementan hasta el tope de los 25 mil
pesos a pagar bajo mensualidades accesibles para la
población.

La economía mexicana requiere seguir impulsando y
protegiendo a las pequeñas y medianas empresas (pymes)
que son el verdadero motor del crecimiento y desarrollo.

Ningún país con una economía de mercado libre puede
vivir sin procurar el fortalecimiento de este tipo de
empresas que avanzan un escalón del autoempleo hacia el
empleo permanente en una secuencia económica más
completa que permite mayor generación de fuentes de
trabajo y crecimiento, así como más tributación al Estado.

Por su origen, evolución y necesidad de permanencia en el
tiempo, las pymes requieren de apoyo especial, en primer
lugar, por parte del Estado.9

A fin de que estas empresas puedan resistir la crisis
económica que estamos viviendo, es necesario que
reformemos la Ley para el Desarrollo de la Competitividad
de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa con el propósito
de que el otorgamiento de créditos no esté sujeto a un
programa sino a un plan que la ley establezca, por lo cual
se expone en el siguiente cuadro comparativo la reforma
que se plantea:

Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Por lo expuesto, y con base en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, quien suscribe somete a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 8 Bis a la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa

Artículo Único. Se adiciona un artículo 8 Bis a la Ley para
el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresa, para quedar como sigue:

“Artículo 8 Bis. Cuando se declare una emergencia
sanitaria y a consecuencia de ella las Mipymes
suspendan sus actividades, la Secretaría otorgará
créditos en condiciones preferenciales para su
financiamiento.”

Transitorio

Único. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

1 https://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2021/01/05/
global-economy-to-expand-by-4-percent-in-2021-vaccine-
deployment-and-investment-key-to-sustaining-the-recovery
#:~:text=Excluyendo%20a%20China%2C%20se%20prev%C3%A9,0
%2C9%20%25%20en%202020.

2 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590745&fecha=
30/03/2020#:~:text=Primero.,prevista%20en%20el%20numeral%20a
nterior.

3 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590914&fecha=
31/03/2020

4 https://coronavirus.gob.mx/semaforo/

5 https://www.infobae.com/america/mexico/2021/02/22/mapa-del-
coronavirus-en-mexico-22-de-febrero-ya-son-mas-de-180000-
muertes-y-hay-21-estados-en-semaforo-naranja/

6 https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/ce/2019/doc/pprd_
ce19.pdf 

7 https://www.ccpm.org.mx/avisos/22112010empresa.pdf
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8 https://expansion.mx/economia/2020/04/14/salvar-pymes-es-ur-
gente-para-mexico-jorge-a-castaneda

9 https://www.eleconomista.com.mx/opinion/Es-necesario-mayor-
impulso-a-las-pymes-20191001-0100.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Olga Patricia Sosa Ruiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y
Competitividad, para dictamen.

EXPIDE LA LEY DE AGRICULTURA FAMILIAR

«Iniciativa que expide la Ley de Agricultura Familiar, a
cargo del diputado Ismael Hernández Deras, del Grupo
Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Ismael Alfredo
Hernández Deras, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la Sexagésima
Tercera Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por la que se crea la Ley de Agricultura Familiar, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como principal objetivo
contribuir a la erradicación de problemas fundamentales
que aquejan a nuestro país, como lo son el hambre, la
malnutrición y el sobrepeso, así como contribuir a avanzar
en el logro de la seguridad y soberanía alimentaria de los
pueblos, principalmente de aquellos sectores que
históricamente han sido más vulnerados, como el campo
mexicano.

Son muchas las iniciativas que se presentan con el mismo
y loable objetivo: contribuir a la erradicación total del
hambre, no obstante la iniciativa que presentamos en esta
ocasión, considero que es de más amplio alcance, ya que
contribuirá de manera definitiva a la erradicación

definitiva de la referida problemática, ya que es a través de
la agricultura familiar que podemos lograr la producción de
alimentos saludables que garantizarán que el hambre, el
sobrepeso y los problemas de malnutrición sean
eliminados.

Constituye también, una iniciativa que trasciende las causas
y objetivos partidarios, porque no importa el partido político
de que se trate, la erradicación del hambre en nuestro país es
un tema que está contenido en todas las agendas políticas, es
un tema que congrega a todas y todos los actores políticos,
constituye una problemática que trasciende los intereses
partidarios y que nos une como legisladores y legisladoras a
favor de lograr dicho objetivo, para garantizar a nuestra
población, principalmente a los más desfavorecidos, que no
pasarán más hambre en sus vidas.

Como bien señala Eve Crowley,1 Representante Regional
Adjunta de la FAO para América Latina y el Caribe, en el
año 2050 la población mundial alcanzará una cifra de 9 mil
millones de habitantes, lo que implica que será necesario
aumentar la producción de alimentos al doble de lo actual.
Para afrontar este reto, es preciso adoptar un nuevo
paradigma para la producción de alimentos, basado en
mantener la salud de los ecosistemas; favorecer sistemas
alimentarios más inclusivos y eficientes; aumentar la
resiliencia al cambio climático; y fortalecer la agricultura
familiar. 

Como se aprecia, la agricultura familiar puede representar
un nuevo paradigma en la producción de alimentos, porque
además de proveer lo necesario para que las familias
puedan alimentarse saludablemente, contribuye a su vez a
mejorar la salud de los ecosistemas, constituye en sí misma
un sistema alimentario más integral e inclusivo que
permite, incluso, coadyuvar como factor de protección al
cambio climático.

La misma Representante Regional nos proporciona la
siguiente información importante:

Se estima que el 80% de los alimentos que se consumen a
nivel mundial provienen de la agricultura familiar, siendo
esta actividad la principal fuente de empleo en el medio rural
en América Latina y el Caribe hoy en día. Paradójicamente,
son las comunidades rurales las que presentan los mayores
índices de pobreza, inseguridad alimentaria y vulnerabilidad
ante los fenómenos del cambio climático. Para erradicar el
hambre en la región es necesario luchar contra la pobreza
rural. La agricultura familiar puede cumplir un rol
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determinante si se generan las condiciones que le permita
desarrollarse, ser más productiva y constituirse efectivamente
como un agente del desarrollo rural sostenible, cumpliendo a
la vez con las crecientes demandas de alimentos a nivel
urbano. Para lograrlo, es fundamental dotar a los territorios
rurales de bienes públicos y fortalecer el acceso de los
agricultores familiares a recursos productivos y a servicios
rurales. Igualmente, es importante desarrollar mercados más
inclusivos, sensibles a la nutrición y que valoren el aporte
diversificado de la agricultura familiar. Complementa-
riamente, es clave seguir vinculando los sistemas de
protección social hacia los grupos más vulnerables con
estrategias de inclusión productiva que prevean la generación
de oportunidades de empleo agrícola y no agrícola en los
territorios rurales. Esto generará mayor arraigo y contraste
con las dinámicas migratorias actuales, atacando una de las
principales causas de la migración -interna y/o internacional-
y del creciente fenómeno de urbanización.2

En este comentario se puede apreciar la paradoja que
enfrentan nuestros productores y productoras rurales, ya
que siendo ellos quienes cultivan los alimentos (y por ese
hecho quienes ayudan a combatir el hambre, la pobreza y
los efectos del cambio climático), son también quienes
enfrentan mayor pobreza, inseguridad alimentaria y
vulnerabilidad ante el referido cambio climático.

Por eso, la autora en cita señala que para erradicar el
hambre es necesario combatir la pobreza en el ámbito
rural. Con lo que queda entendido que los principales
agentes para combatir el hambre son quienes la sufren en
más alto grado de intensidad y de múltiples maneras, en
virtud de ello, es también un asunto de justicia social que
tratemos de impulsar el establecimiento de la agricultura
familiar en nuestro país.

Al establecer a la agricultura familiar, estaremos
contribuyendo también al desarrollo rural sostenible, a
satisfacer la siempre creciente demanda de alimento
proveniente de las grandes ciudades y al desarrollo del
campo mexicano para que sea considerado como el pilar de
la vida del país.

El contexto regional y local

En América Latina y el Caribe, la mayoría de la población
rural depende económicamente de la agricultura para su
subsistencia, y una alta proporción trabaja en pequeñas
unidades familiares, basándose en mano de obra familiar,
tanto de hombres como mujeres.

Según la Organización de las Naciones Unidas para la
Alimentación y la Agricultura (FAO), existen más de 60
millones de agricultores familiares que agrupan cerca del
81% de las explotaciones agrícolas en América Latina y El
Caribe. Con base en la información disponible para 12
países de la región, a pesar del alto número de
explotaciones agrícolas familiares, estas ocupan
únicamente entre el 12% (región Andina) y el 34% (Cono
Sur) de la superficie agropecuaria.3

En la región, se estima que la agricultura familiar provee el
50% aproximadamente del total de la producción
alimentaria de los países, siendo Chile el país más bajo con
27% y Nicaragua el más alto con 67% de producción.

Como podemos apreciar la agricultura familiar desempeña
un papel fundamental en la vida de los países de la región,
ya que constituye, en promedio, el 50% aproximadamente
de la producción de alimentos, por lo que legislar en la
materia se vuelve un hecho sumamente necesario.

Además, debemos considerar que la pandemia por el
covid-19 que enfrenta el mundo, es una agravante para el
fenómeno del hambre en la región y en nuestro país, tan es
así que se ha convertido en una amenaza que puede revertir
20 años de avances en el combate a la pobreza extrema y
al hambre en América Latina.

De acuerdo con estimaciones de la Comisión Económica
para América Latina y el Caribe (CEPAL) y la Organización
de Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO por su siglas en inglés), al cierre del año se prevé que
83.4 millones de personas no cuenten con los ingresos
suficientes para una canasta básica, sólo para México esta
proyección podría alcanzar hasta a 21.7 millones.4

Mientras que de acuerdo con las proyecciones de la
CEPAL, en 2020 América Latina tendrá a 13.5 por ciento
de la población en pobreza extrema, por arriba de 12.2 de
2001. De los 83.4 millones que se esperan en esa
condición, 30 serían de comunidades rurales. Mientras el
resto que queda en zonas urbanas, 34.7 son menores a los
15 años y 10.4 personas son mayores a 65 años. En
México, 47.8 por ciento de los mexicanos serán pobres y
15.9 por ciento se encontrarán en pobreza extrema, según
los estimados.5

Otro dato relevante lo refleja la situación de que en casi
todos los países de la región, el sobrepeso afecta a cerca de
la mitad de la población adulta (360 millones de personas
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aproximadamente); mientras que unos 140 millones de
personas -el 23% de la población regional- tiene obesidad,
destacando mayores prevalencias en los países del Caribe
y afectando desproporcionadamente a las mujeres –en más
de 20 países, la tasa de obesidad femenina es 10 puntos
porcentuales superior que la de los hombres.6

Sin duda alguna que esta tendencia es grave y preocupante,
ya que el aumento de las tasas de sobrepeso y obesidad en
la región, se encuentra motivada principalmente por
cambios importantes en los patrones alimentarios, con el
consumo de alimentos altamente procesados en detrimento
de alimentos frescos y equilibrados, es decir, existe una
tendencia creciente en la región respecto al consumo de
alimentos que no provienen directamente del campo, sino
que son procesados, por lo que su contenido calórico y de
grasas es muy elevado, lo que los convierte en alimentos
que producen obesidad y sobrepeso.

Aunado a lo anterior, Alicia Bárcena, secretaria ejecutiva de
la CEPAL, señala que “Hay un aumento en la posibilidad de
una crisis alimentaria”, en ese orden de ideas Julio Antonio
Berdegué, subdirector general de la FAO y representante
regional para América Latina y el Caribe, refirió que 10
millones de niños en la región han dejado de percibir su
principal fuente de alimento, al no acudir a las escuelas y no
tener acceso a las comidas que se distribuían por esta vía,
situación que se agrava en el entorno rural, donde 25 por
ciento de las personas, es decir uno de cada cuatro, estarán
en situación de pobreza extrema al cierre del año, de la
misma forma, comenta, también afecta al entorno urbano,
no solo es que se deja de comer o se come suficientemente,
también las personas optan por dietas malas por su menor
costo, detalló el agrónomo mexicano.7

Berdegué, también mencionó que no es una crisis de corto
plazo, por ende, los gobiernos deben garantizar que la
agricultura de autoconsumo siga funcionando, ya que es
mucho más barato promover la producción que financiar
el hambre.8

El mayor riesgo para nuestro país se encuentra en las
regiones sur y sureste, en las zonas rurales indígenas y en
aquellas localidades, donde las remesas son también una
fuerte nodal de ingresos para las comunidades agrícolas.

La importancia de la agricultura familiar

Como hemos visto en estas páginas, la agricultura familiar
puede considerarse como piedra angular en la erradicación

del hambre, ya que constituye un mecanismo de
mejoramiento de las condiciones nutricionales,
socioculturales y económicas de los pueblos, principalmente
los pertenecientes a las zonas rurales, además de que también
es un proceso de dignificación de nuestros pueblos,
principalmente los indígenas y rurales.

La agricultura familiar, se convierte entonces, en un actor
estratégico para lograr la seguridad y soberanía alimentaria
y nutricional, así como para impulsar el desarrollo rural
sostenible en nuestro país, reconociendo que el
fortalecimiento de este sector se traduce en el incremento
de la producción de alimentos sanos, nutritivos,
culturalmente aceptables y medioambientalmente
sostenibles.

Asimismo, la agricultura familiar es fundamental para la
dinamización económica de las áreas rurales. Se estima
que entre el 57% y el 77% del empleo agrícola es generado
por la agricultura familiar. Sin embargo, estas cifras
pueden incluso estar subestimadas, teniendo en cuenta que
muchos de los miembros de la familia, especialmente las
mujeres y los hijos menores de edad, trabajan en las
explotaciones familiares sin percibir remuneración y sin
ser contabilizados en las estadísticas nacionales de
empleo.9

Otra de las atribuciones reconocidas a la agricultura
familiar es el rol que ésta desempeña en el manejo
sostenible de los recursos naturales, especialmente la
agricultura familiar de base agroecológica, que aboga por
un modelo de agricultura más armonioso y respetuoso
con el medio ambiente. Además de conservar y regenerar
la biodiversidad, contribuye a la generación de sistemas
resilientes y energéticamente eficientes.10

Ahora bien, la agricultura familiar contribuye,
evidentemente, en mejorar los hábitos alimenticios de la
población, ya que al proveer alimentos naturales,
saludables y balanceados, coadyuva a que la población
deje de consumir alimentos que producen obesidad y
sobrepeso, lo que, como sabemos, es actualmente un
problema de salud pública que, además de representar un
verdadero riesgo para las personas que padecen estas
problemáticas, también significa un gran gasto para el
erario, que invierte una gran cantidad de recursos en la
atención de dichos padecimientos.

Contribuye también en lograr que la temática de la
erradicación del hambre sea visualizada desde el enfoque
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del Derecho Humano a la Alimentación Adecuada
(DHAA), que en el plano internacional cuenta con la Ley
Marco sobre Derecho a la Alimentación, Seguridad y
Soberanía Alimentaria, aprobada por el Parlatino en el año
2012.

En este orden de ideas Ziegler refiere que: 

El derecho a una alimentación adecuada es un derecho
humano, inherente a toda persona “a tener acceso, de
manera regular, permanente y libre, sea directamente,
sea mediante compra en dinero, a una alimentación
cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente,
que corresponda a las tradiciones culturales de la
población a que pertenece el consumidor y que
garantice una vida psíquica y física, individual y
colectiva, libre de angustias, satisfactoria y digna.11

Esta concepción de la alimentación adecuada dio lugar a la
creación del concepto de seguridad alimentaria, al respecto
la FAO refiere:

Existe seguridad alimentaria cuando todas las personas
tienen en todo momento acceso físico y económico a
suficientes alimentos inocuos y nutritivos para
satisfacer sus necesidades alimentarias y sus
preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una
vida activa y sana.12

Posteriormente se incluyó el concepto de seguridad
nutricional al advertirse que para la plena realización de
este derecho era necesario también tener en cuenta las
deficiencias de micronutrientes, el sobrepeso, la obesidad y
las Enfermedades No Transmisibles (ENT).

En líneas generales, el abordaje del problema del hambre y
la seguridad alimentaria basado en derechos considera que
el primer paso es reconocer que todas las personas son
titulares de derechos que deben poder ejercer. Además,
aporta aspectos jurídicos vinculados con los derechos
humanos para la formulación de políticas y programas, e
impone a los estados la responsabilidad de trabajar por su
realización progresiva.

En consecuencia, las acciones que se emprendan no sólo
son consideradas como el cumplimiento de mandatos
morales o políticos, sino que implican que el Estado debe
hacer efectivas las obligaciones jurídicas impuestas por los
Tratados de Derechos Humanos. Con este alcance, el
presente proyecto de Ley Marco aspira a ser una

plataforma para promover que los estados adopten una
gama de medidas legales, administrativas, financieras o de
otra índole.

En ese contexto, la agricultura familiar se ha venido
implementando como una estrategia para contrarrestar la
pobreza y el hambre en América Latina. En esta región, la
labor del Parlamento Latinoamericano y Caribeño
(Parlatino) ha sido clave en la promoción de marcos legales
en esta materia. En el año 2014 emitió una Declaración
sobre Agricultura Familiar en la que se comprometía a
profundizar su entendimiento, crear una definición
operativa y dinámica de la misma y fomentar instrumentos
que asegurasen la coordinación y cooperación
intersectorial para incrementar el impacto en el campo.13

En 2016, el Parlatino dio un paso más en el compromiso de
apoyar la agricultura familiar, al aprobar la Ley Modelo de
Agricultura Familiar.

En materia de derechos humanos, el Parlatino ha tenido
siempre una actitud proactiva, expresada no sólo a través
de la generación de normativas, resoluciones y
declaraciones, sino también en las acciones que emprende
conjuntamente con organizaciones con las que establece
alianzas, todo ello con la finalidad establecer y promover
marcos de principios, orientaciones y obligaciones para
asegurar la protección y las garantías de su efectiva
realización. Esta actitud se trasladó al trabajo de la
Comisión de Agricultura, Ganadería y Pesca del propio
Parlatino, tomando en cuenta, como ya hemos señalado,
desde el año 2009, el enfoque de Derechos Humanos a la
Alimentación Adecuada (DHAA), en apoyo a los países
con la Iniciativa de América Latina y el Caribe sin Hambre.

Este enfoque ha sido asumido especialmente por esta
Comisión y ha influenciado todo su trabajo en los últimos
años. La apropiación definitiva de este enfoque por parte
de la Comisión fue fruto de un proceso intenso de
reflexión, discusión y debate que llevó a la aprobación de
la Ley Marco sobre Derecho a la Alimentación, Seguridad
y Soberanía Alimentaria, aprobada por el Parlatino en el
año 2012. 

América Latina y el Caribe fue la primera región del
mundo en comprometerse a erradicar el hambre de forma
completa al año 2025. Este compromiso se funda en los
avances únicos que ha logrado la región, al ser la primera
en alcanzar las dos metas internacionales de reducción del
hambre, como se mencionó anteriormente. Uno de los
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aspectos fundamentales que explican este logro ha sido el
compromiso político al más alto nivel, traducido en
estrategias y planes regionales, subregionales y nacionales
de erradicación del hambre.

Este compromiso ha sido uno de los aspectos claves que ha
facilitado el trabajo de la Comisión y el Parlatino en estas
temáticas, que ha facilitado la convocatoria de las y los
parlamentarios y que ha dado el impulso permanente al
trabajo de la Comisión en los últimos años.

Desde su gestación, la Iniciativa obtuvo el apoyo decidido de
la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación
y la Agricultura (FAO) y de la Agencia Española de
Cooperación Internacional para el Desarrollo. A esta visión se
sumó el Fondo de Cooperación Internacional Brasil FAO,
desde su formación en el año 2010, uniéndose en los últimos
años nuevos aliados como la Agencia Mexicana de
Cooperación Internacional para el Desarrollo, a través del
programa Mesoamérica sin Hambre.

Este compromiso político regional se ha ratificado en los
últimos años con la aprobación e implementación del Plan
de Seguridad Alimentaria, Nutrición y Erradicación del
Hambre de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y
Caribeños. Este Plan nace de la voluntad política de los 33
países de la región por erradicar el hambre y la pobreza al
año 2025. El Plan consta de cuatro pilares principales que
buscan fortalecer todas las dimensiones de la seguridad
alimentaria. Asimismo, recoge las principales políticas e
iniciativas exitosas de seguridad alimentaria desarrolladas
por los países de la región y se ha convertido en la principal
hoja de ruta para avanzar hacia el objetivo “Hambre Cero”
al año 2025.

Por ello, es necesario que se impulse la creación de esta
Ley, en virtud de que es benéfica para erradicar el hambre
y la pobreza, así como para contribuir en el desarrollo del
campo mexicano. 

Además al implementar la Ley de Agricultura Familiar se
contribuye a dar cumplimiento a los 17 Objetivos de
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, ya que como
sabemos, en septiembre de 2015, al finalizar el periodo de
referencia de los Objetivos del Desarrollo del Milenio y
fruto de un amplio proceso de discusión, los 193 Estados
Miembros de Naciones Unidas aprobaron la Agenda 2030
para el Desarrollo Sostenible, estableciendo un conjunto de
17 Objetivos, con 169 metas, a alcanzar en el periodo
fijado.

La Agenda busca el compromiso de todos los gobiernos,
organizaciones, empresas y otros, a trabajar hacía
sociedades más justas e inclusivas. Los 17 ODS tienen
como objetivo poner fin a la pobreza y al hambre mientras,
al mismo tiempo, se restablecen y se gestionan los recursos
naturales de forma sostenible. Integran las tres
dimensiones del desarrollo sostenible - económico, social
y ambiental - con metas estrechamente entrelazadas. Los
ODS son indivisibles: ningún objetivo es independiente de
los otros y exhortan a la aplicación de enfoques integrales
y participativos.14

En este orden de ideas, y como ya hemos señalado,
contamos en el plano regional, con una Ley Modelo de
Agricultura Familiar que recoge las experiencias de otros
países que comparten las problemáticas de México en
relación al hambre, la malnutrición, la pobreza y la
insuficiencia alimentaria, por lo que al plantear la creación
de esta Ley no partimos de cero, sino que contamos con la
referida Ley Modelo que nos facilita la creación de la
nuestra, ya que uno de los principales objetivo de dicha
Ley es promover un marco legislativo orientado a
reconocer, fortalecer y promover la agricultura familiar en
tanto actividad productiva y modo de vida que contribuye
a la seguridad alimentaria y al desarrollo sustentable con
equidad social, respetando la diversidad cultural de las
naciones.

La labor legislativa que realizamos fue entonces de
contextualización al ámbito nacional; de adaptación al
sistema jurídico mexicano; y de corrección de técnica
legislativa, para que la Ley que proponemos resulte viable,
tanto sustantiva como adjetivamente, y que pueda insertarse
correctamente en el andamiaje jurídico mexicano.

No omitimos señalar que, desde luego, la creación de
esta Ley supondrá un impacto presupuestal, en virtud de
que se crean instancias, se asignan competencias y se
estipulan políticas y programas en la materia, pero
consideramos que el gasto que se realiza para atender los
problemas del hambre, la malnutrición, la pobreza, la
insuficiencia alimentaria, el sobrepeso, entre otros,
constituyen un mayor ejercicio de recursos del erario,
además de que tales acciones son de reacción ante
problemáticas presentes y lo que se podrá lograr con la
creación de la Ley de Agricultura Familiar es la
prevención de dichos problemas.

Con lo que hemos sostenido hasta aquí queda evidenciada
la pertinencia de la iniciativa que presentamos, misma que
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necesita de la voluntad política para erradicar el hambre y
la malnutrición en nuestro país. Estoy convencido de que
quienes integramos esta legislatura en esta Cámara de
Diputados, tenemos el compromiso político por luchar
decididamente con el objetivo de erradicar definitivamente
el hambre de nuestro país, estoy convencido de que la
sensibilidad política que hemos adquirido como
legisladores y legisladoras nos lleva a coincidir en que no
es posible que en pleno siglo XXI continúe existiendo está
problemática que lacera profunda y principalmente a
nuestros pueblos rurales, estoy convencido de que
erradicar el hambre es un compromiso de todas y todos los
legisladores, porque no es posible concebir a un México
donde existan personas que no cuenten con los medios
suficientes para poder superar la malnutrición y el hambre,
es una problemática que lastima profundamente a quienes
nos pensamos humanos, por ello, confío en que muchas
compañeras y compañeros parlamentarios se sumaran
decididamente a esta iniciativa, porque como ya señalé, no
obedece a intereses partidarios o mejor dicho, obedece a
todos los intereses partidarios, porque quién no estaría a
favor de erradicar el hambre, quién no estaría a favor de
que ninguna persona mexicana se encuentre en situación de
vulnerabilidad en torno a la alimentación que necesita para
vivir.

En virtud de lo anterior y considerando que ha sido
debidamente fundada y motivada esta iniciativa y
considerando que crear la Ley de Agricultura Familiar es
necesario y fundamental para coadyuvar en la erradicación
del hambre en nuestro país, principalmente de los sectores
más vulnerables como el campo mexicano, presento ante
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se crea la Ley de Agricultura
Familiar

Único. Se crea la Ley de Agricultura Familiar.

Ley Modelo de Agricultura Familiar

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1o. La presente Ley es de observancia general en
todo el territorio nacional, sus disposiciones son de orden
público y tiene por objeto garantizar de manera permanente
la preservación, promoción y desarrollo de la agricultura
familiar.

Artículo 2o. La presente Ley observa los siguientes
principios rectores:

I. Igualdad. Todos los seres humanos nacen libres e
iguales en dignidad y derecho. El Estado y los gobiernos
locales promoverán las condiciones necesarias para
lograr la igualdad jurídica y sustantiva entre individuos
y comunidades, adoptando medidas y políticas de
acción afirmativa y diferenciada que valoren la
diversidad, con el objetivo de lograr equidad, igualdad y
justicia social, garantizando condiciones equitativas
específicas para el goce y ejercicio de sus derechos en el
desarrollo del modo de vida y la práctica de la
agricultura familiar.

II. No discriminación. Se respetará, protegerá y
garantizará el acceso a los recursos naturales y
tecnológicos imprescindibles para la agricultura
familiar, sin discriminación alguna, protegiendo
especialmente a la población rural en situación de
mayor vulnerabilidad, especialmente a mujeres, jóvenes
y pueblos indígenas.

Cualquier distinción, exclusión o restricción impuesta
por motivo de raza, color, sexo, género, edad, idioma,
religión, opinión política o de otra índole, origen
nacional o social, propiedad, nacimiento u otra
condición que tenga como consecuencia u objetivo
obstaculizar o restringir los derechos de los integrantes
de las unidades de producción agrícola familiar, serán
considerados actos ilegales y estarán sujetos a sanciones
conforme a la ley.

III. Seguridad. Las personas, familias y comunidades
rurales deben contar con estabilidad y seguridad
respecto de las condiciones materiales y jurídicas en las
que desarrollan su modo de vida y actividades de
agricultura familiar, la disponibilidad de sus medios de
producción y el pleno goce del fruto de su trabajo.

IV. Sostenibilidad. Se fomentará la conservación y
mejoramiento de la calidad de los recursos naturales,
asegurando que su aprovechamiento sea seguro,
equitativo y sostenible.

V. Empoderamiento. Se fortalecerá la adquisición y
perfeccionamiento de los conocimientos, habilidades y
capacidades que permitan vivir y producir en sistemas
sostenibles de agricultura familiar, así como acceder a
los medios necesarios.
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VI. Participación. Las personas, familias y comunidades
rurales podrán participar en la planificación,
formulación, vigilancia y evaluación de las acciones
realizadas por los Estados para garantizar la promoción
y desarrollo de la agricultura familiar. Dicha
participación debe ser libre, activa y significativa,
ejercida de manera directa o a través de organizaciones
intermediarias que representen intereses específicos.

VII. Preservación, promoción y desarrollo. El Estado
debe procurar, con sus normas y medidas de gobierno,
la preservación, promoción y desarrollo de las
actividades de agricultura familiar.

VIII. Transparencia. El Estado garantizará el libre
acceso a información oportuna y fiable respecto de las
políticas y decisiones y sus procesos, por parte de las
personas, familias y comunidades rurales.

IX. Rendición de cuentas. Existirán mecanismos de
evaluación de las intervenciones estatales, basados en
información, métodos y sistemas de monitoreo
objetivos, que garanticen la auditoría social.

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Agricultura familiar. Es el modo de vida y trabajo
agrícola practicado por hombres y mujeres de un mismo
núcleo familiar, a través de unidades productivas
familiares. Su fruto es destinado al consumo propio o al
trueque y comercialización, pudiendo provenir de la
recolección, agricultura, silvicultura, pesca, artesanía o
servicios, en diversos rubros, tales como el hortícola,
frutícola, forestal, apícola, pecuario, industrial rural,
pesquero artesanal, acuícola y de agroturismo. 

II. Unidad productiva familiar. Es la unidad de
explotación rural que depende preponderantemente del
trabajo familiar desarrollado sobre determinada área, con
independencia de su forma jurídica o régimen de tenencia
del predio, administrada y operada directamente por los
miembros de la familia, quienes residiendo en él o en zona
cercana, obtienen de ella su principal fuente de ingreso. El
área máxima de la explotación y el número de personal
contratado, permanente o zafral, serán definidos en la
reglamentación, conforme a las peculiaridades de cada
región y categoría o rama de actividad. 

III. Comunidad. Es el conjunto de individuos y familias
con características étnicas o culturales comunes,

afincado en una región determinada y dotado de una
organización básica bajo la cual se producen
colectivamente alimentos y otros bienes de intercambio,
para consumo propio o comercialización. 

IV. Registro. Es la recolección y resguardo de
información significativa sobre las unidades de
agricultura familiar, en base al registro voluntario de sus
titulares y en régimen de declaración expresa, relativa a
aspectos cualitativos y cuantitativos de la producción. 

V. Vulnerabilidad. Es la condición o conjunto de
factores que, derivados de su género, edad, etnia,
condición sanitaria o socioeconómica, exponen a una
persona o grupo de personas a verse privada o rezagada
en su oportunidad de acceso a bienes o a la efectividad
de sus derechos fundamentales. 

Capítulo II
Disposiciones Particulares

Artículo 4o. La presente Ley tiene los siguientes objetivos
específicos: 

I. Reconocer las peculiaridades de los diferentes tipos
de agricultura familiar y fortalecer su potencialidad
como sistemas agroalimentarios sostenibles e
inclusivos.

II. Contribuir a la seguridad alimentaria en base a una
mayor accesibilidad a alimentos de calidad y en
cantidad suficiente, destinados a las unidades familiares
de producción y a la sociedad en su conjunto. 

III. Respetar y fortalecer la diversidad cultural y
productiva de las comunidades y regiones. 

IV. Contribuir al afincamiento rural y al desarrollo local,
así como evitar o disminuir las migraciones internas
hacia las grandes urbes. 

V. Reducir la pobreza en el sector rural a través de un
mejor uso, conservación y manejo sostenible de la tierra
y los demás recursos naturales por parte de los
agricultores familiares. 

VI. Priorizar el acceso a la tierra y la regularización de
la tenencia en los predios explotados por los
productores de agricultura familiar. 
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VII. Promover la conservación de la biodiversidad, el
uso sustentable del material genético y la tecnología, así
como el acceso a la información, capacitación y
financiación para el desarrollo de las unidades
productivas familiares y la articulación estable y
equitativa con el mercado. 

VIII. Establecer condiciones que permitan el desarrollo
de sistemas sostenibles de agricultura familiar,
considerando la demanda y oferta local, en calidad y
variedad suficiente y en el momento oportuno. 

IX. Promover la seguridad semillera para la agricultura
familiar mediante sistemas sostenibles de semilla de
calidad, que aseguren a todos los productores familiares
el acceso físico y económico en el momento necesario,
a semilla sana y de las variedades demandadas,
suficiente para cubrir sus necesidades de siembra.

Artículo 5o. La presente Ley tiene los siguientes objetivos
operacionales: 

I. Coordinar las políticas públicas y los programas
gubernamentales con incidencia en la agricultura familiar,
a través de un abordaje integral, interdisciplinario e
intersectorial, con llegada concreta a las unidades de
producción. 

II. Bajo la premisa anterior, desarrollar programas
específicos sobre aspectos tales como: asistencia técnica
y educación agraria para la producción de agricultura
familiar; mercadeo; asociación; empleo rural y
emprendedurismo; financiamiento; garantía de precios;
seguros; sello campesino; compras públicas; seguridad
semillera; patrimonio genético; riego; gestión
ambiental; investigación e innovación tecnológica;
sistemas de información; diversificación de ingresos,
relevo generacional e igualdad de género.

III. Proveer infraestructura y servicios para el acceso
efectivo de las familias dedicadas a la agricultura
familiar a los servicios básicos de agua para consumo y
riego, saneamiento, electricidad, salud, educación y
recreación. 

IV. Desarrollar programas de capacitación, asistencia
técnica y financiamiento accesible para las actividades
de producción, transformación, acondicionamiento y
comercialización de los productos de agricultura
familiar. 

V. Facilitar y estimular la asociación y el
cooperativismo de los agricultores familiares y poner en
práctica programas de generación de capacidades en
gestión técnica y empresarial. 

VI. Promover la participación de los agricultores
familiares en ferias locales e internacionales. 

Capítulo III
De la Planeación y Coordinación de la Política 

para la Agricultura Familiar

Artículo 6o. En el marco previsto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a
través del Gobierno Federal y en coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas y municipales,
impulsará políticas, acciones y programas de agricultura
familiar, que serán considerados prioritarios para el
desarrollo del país y que estarán orientados a:

I. Respetar, proteger y ayudar a los individuos y
comunidades a desarrollar las actividades de agricultura
familiar en todas sus modalidades y locaciones. 

II. Informar, supervisar, fiscalizar y evaluar la actividad
del Estado respecto de la agricultura familiar. 

III. Crear y gestionar los registros de la agricultura
familiar. 

IV. Promover la agricultura familiar a través de: 

a) Investigación agropecuaria orientada a las
características particulares de la agricultura familiar,
facilitando la apropiación de las innovaciones y
buenas prácticas por los agricultores familiares. 

b) Asistencia técnica, asesoramiento y transferencia
de tecnologías.

c) Apoyo e infraestructura necesaria para el
acondicionamiento, acopio, transporte, exposición y
comercialización de los productos en los mercados
locales y ferias agropecuarias, incluyendo las
prácticas de intercambio entre las unidades
productivas familiares. 

d) Capacitación y formación profesional adecuada a
los distintos integrantes del núcleo familiar, así
como las comunidades campesinas y nativas, para el
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desarrollo de sus capacidades de producción,
gestión, organización, planificación y formulación
de proyectos de agricultura familiar. 

Artículo 7o. La actividad de otros actores privados dentro
de su competencia en ningún sentido podrá lesionar ni
obstaculizar el ejercicio de los derechos de los titulares de
la agricultura familiar. 

Artículo 8o. El Gobierno Federal, el de las entidades
federativas y municipales, en cuanto corresponda,
asignarán los recursos necesarios para la implementación
de los programas de fortalecimiento de la agricultura
familiar.

Artículo 9o. El Gobierno Federal, el de las entidades
federativas y municipales, en cuanto corresponda, darán
prioridad a las personas, familias y comunidades en situación
de mayor vulnerabilidad, con énfasis especial en las mujeres
jefas de hogar, jóvenes y población rural indígena. 

Artículo 10. Para los efectos establecidos en el artículo
anterior, se desarrollarán sistemas de información social y
económica, geográfica y de cartografía, a fin de identificar
los grupos y hogares especialmente vulnerables en su
modo de vida y práctica de agricultura familiar. 

Artículo 11. El Gobierno Federal tiene la obligación de
informar a la población sobre los derechos establecidos en
la presente ley y en las normas de aplicación derivadas,
apenas hayan entrado en vigencia, así como de otras
medidas adoptadas para facilitar y promover la agricultura
familiar. 

A tales efectos:

a) Empleará las formas y métodos más adecuados para
difundir la información, incluidas las formas verbales en
el idioma o dialectos locales, a través de los medios
tecnológicos utilizados por las respectivas comunidades,
especialmente en las zonas más remotas y entre la
población con índices más altos de analfabetismo. 

b) Establecerá un procedimiento simple, justo y
accesible que permita a las personas recabar la
información de relevancia para el ejercicio de las
actividades de agricultura familiar.

c) Exigirá a las autoridades públicas pertinentes
proporcionar la información solicitada. 

Artículo 12. Se incluirá información y conocimientos
sobre agricultura familiar en los planes y programas de
educación primaria, media básica, profesional, técnica y de
adultos, de acuerdo a la especificidad de cada nivel y
modalidad de enseñanza. 

Capítulo IV
Del Ente Rector

Artículo 13. El titular del Ejecutivo Federal establecerá el
Ente Rector para la promoción de la Agricultura Familiar
con el objeto de que cumpla la función de órgano central de
coordinación para la implementación de la política
nacional en la materia y la ejecución de los programas
respectivos. En tanto no se haya creado una dependencia
con competencia específica, esta obligación quedará a
cargo de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Artículo 14. En el ejercicio de sus funciones, el Ente
Rector: 

I. Aplicará los principios de derechos humanos
establecidos en la ley, tratados y otros instrumentos
jurídicos internacionales aplicables. 

II. Conducirá la promoción y desarrollo de la
agricultura familiar, considerando su importancia en la
seguridad alimentaria y nutricional, así como la
protección de la biodiversidad, el uso sostenible de los
recursos naturales, las acciones de mitigación y de
adaptación al cambio climático. 

III. Definirá las estrategias y desarrollará los programas
que permitan cumplir con la finalidad y objetivos de
esta norma. 

IV. Trabajará estrechamente con los representantes de la
sociedad civil y tomará en consideración sus opiniones,
respetando las prácticas ancestrales de las comunidades. 

Artículo 15. Los principales objetivos del al Ente
Rector para la coordinación y fomento de la agricultura
familiar son: 

I. Formular, adoptar y revisar las políticas nacionales en
materia de agricultura familiar, asegurando que sean
consistentes con lo establecido en los tratados
internacionales.
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II. Asesorar a los diferentes órdenes de gobierno y
llevar a la práctica las políticas y estrategias de
desarrollo de la agricultura familiar, coordinando las
diversas actividades y actores involucrados, en el plano
nacional, regional y local. 

III. Determinar los indicadores adecuados para medir el
progreso en la aplicación de la presente Ley. Los
indicadores establecidos deben ser específicos,
comprobables y limitados en el tiempo.

IV. Reunir la información pertinente y asegurar que sea
compartida y difundida entre todos los actores, en el
formato correcto y con contenido adecuado para su
accesibilidad y comprensión por una diversidad de
usuarios individuales, grupales o institucionales. 

V. Presentar sugerencias que permitan armonizar las
políticas sectoriales y formular recomendaciones para
los cambios requeridos en base a los datos obtenidos en
el proceso de participación y vigilancia. 

VI. Establecer las prioridades y coordinar la asignación
de recursos en conformidad con dichas prioridades. 

VII. Presentar ante la entidad competente o los órganos
del Estado correspondientes, propuestas legislativas,
disposiciones reglamentarias o políticas relativas a la
agricultura familiar.

VIII. Presentar informes al Congreso de la Unión
sobre el estado de aplicación de la presente Ley, así
como las observaciones finales de los órganos de
vigilancia de los tratados internacionales que hayan
evaluado la actividad del país en esta materia. 

Artículo 16. La coordinación y toma de decisiones debe
reflejar el carácter multisectorial de la actividad de
agricultura familiar, con participación de representantes del
gobierno, la sociedad civil, el sector privado y los gremios, la
academia, universidades, institutos de investigación y
estadísticas. Los representantes gubernamentales deberán ser
funcionarios del más alto nivel, con el objeto de asegurar que
el desarrollo y fomento de la agricultura familiar reciba la
prioridad adecuada. La Ley regulará la participación de los
representantes no gubernamentales. 

Capítulo V
Del Sistema de Vigilancia

Artículo 17. Se creará un sistema de vigilancia integrado
que, tomando en consideración el tipo de instituciones
existentes, sus atribuciones y capacidades, obligue a las
autoridades y entidades pertinentes en todos los niveles a: 

I. Recopilar datos relacionados con la agricultura
familiar, empleando metodologías y procesos de
vigilancia que se ajusten a los principios de derechos
humanos establecidos por ley. 

II. Desagregar los datos recopilados por edad, sexo,
situación y grupo. 

III. Evaluar el progreso alcanzado en la práctica de la
agricultura familiar en el país.

IV. Establecer o identificar mecanismos de alerta
temprana. 

Artículo 18. El sistema de vigilancia estará dirigido por un
órgano especializado, autónomo y externo al sistema, con
los recursos humanos y financieros necesarios y la
credibilidad suficiente, que asegure la efectiva vigilancia y
verificación del cumplimiento de las normas y principios
de promoción del modo de vida y producción en régimen
de agricultura familiar. 

Capítulo VI
Representación y Participación de la 

Sociedad Civil

Artículo 19. Se procurará que las instituciones pertinentes
posibiliten la participación plena y transparente del sector
privado y de la sociedad civil y en particular de
representantes de los grupos más afectados. 

Artículo 20. Las opiniones de las organizaciones de la
sociedad civil involucradas en el tema, podrán ser tomadas
en cuenta en el momento de elaborar las políticas o
programas de agricultura familiar que puedan tener alguna
injerencia en el ejercicio de sus derechos o el de algunos de
sus componentes. 

Artículo 21. Para el cumplimiento de lo establecido en el
artículo precedente, se deberán establecer garantías para la
realización de consultas para examinar áreas específicas de
aplicación de la presente Ley y audiencias públicas
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periódicas en las que estará obligado a informar sobre los
avances alcanzados en la aplicación de misma. 

Artículo 22. Para garantizar una representatividad efectiva
de los representantes de la sociedad civil, el proceso de
selección debe ser participativo, transparente y no
discriminatorio.

Artículo 23. Para asegurar una representación justa se
tendrá en cuenta: 

I. La capacidad del grupo de representar a las
comunidades pertinentes. 

II. El tamaño del grupo que representan. 

III. Las características geográficas (suburbana, rural,
selvática, lacustre, etc.). 

IV. Las capacidades técnicas de la organización en el
ámbito del derecho a la alimentación y la producción
agrícola familiar. 

V. La capacidad organizacional del grupo. 

VI. El equilibrio en términos de género y edad. 

VII. El equilibrio en términos de actividades e intereses
específicos (agricultores, pueblos indígenas, pesca-dores,
comunidades locales, comunidades forestales, etc.). 

Capítulo VII
Presupuesto

Artículo 24. La implementación de lo establecido en la
presente Ley se financiará con cargo al Presupuesto de
Egresos de la Federación.

Artículos transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se otorga un plazo de 180 días naturales para
que el titular del Ejecutivo Federal establezca al Ente
Rector para la promoción de la Agricultura Familiar.

Tercero. Se otorga un plazo de 180 días naturales para que
las autoridades correspondientes armonicen la normatividad
relacionada al presente decreto.

Notas

1 Crowley, Eve, en Organización de las Naciones Unidas para la
Alimentación y la Agricultura y Parlamento Latinoamericano y
Caribeño, Ley Modelo de Agricultura Familiar del Parlatino. Bases
para la formulación de Leyes y Políticas Públicas en América Latina y
el Caribe, Chile, 2017, s/p.

2 Ídem.

3 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la
Agricultura y Parlamento Latinoamericano y Caribeño, Ley Modelo de
Agricultura Familiar del Parlatino. Bases para la formulación de Leyes
y Políticas Públicas en América Latina y el Caribe, Chile, 2017, p, 11.

4 Villanueva, Dora, (16 de junio de 2020), Al borde del hambre, 83.4
millones en AL; uno de cada cuatro en México, La Jornada.

5 Ídem.

6 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la…
Op. Cit.

7 Villanueva, Dora, (16 de junio de 2020), Al borde… Op. Cit.

8 Ídem.

9 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la…
Op. Cit.

10 Ídem.

11 Ziegler, Jean, Informe presentado por el Sr. Jean Ziegler, Relator
especial sobre el derecho a la alimentación (7 de febrero de 2001),
Doc. E/CN.4/2001/53, párrafo 14.

12 Cumbre Mundial de Alimentación, 1966. Declaración de Roma.
Plan de Acción. Punto 1.

13 Declaración sobre Agricultura Familiar del Parlatino. Para más
información, consulte:

http://www.fao.org/family-farming/detail/es/c/335481/

14 Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la
Alimentación, La alimentación y la agricultura - Claves para la
ejecución de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 2016, s/p.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputado
Ismael Alfredo Hernández Deras (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Social, y
de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y
Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que deroga la fracción IV del artículo 38 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Ana Karina Rojo Pimentel, del Grupo
Parlamentario del PT

La suscrita, diputada Ana Karina Rojo Pimentel, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 77 numerales I y II y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
la Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se deroga la fracción IV del artículo
38 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para evitar graves violaciones a los derechos
político-electorales de los ciudadanos, con base en la
siguiente

Exposición de motivos

Por largo tiempo en México, la jurisprudencia no
consideraba como un derecho humano a los derechos
políticos, situación que asumía que no podían ser objeto de
tutela judicial.

Con la reforma al artículo 1o. constitucional en junio de
2011, se establece que en México todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la propia
carta magna y en los tratados internacionales de los que
México sea parte. 

En 1996, también se llevó a cabo una importante reforma a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
establecer la procedencia de la acción de inconstitu-
cionalidad, como medio de control constitucional abstracto
de leyes electorales, de conocimiento exclusivo de la SCJN,
reforma que también modificó los artículos 94 y 99, para
determinar que el ejercicio del Poder Judicial de la
Federación se deposita, entre otros órganos, en un Tribunal
Electoral, su competencia y es reconocido como un órgano
especializado en la materia, para conocer sobre la
constitucionalidad y legalidad de actos y resoluciones en
materia electoral.

Otra reforma trascendente realizada por el legislativo de
competencia electoral en 2007, le confiere al Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, competencia
para resolver, ya no sólo respecto de actos o resoluciones,
sino también acerca de la no aplicación de leyes sobre la
materia electoral contrarias a la Constitución federal,
conservando la competencia de la SCJN, para ejercer el
control abstracto de dichas leyes y, por ende, en exclusiva,
para declarar su invalidez con efectos generales, en términos
del citado artículo 105, fracción II, constitucional.i
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A partir de esta reforma, los ciudadanos tienen la
posibilidad de plantear ante el órgano judicial
especializado, vía juicio para la protección de los derechos
político-electorales del ciudadano (JDC), si una ley
electoral contraviene la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al vulnerar el ejercicio de sus
derechos y, en su caso, obtener su inaplicabilidad al caso
concreto; sin embargo, la procedencia del juicio se limita a
determinados actos y resoluciones en materia electoral, en
términos de la ley de la materia.

Estas reformas constitucionales en materia de derechos
humanos, logro que el pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación se pronunciara en septiembre de
2013, sobre la forma de incorporar los derechos humanos
incluidos en los tratados internacionales. La Corte resolvió
que todas las normas que contienen un derecho humano y
que están recogidas en tratados internacionales tendrán
rango constitucional, que las sentencias de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos serán vinculantes
para los jueces en México aun cuando se trate de
decisiones en las que el país no fuese parte, y que, si la
Constitución mexicana contempla alguna restricción al
ejercicio de un derecho, ésta surtirá efecto.

Así también, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación ha aceptado que a través del JDC se pueden
plantear violaciones a otros derechos fundamentales
vinculados con los derechos políticos a ser votado, a votar
o al de asociación, como son el de libertad de expresión, de
petición, de información, entre otros. Esto, sin duda,
amplía el alcance protector de dicho medio de control.ii

Por su parte, la Convención Americana de Derechos
Humanos, en su artículo 23 fracción primera, reconoce a los
ciudadanos que deben gozar de los Derechos Políticos y
especifica cuales son, a) de participar en la dirección de los
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes
libremente elegidos; b) de votar y ser elegidos en elecciones
periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e
igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la
voluntad de los electores, y c) de tener acceso, en condiciones
generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

Así también, la fracción segunda señala claramente como
la ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y
oportunidades a que se refiere el inciso anterior,
exclusivamente por razones de edad, nacionalidad,
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o
condena, por juez competente, en proceso penal. 

Argumentación

Las reformas antes señaladas crean la certeza juridica que
se estaba esperando, ya que, para el mejor funcionamiento
de un estado democrático, la propia reforma constitucional
obliga a todas las autoridades a promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de
conformidad con los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Además, se establece que la interpretación normativa en
materia de derechos humanos se hará de conformidad con
la Constitución y con los tratados internacionales,
favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia a las
personas.

Es decir, a través del principio pro persona constituye una
clave de interpretación hacia la protección más amplia de
los derechos y acompaña a la interpretación conforme al
exigir que se opte por las interpretaciones más favorables
a los derechos. Como lo ha expresado el ministro
presidente de la SCJN, Juan Silva Meza, es necesario que
“la armonización de todas las piezas normativas […] se
enfile en todo tiempo, a favorecer a las personas con la
protección más amplia”.iii

El artículo 35 de nuestra Constitución garantiza el ejercicio
libre de los derechos y prerrogativas del ciudadano bajo
condiciones de certeza, legalidad e imparcialidad, y el
artículo 38, en su fracción IV surja como una disposición
discriminatoria en exceso, al suspender de sus derechos o
prerrogativas a todo ciudadano de la República, por el sólo
hecho de imputar vagancia y ebriedad consuetudinaria,
situación que contraviene el mandato constitucional
contenido en el artículo 1o., que prohíbe la discriminación
motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad,
las discapacidades, la condición social, las condiciones de
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales,
el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana, y que anule o menoscabe los derechos de las
personas.

El Estado está obligado a proporcionar a los ciudadanos la
mayor certeza legal posible, a fin de que el ciudadano esté
en condiciones de ejercer en plenitud sus derechos
fundamentales que la Constitución establece en su
beneficio, vigilar que no sean vulnerados estos derechos
por cuestiones subjetivas que impidan ejercer sus derechos
políticos y de participación en los asuntos políticos del
país, razón por la cual estimamos necesario eliminar de
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nuestro texto constitucional la hipótesis no contribuye a
este propósito. 

Únicamente las razones citadas podrán reglamentar la
participación en los derechos políticos de los ciudadanos,
por eso mismo considero que esta fracción debe de ser
derogada de nuestra constitución como parte de ese
continuo perfeccionamiento del que las leyes tienen que ser
objeto.

En el mismo orden de ideas, sin duda el estado de derecho
se fortalecerá no solo en letra muerta, sino protegiendo a
sus individuos integrantes al rechazar las normas confusas
y ambiguas que representan un peligro jurídico para la
democracia y representación popular.iv

Por lo anterior, la presente iniciativa pretende derogar la
hipótesis normativa señalada con la fracción IV de
suspensión de derechos políticos, contenida en el artículo
38 de nuestra constitución federal por ser improcedente
con los valores de un estado democrático.

Por lo expuesto, el cambio propuesto es el siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Por lo anterior, se presenta la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el cual se deroga la fracción IV del artículo
38 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo Único. - Se deroga la fracción IV del artículo 38
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 38.- Los derechos o prerrogativas de los
ciudadanos se suspenden:

I a la III…

IV. Se deroga

V ala VI…

(…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

i Derechos políticos y democracia en Me?xico.pdf (te.gob.mx)

ii tesis de jurisprudencia 36/2002, de rubro “juicio para la protección
de los derechos político-electorales del ciudadano procede cuando se
aduzcan violaciones a diversos derechos fundamentales vinculados
con los derechos de votar, ser votado, de asociación y de filiación.”

iii https://www.corteidh.or.cr/tablas/r33063.pdf

iv La suspensión de los derechos ciudadanos por vagancia o ebriedad
consuetudinaria (análisis del artículo 38-IV constitucional) | Rivas
Martínez | Hechos y Derechos (unam.mx)

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Ana Karina Rojo Pimentel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.
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LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que adiciona el artículo 7o. de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
somete a consideración de esta honorable asamblea
iniciativa con proyecto de decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece la forma de organización política de nuestro país
que se compone como una república representativa,
democrática, laica y federal, compuesta por estados libres
y soberanos. A su vez existe el Supremo Poder de la
Federación que se divide para su ejercicio en Legislativo,
Ejecutivo y Judicial.

Leonardo Valdés menciona que sistema electoral es “el
conjunto de reglas y procedimientos destinados a regular
las diversas etapas de los procesos de votación por los
cuales la voluntad de la ciudadanía se transforma en
órganos de gobierno de representación política. A través
del sistema electoral se definen funciones básicas como
quiénes pueden votar, quiénes ser votados, de cuántos
votos dispone cada elector, cómo pueden y deben
desarrollarse las campañas de propaganda y difusión
electoral, cuántos representantes se eligen en cada
demarcación electoral, cómo se determinan y delimitan los
distritos y secciones electorales, quiénes y cómo deben
encargarse de organizar los comicios, cómo deben emitirse
y contarse los sufragios, cuántas vueltas electorales pueden
y/o deben realizarse para determinar al triunfador, cómo se
resuelven los conflictos postelectorales, entre otras”.1

La Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales establece su definición de proceso electoral:

“Artículo 207. 

1. El proceso electoral es el conjunto de actos ordenados
por la Constitución y esta Ley, realizados por las
autoridades electorales, los partidos políticos, así como
la ciudadanía, que tiene por objeto la renovación
periódica de quienes integran los Poderes Legislativo y
Ejecutivo tanto federal como de las entidades
federativas, de quienes integran los ayuntamientos en
los estados de la República y las Alcaldías en la Ciudad
de México. En la elección e integración de los
Ayuntamientos y Alcaldías existirá la paridad de género
tanto vertical como horizontal”.2

Conforme al artículo 35, fracciones I y II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece:

“Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía:

I. Votar en las elecciones populares; 

II. Poder ser votada en condiciones de paridad para
todos los cargos de elección popular, teniendo las
calidades que establezca la ley”.3

Conforme a la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales de manera más específica
establece que:

“Artículo 7. 

1. Votar en las elecciones constituye un derecho y una
obligación que se ejerce para integrar órganos del
Estado de elección popular. También es derecho de los
Ciudadanos y obligación para los partidos políticos la
igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y
mujeres para tener acceso a cargos de elección
popular”.4

Este voto es universal, libre, secreto, directo, personal e
intransferible; por lo que podrán votar y ser votados para
los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal)
por un presidente de la república, senadores, diputados
federales y locales, gobernadores, alcaldías, presidentes
municipales, juntas municipales y concejales.

El Instituto Nacional Electoral (INE) informó que estas
elecciones de 2021 se renovarán la Cámara de Diputados,
15 gubernaturas de los estados, 30 congresos locales, mil
900 ayuntamientos y juntas municipales, es decir, poco
más de 20 mil cargos públicos.5
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Denominándolo como “la elección más grade en la historia
de México” por su relevancia electoral, además el enfoque
político tiende a ser uno de los más importantes ya que
compiten diversos partidos políticos de distintas corrientes
ideológicas.

De acuerdo con el Instituto Nacional Electoral (INE) existe
un padrón electoral de 95,044,730 ciudadanos registrados
con corte al 12 febrero de 2021; de los cuales 45,910,985 son
hombres y 49,133,745 son mujeres.6

Las votaciones en nuestro país son a través de un
mecanismo tradicional de presentarse a la casilla,
identificándose con la credencial para votar, después con
una boleta electoral elegir de manera libre y secreta a quien
otorgar su voto, seguidamente entregándolo a la urna para
su conteo.

Un acontecimiento que cambió el estilo de vida de la
humanidad fue provocado por un virus conocido como
covid-19 que originaría una pandemia mundial y que puede
provocar la muerte en poco tiempo cuando se transmite
principalmente por las vías respiratorias.

La manera más sencilla y funcional para disminuir el alto
número de contagios entre la población es promoviendo el
uso de cubrebocas y el lavado constante de manos, además,
evitando aglomeraciones y contacto entre personas. De
esta manera se busca proteger y salvaguardar la vida y
salud de las personas.

El gobierno federal declaró el 24 de marzo de 2020 el
“Decreto por el que se sanciona el acuerdo por el que se
establecen las medidas preventivas que se deberán de
implementar para la mitigación y control de los riesgos
para la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-
Cov-2 (covid-19)”, posteriormente se declaró el 30 de
marzo de 2020 el “Acuerdo por el que se declara como
emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor la
epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-Cov-
2 (covid-19)”, suspendiendo las actividades no esenciales,
las clases presenciales de educación con la finalidad de
mitigar la dispersión y transmisión del virus.7

La Ley General de Salud establece lo que se considera
como emergencia sanitaria:

“Artículo 181. En caso de epidemia de carácter grave,
peligro de invasión de enfermedades transmisibles,
situaciones de emergencia o catástrofe que afecten al

país, la Secretaría de Salud dictará inmediatamente las
medidas indispensables para prevenir y combatir los
daños a la salud, a reserva de que tales medidas sean
después sancionadas por el Presidente de la República”.

La estrategia del gobierno federal propuesta por la
Secretaría de Salud fue la de quedarse en casa y en caso de
salir y de ser posible tener una sana distancia entre las
personas para disminuir la propagación del virus que
altamente contagioso.

El Instituto Electoral de la Ciudad de México (IECM) está
analizando un escenario en el que la pandemia persiste
durante las próximas a las elecciones de 2021,
identificando como una alternativa la implementación del
voto electrónico o digital con el objetivo de disminuir
riesgos de contagio. Por ello, se implementaría un nuevo
método de reconocimiento facial a través de los medios
electrónicos comparando con la fotografía de la credencial
para votar y así poder evitar así usurpación de la
identidad.8

Si bien en nuestro país aún no se ha implementado esta
nueva modalidad en alguna elección de cargos públicos,
sería algo trascendental el lograr realizarlo; primeramente,
por la actual pandemia que exige a la población mitigar la
transmisión del virus covid-19 y, además, los avances
tecnológicos permiten que la democracia se modernice y
México tiene la oportunidad de estar a la vanguardia.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo segundo al numeral 2 del
artículo 7 de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 7.

1. (…)

2. (…)

En caso de emergencia sanitaria o causa de fuerza
mayor, se promoverá si fuese necesario, el voto a través
de algún medio electrónico o digital, garantizando que
cada voto sea universal, libre, secreto, directo, personal
e intransferible.
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3. (…)

4. (…)

5. (…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las entidades federativas contarán con un lapso
de 120 días a partir de la fecha de la publicación en el
Diario Oficial de la Federación para adecuar sus leyes
estatales y demás reglamentaciones, para no contradecir el
presente decreto.

Notas

1 Sistema de Información Legislativa. Sistema Electoral.

http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=224

2 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 2020.

3 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2020.

4 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 2020.

5 Instituto Nacional Electoral. Elecciones 2021. 

https://www.ine.mx/voto-y-elecciones/elecciones-2021/

6 Instituto Nacional Electoral. Estadísticas Lista Nominal y Padrón
Electoral. 2021. 

https://www.ine.mx/credencial/estadisticas-lista-nominal-padron-
electoral/

7 Diario Oficial de la Federación. Acuerdo por el que se establecen
acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada
por el virus SARS-Cov-2. 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590914&fech
a=31/03/2020

8 Forbes México. CDMX analiza voto electrónico en 2021 si epidemia
no cede.22/12/2020. 

https://www.forbes.com.mx/politica-cdmx-voto-eletronico-2021/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputado
Higinio del Toro Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que adiciona el artículo 38 de la Ley de
Aviación Civil, a cargo de la diputada Olga Patricia Sosa
Ruiz, del Grupo Parlamentario del PES

Quien suscribe, diputada Olga Patricia Sosa Ruiz,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 70, 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; fracción II del artículo 55 y en el
artículo 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción II; 77,
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un párrafo al artículo 38 de la Ley de Aviación
Civil, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 123, establece que “Toda persona tiene
derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se
promoverán la creación de empleos y la organización
social de trabajo, conforme a la ley”.

La observación general del número 18 de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT) señala que el derecho al
trabajo es un “derecho individual que pertenece a cada
persona, y es a la vez un derecho colectivo” que como tal
“Engloba todo tipo de trabajos, ya sean autónomos o
trabajos dependientes sujetos a un salario. El derecho al
trabajo no debe entenderse como un derecho absoluto e
incondicional a obtener empleo.”

Según lo dispuesto en el artículo 5o. de nuestra Carta Magna,
el trabajo no puede negársele a nadie, siempre y cuando el
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trabajo sea lícito. El trabajo representa la manera más digna
de obtener un ingreso y está basado en una actividad que
puede disfrutarse de buena manera. 

En la Ley Federal del Trabajo se establece que:

“Se entiende por trabajo digno o decente aquél en el que
se respeta plenamente la dignidad humana del
trabajador; no existe discriminación por origen étnico
o nacional, género, edad, discapacidad, condición
social, condiciones de salud, religión, condición
migratoria, opiniones, preferencias sexuales o estado
civil; se tiene acceso a la seguridad social y se percibe
un salario remunerador; se recibe capacitación continua
para el incremento de la productividad con beneficios
compartidos, y se cuenta con condiciones óptimas de
seguridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo.” 

Es importante hacer notar que esta disposición de la Ley
Federal del Trabajo se encuentra alineada con lo dispuesto
en el artículo primero de la Constitución que es categórica
al señalar que está prohibida toda forma de discriminación
por “origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones de
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales,
el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los
derechos y libertades de las personas.” 

Al respecto en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación se establece la medida XXVIII enfocada
en las medidas para disminuir la violencia patrimonial o
económica por la edad. Es relevante hacer notar que la
edad no puede ser origen de comportamiento
discriminatorio ni de prácticas que vulneren los derechos
humanos. Al respecto la Convención Interamericana sobre
la Protección de los Derechos Humanos de las Personas
Adultos Mayores en su artículo 18 se ha pronunciado, a la
letra señala que: 

“La persona mayor tiene derecho al trabajo digno y decente
y a la igualdad de oportunidades y de trato respecto de los
otros trabajadores, sea cual fuere su edad.

Los estados parte adoptarán medidas para impedir la
discriminación laboral de la persona mayor. Queda
prohibida cualquier distinción que no se base en las
exigencias propias de la naturaleza del cargo, de
conformidad con la legislación nacional y en forma
apropiada a las condiciones locales.”

En múltiples actividades, de los tres sectores productivos,
las personas mayores pese a tener energía, capacidad,
necesidad y otras valoraciones han sido cesados de sus
labores; en el caso concreto de los pilotos con capacidad
otorgada por la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes (SCT), de acuerdo a la gran cantidad de horas
de vuelo y experiencia adquirida para volar aeronaves de
gran tamaño y peso definida como transporte público
ilimitado (TPI) los cuales hoy en día muchos de ellos han
sido cesados de sus funciones como capitanes al mando,
aunque se encuentran actualmente laborando y estén en
activo, siguiendo el marco interno de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, es decir, acorde al
Reglamento para la Expedición de Permisos, Licencias y
Certificados de Capacidad del Personal Técnico
Aeronáutico, cuya referencia es la Ley de Aviación Civil,
en su artículo 42 establece:

“La revalidación de las licencias de piloto de TPI será
de veinticuatro meses hasta los cuarenta años de edad, a
partir de la cual será de doce meses, hasta los sesenta y
cinco años de edad. Al cumplir esta edad, la licencia de
piloto de TPI, le será revocada a su titular en forma
definitiva, por la Autoridad Aeronáutica, canjeándose
ésta por una licencia de piloto comercial, con los
certificados de capacidad que sean demostrados y
previa la comprobación de la aptitud psicofísica
correspondiente. 

En ningún caso, el titular de una licencia de piloto
comercial que tenga sesenta y cinco años o más, podrá
actuar como piloto al mando en vuelos internacionales,
ni operar como piloto al mando, aeronaves con un peso
máximo de despegue superior a 5 mil 700 kilogramos.” 

En el artículo 65 del mismo Reglamento se precisa que: 

“La licencia de piloto de TPI de helicóptero confiere a
su titular las atribuciones siguientes: 

I. Ejercer las atribuciones que confiere la licencia de
piloto privado y comercial de helicóptero, y

II. Actuar en calidad de piloto al mando o copiloto en
helicópteros que estén certificados para operar con
copiloto, destinados al servicio de transporte público,
sea cual fuere el peso del helicóptero, de acuerdo a los
certificados de capacidad inscritos en su licencia. Esta
atribución no podrá ejercerse después de los sesenta
y cinco años de edad.”
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Ambos artículos establecen que no se podrá ser válida la
licencia cuando se superen los 65 años de edad para los
pilotos TPI. Al respecto, el citado reglamento establece que
los permisos para la formación como personal del vuelo,
deben contar con el certificado de educación media
superior (bachillerato, preparatoria o vocacional), cuando
se trate de permiso para formación como: piloto de
aeronave de ala fija, comercial o de transporte público
ilimitado (TPI); piloto de helicóptero, comercial o de TPI,
o sobrecargo. Un piloto es una persona debidamente
capacitada que para lograr dicho título debe pasar por
pruebas técnicas, de conocimiento y médicas que permitan
que la valoración por parte de la Autoridad Aeronáutica le
sea favorable. Un piloto pues, para serlo, debe pasar por
diferentes etapas que permita a la autoridad emitir una
valoración positiva.

En México, la TPI al fijar como techo los 65 años de edad
para comandar una ruta de vuelo, no tiene equiparables en
el mundo, en el caso de la legislación comunitaria para los
pilotos de la Unión Europea, ese es el límite de edad en el
transporte aéreo comercial. Esto ha generado también una
discusión al respecto.1

Por otra parte, la esperanza de vida en México ha
incrementado, en 1930 las personas vivían 34 años, en
1970 la esperanza fue de 60 años, al 2019 la esperanza ha
aumentado a 75 años de edad.2 A esta situación biológica
no siempre está acompañada de una disminución de
capacidades motrices o del envejecimiento físico. 

De regreso a las disposiciones generales del Reglamento,
en cuanto a la emisión de las licencias, en el inciso IV del
artículo 38 se establece la constancia de aptitud psicofísica
vigente y en el inciso VI encontramos la aprobación de los
exámenes teórico-práctico. Al respecto se ha señalado que
la Ley de Aviación en su artículo 12 establece que deberán
aprobarse los exámenes con 80 por ciento de los aciertos
para obtener la licencia por parte de la Autoridad
Aeronáutica.

Al respecto de esta propuesta anteriormente el senador
Víctor Fuentes,3 con fecha del 3 de marzo del año 2020,
ingreso un punto de acuerdo cuyo resolutivo fue votado en
sentido positivo y que se presenta a continuación: 

“Único. El Senado de la República exhorta de manera
respetuosa a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, a que modifique los artículos 42 y 65 del
Reglamento para la Expedición de Permisos, Licencias y

Certificados de Capacidad del Personal Técnico
Aeronáutico, para evitar la discriminación contra
personas poseedoras de licencias de piloto de Transporte
Público Ilimitado, aumentando la edad de revocación
definitiva a los 75 años y conservando los derechos
adquiridos por los años de servicio.”

En el resolutivo se aprecia en su interior que el artículo
primero constitucional evita la discriminación que puede
existir con motivo de la edad y de manera indirecta se
disminuyen sus percepciones económicas, lo cual limita la
estabilidad de sus hogares; muchos de los pilotos son el
sustento de los hogares y dado su régimen y disciplina de
vida, llevan una vida saludable, por lo cual, fijar un límite
de edad resulta contraproducente puesto que disminuyen
sus percepciones, dejan de trabajar en lo que más les gusta
y son blanco de prácticas discriminatorias que limitan su
esfera de la libertad y ejercicio pleno del derecho al
trabajo.

En una publicación el Aviation Times4 señala que la
Autoridad Federal de Aviación en Estados Unidos de
América (EUA) permite que un estudiante mayor a 14 años
pueda obtener una licencia, en el caso de las licencias
europeas, la restricción de edad se eleva a los 16 años, sin
embargo al igual que en el manejo de un automóvil, no hay
edad determinada para aprender a manejar. En contraparte,
hay asociaciones de pilotos que han volado a los 80 años,
sin que eso signifique una regla general, todo lo contrario,
se deben establecer evaluaciones que den cuenta del estado
psicológico y físico de las personas. 

A nivel internacional se tiene por consenso que las líneas
comerciales permiten volar hasta los 65 años; muchas de
las regulaciones nacionales también son modificadas a raíz
de su propia experiencia y disponibilidad de pilotos, uno de
los factores que deben evaluarse es la reciprocidad entre el
envejecimiento de los pilotos y las aptitudes de los jóvenes
sustitutos. En Japón, por ejemplo, el rango de edad se ha
elevado en menos de 15 años de 62 años a 64 años, y
después de 64 a 67 años, a raíz de la falta de pilotos de
nuevas generaciones. Para muchos estudiosos de la
aviación señalan una constante: la disponibilidad de pilotos
entrará en un periodo de crisis en la década de 2030.

De esta manera puede sintetizarse que aún cuando el
envejecimiento ha sido abordado como un problema
médico, es necesario puntualizar sus implicaciones en el
derecho y en la promoción de los derechos humanos,
existen políticas públicas enfocadas en ayudar a mejorar la
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calidad de vida de las personas adultas mayores; por otra
parte, hay algunos pilotos mayores de 65 años que se
mantienen en un estado de salud física y emocional óptima,
también son cabezas de familia y han hecho de la aviación
su mayor motivación de vida por lo cual, limitar sus
libertades y derechos va en contra de las disposiciones que
en la materia, en nuestro país y en el extranjero, se ha
emitido.

Con el fin de dar mayor claridad a la reforma propuesta, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:

Ley de Aviación Civil

Por lo expuesto, fundado y motivado presento a
consideración de la honorable Cámara de Diputados la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 38 de la Ley de
Aviación Civil

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 38 de la Ley de
Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 38. 

…

…

Las licencias de piloto tendrán las siguientes
excepciones:

a) Cualquier piloto incluyendo a los mayores de 65
años podrá revalidar su licencia en intervalos
regulares, siempre y cuando se indiquen como aptos
y apegándose a los resultados de los exámenes
psicofísicos.

b) Un piloto mayor a 65 años podrá realizar vuelos
internacionales como piloto al mando, siempre y
cuando cumpla con el certificado de capacidad, la
aptitud psicofísica necesaria y tenga vigente su
licencia. 

c) Un piloto mayor de 65 años podrá operar como
piloto al mando aeronaves con peso ilimitado, de
acuerdo con sus capacidades expresas en su licencia,
contando con su respectivo certificado de capacidad,
aptitud psicofísica, y tenga vigente su licencia.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Reglamento para la Expedición de Permisos,
Licencias y Certificados de Capacidad del Personal
Técnico Aeronáutico deberá armonizarse en un plazo no
mayor a 60 días.

Notas

1 https://www.hosteltur.com/122965_edad-limite-pilotos-comerciales-
ue-65-anos.html
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2 http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/esperanza.aspx?tema=P;

3 https://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/
101600 

4 https://aviation-times.aero/important-pilots-age/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Olga Patricia Sosa Ruiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y
Transportes, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con objeto de
dotar de autonomía constitucional a la Cofepris, a cargo de
la diputada Claudia Pastor Badilla, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo previsto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, promueve la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, con objeto de dotar de
autonomía a la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

a) Contexto histórico

La evolución de la teoría clásica de la división de poderes
en la que se concibe a la organización del Estado, en los
tres poderes tradicionales: legislativo, ejecutivo y judicial,
ha permitido la reconfiguración de la distribución de
funciones o competencias para hacer más eficaz el
desarrollo de las actividades que se encomiendan a cada

uno de los poderes, y se ha considerado la inclusión de
órganos constitucionales autónomos a través de reformas
constitucionales.

Los órganos constitucionales autónomos surgen como una
respuesta para equilibrar el ejercicio de los poderes
tradicionales, es decir, el Ejecutivo, el Legislativo y el
Judicial, pues éstos se han visto rebasados a través de los
cambios y las exigencias sociales, lo que ha conducido a la
necesidad de incorporar elementos adicionales que
coadyuven en el sistema de pesos y contrapesos del poder
público que contribuyen al cumplimiento efectivo de las
responsabilidades constitucionales del Estado.

El nacimiento de los órganos constitucionales autónomos
en México, se ha dado bajo diferentes contextos, sin
embargo, como veremos en líneas posteriores, el común
denominador es que, antes de que se les dotara de
autonomía plena, pertenecieron a la estructura directa de la
administración pública federal y que por diversos factores
y necesidades, se les fue otorgando gradualmente esa
autonomía.

Sobre el particular, una de las estrategias claves planteadas
por el Programa Nacional de Salud 2001-2006 a cargo de
la Secretaría de Salud, era el fortalecimiento de las
instituciones públicas y de rectoría en las funciones de
control sanitario, es por ello que mediante el Decreto
publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 5
de julio de 2001, se creó la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios, como un órgano
desconcentrado de la Secretaría de Salud, con autonomía
técnica, administrativa y operativa, que tendría por objeto
el ejercicio de las atribuciones que en materia de
regulación, control y fomento sanitarios conforme a la Ley
General de Salud y demás ordenamientos aplicables le
correspondiera a esa Secretaría.1

En el Reglamento de la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris), publicado
en el DOF el 13 de abril de 2004,2 la define como “un
órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de
Salud, con autonomía técnica, administrativa y operativa,
que tiene a su cargo el ejercicio de las atribuciones en
materia de regulación, control y fomento sanitarios en los
términos de la Ley General de Salud y demás disposiciones
aplicables”.

Con la creación de la Cofepris se ha buscado ejercer las
atribuciones de la Secretaría de Salud en materia

Año III, Segundo Periodo, 2 de marzo de 2021 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados92



regulación sanitaria con enfoque administrativo, a fin de
reducir, eliminar o mitigar riesgos reales o potenciales a la
salud, que conjuga acciones regulatorias y de fomento
sanitario, vinculadas a resultados de alto impacto en la
salud poblacional.

El ámbito de competencia de la Cofepris, se define como
aquellos actos del Poder Ejecutivo federal que tienden a
proteger a la población contra riesgos por consumo o uso
de agua, alimentos, bebidas, medicamentos, equipos
médicos, productos de perfumería, belleza y aseo,
nutrientes vegetales, plaguicidas, sustancias tóxicas o
peligrosas y otros productos, sustancias o agentes físicos,
químicos o biológicos presentes en el medio ambiente o en
el trabajo; y a mensajes publicitarios cuyos productos
anunciados puedan alterar su salud.

b) Contexto político actual

Desde la llegada a la Presidencia de la República del
ciudadano Andrés Manuel López Obrador, se ha visto una
tendencia de centralizar atribuciones y controlar todas las
decisiones del Estado, bajo la premisa del combate a la
corrupción. En lo particular, manifestó: “La Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios es
muy importante para verificar la calidad de medicamentos
y equipos médicos, por lo cual no desaparecerá”.3 Ante tal
situación se considera de suma importancia su autonomía
del Gobierno, para evitar la politización de un derecho
humano que es la salud.

Desde su creación, la Cofepris ha cumplido el mandato
constitucional plasmado en el artículo 4o., relativo al
derecho a la protección de la salud, ya que este organismo
sanitario nacional orienta la regulación, el control y el
fomento sanitario de forma anticipada, ágil y eficiente, ante
la identificación, caracterización y ponderación de
cualquier evento adverso, para que a partir de la evidencia
científica, evitar riesgos a la salud.

Debido a la importancia que reviste la Cofepris como un
garante eficaz de la salud pública, diversos sectores
sociales demandan la existencia de un organismo moderno,
a la altura de los nuevos desafíos y que de ninguna manera
este adscrita ni subordinada al poder del Estado.4

Actualmente, la Cofepris está adscrita a la Subsecretaría de
Prevención y Promoción de la Salud, encabezada por Hugo
López-Gatell Ramírez, quien bajo su tutela tiene otras doce
instancias más, que convierten a dicha institución en un

organismo de gran poder, tal y como consta en el Acuerdo por
el que se adscriben orgánicamente las unidades
administrativas y órganos desconcentrados de la Secretaría
de Salud, publicado con fecha 19 de agosto de 2020, en el
Diario Oficial de la Federación. Así con este ajuste Salud
sería juez y parte en compra de fármacos, incluidas las
vacunas contra el SARS-Cov-2, aniquilando la transparencia
y autonomía de la Cofepris, de ahí la necesidad de su
evolución a un órgano constitucional autónomo.

Para efectos de lo anterior, a continuación, se expondrán
brevemente las características esenciales de estos órganos.

c) Estructura administrativa del Estado

De acuerdo con José Núñez Castañeda, la administración
pública inició como una organización unitaria, con pocas
dependencias, pero, a medida que no fue sostenible la
pasividad del Estado, éste aumentó su intervención y la
administración pública fue diversificándose y
complicándose, lo cual dio origen a nuevas formas de
organización, que se traducen en: la centralizada, la
desconcentrada y la descentralizada.

En opinión de Gabino Fraga, la centralización
administrativa existe cuando los órganos se encuentran
colocados en diversos niveles, pero todos en una situación
de dependencia en cada nivel, hasta llegar a la cúspide en
que se encuentra el jefe supremo de la Administración
Pública, en nuestro caso, a nivel federal, corresponde al
titular del Poder Ejecutivo.

Como sabemos, el Estado es dinámico, y su estructura, en
ocasiones, puede no ser suficiente para hacerlo funcionar,
por ello, la centralización trajo un exceso de concentración
de poder y una estructura burocrática rígida, que puede
generar alta ineficiencia y corrupción.

Así, surge la desconcentración, que consiste en la
delegación de ciertas facultades de autoridad que hace el
titular de una dependencia en favor de órganos que les
están subordinados, jerárquicamente. por ejemplo, la
Comisión Nacional de Arbitraje Médico, que depende de la
Secretaría de Salud.

Mediante la desconcentración, se atribuyen a los órganos
funciones de carácter técnico y se les dota de
independencia para una mayor eficacia en la prestación de
las funciones que les competan, sin embargo, continúan
dependiendo de la organización centralizada.
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Siguiendo a José Núñez Castañeda, los órganos descon-
centrados “pueden ser creados por disposición en la ley o por
decreto presidencial, tienen grados de independencia
distintos y no comparten un esquema único, lo que obedece
a la diversidad de las funciones que les son asignadas.
Algunos ejemplos permiten apreciar estas diferencias. La
Comisión Federal de Telecomunicaciones, antes de
convertirse en Instituto Federal de Telecomunicaciones y
adquirir autonomía constitucional en 2013, era definida por el
artículo 9o. de la Ley Federal de Telecomunicaciones como
un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica,
operativa, de gasto y de gestión, con independencia plena
para dictar sus resoluciones”.

Por otra parte, la descentralización surge como un nuevo
esquema de organización de la administración. A los
órganos descentralizados se les dotó de personalidad
jurídica y patrimonio propios, es por esa razón que tienen
cierta independencia orgánica respecto del órgano central.

Estas formas de la organización administrativa del Estado
no han sido suficientes, o bien, se ha requerido agregar
otras figuras que garanticen el adecuado funcionamiento
del Estado, evitando la concentración de poder.

Como se advierte, en la desconcentración y en la descen-
tralización existen grados diferentes de independencia o
autonomía en relación con la administración centralizada,
pero ambas siguen formando parte o coordinados por el
Poder Ejecutivo.

d) Órganos constitucionales autónomos

Finalmente, como una nueva forma de distribuir el poder
público, surgen los órganos constitucionales autónomos,
abandonando la estructura del Poder Ejecutivo, incluso
adquiriendo independencia del resto de los poderes
tradicionales, es decir, el Legislativo y el Judicial. Dichos
órganos en algún momento formaron parte de la
administración pública del Estado, tal es el caso del Banco
de México y del Instituto Nacional Electoral.

Un órgano constitucional autónomo es un ente público con
personalidad jurídica y patrimonio propio, dotado de una
regulación propia e independiente del resto de poderes
constituidos, a través del cual el Estado delega la ejecución
de tareas especializadas. Esta figura nace de la exigencia
de la propia sociedad mexicana para garantizar el acceso y

ejercicio pleno y efectivo a cierto tipo de derechos sin
influencia alguna del resto de ningún otro poder público.
En efecto, una de sus características esenciales es que
ninguna dependencia pública ejerce poder jerárquico sobre
él, con lo cual se pretende garantizar, en esencia, la
objetividad, independencia e imparcialidad en su actuación
y determinaciones, lo que se traduce en el fortalecimiento
del sistema jurídico mexicano, con una distribución y
diversificación de competencias específicas del poder
público. Los órganos constitucionales autónomos actúan
con independencia en sus decisiones y estructura orgánica,
depositarios de funciones estatales que se busca
desmonopolizar, especializar, agilizar, independizar,
controlar o transparentar ante la sociedad, con la misma
igualdad constitucional.5

La creación de los órganos constitucionales autónomos se
fundamenta en tres hipótesis: 1) limitar el sistema
presidencial, arrancando al titular del Ejecutivo
atribuciones que anteriormente tenía; 2) enfrentar a la
partidocracia y a otros poderes fácticos mediante
instituciones independientes que fueran capaces de
controlar a esos poderes, y 3) los órganos constitucionales
autónomos tenían que ver con el proceso de transición a la
democracia, pues los poderes formales establecidos
contaban con vicios autoritarios, y la transformación
democrática requería de órganos nuevos, no contaminados,
que alentaran y acompañarán los procesos de cambio.6

Los órganos constitucionales autónomos se crean a partir
de diversas razones, como pueden ser: de tipo económico
neoliberal, por la necesidad de contar con aparatos
estatales que tomen decisiones técnicas (es decir, valoradas
por expertos en el tema que se trate) que estén alejadas de
cualquier ideología política; una razón más es la
desconfianza en los poderes tradicionales existentes (Poder
Ejecutivo, Legislativo y Judicial).7

Las causas de creación de los órganos constitucionales
autónomos, se pueden dividir en

1. Políticas; ya sea por desconfianza social o para
limitar la esfera de acción del Poder Ejecutivo.

2. Económicas;

3. Externas; ya sea debido a recomendaciones de
organismos financieros internacionales como el Banco
Mundial, el Fondo Monetario Internacional o la
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Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos, o por comparación con instituciones
extranjeras; o

4. Técnicas; debido a que las tareas encomendadas
requieren un alto grado de especialización.8

En ese entendido, generalmente las causas de creación de
los órganos constitucionales son: la limitación al sistema
presidencial, el enfrentamiento de la partidocracia y otros
poderes fácticos que confluyen dentro de un Estado
constitucional de Derecho, la necesidad de que existan
entes altamente especializados para el desarrollo de ciertas
funciones propias del Estado, y, lamentablemente, la
desconfianza por parte de la sociedad en su gobierno.

En resumen, los órganos constitucionales autónomos
tienen las siguientes características:

• Se consideran entidades, instituciones o entidades
especializadas, establecidas en la Constitución.

• Están dotados de personalidad jurídica y patrimonio
propio.

• Tienen relaciones de coordinación con otros órganos.

• Cuentan con autonomía e independencia funcional y
financiera, presupuestaria, técnica y de gestión en el
ejercicio de sus atribuciones.

• Permanencia.

• Atienden funciones estatales coyunturales, que
requieren especialización para ser eficazmente
atendidas en beneficio de la sociedad.

• Se rigen por los principios de certeza, legalidad,
independencia, imparcialidad, eficiencia, objetividad,
racionalidad presupuestaria, responsabilidad, profesiona-
lismo, transparencia, máxima publicidad y respeto a los
derechos humanos.

• El nombramiento de sus titulares deberá recaer en
aquellas personas que se hayan distinguido por su
honorabilidad, imparcialidad, competencia y antece-
dentes profesionales en la materia de la función que se
pretenda ocupar.

• Proponer el proyecto de presupuesto; y deben rendir
ante el Congreso del Estado un informe anual.

Las leyes de su creación determinarán la integración y
funciones de sus consejos, órganos directivos, consultivos
o de gobierno, así como su estructura orgánica y
funcionamiento.

En cuanto a las características de los órganos
constitucionales autónomos, autores como Jaime Cárdenas
Gracia, Marco Antonio Contreras Minero, Gerardo
Acuayte, entre otros, remiten a las características aportadas
por el español Manuel García-Pelayo, quien al analizar el
status del Tribunal Constitucional español, refiere que este
tipo de órganos autónomos constitucionales, cuentan con
las siguientes características: 1) configuración inmediata
por la Constitución; 2) son componentes fundamentales de
la estructura constitucional; 3) Participan en la dirección
política del Estado y 4) tienen paridad de rango y
relaciones de coordinación con otros órganos del Estado.

Jaime Cárdenas agrega algunas otras características como
son: inmediatez, esencialidad, participación técnica de los
mismos en la dirección política, autogobierno, autonomía,
independencia funcional, integración, estatuto de los
titulares, apoliticidad e inmunidades de los titulares.

Gerardo Acuayte señala como características: la
personalidad jurídica y el patrimonio propio, la autonomía
presupuestaria, técnica y de gestión, existencia de
coordinación entre ellos.9

A propósito del tema, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha emitido las tesis P./J. 20/200710 y P./J. 12/2008,11

con los rubros Órganos constitucionales autónomos. Notas
distintivas y características y Órganos constitucionales
autónomos. Sus características. Así, la primera tesis
establece:

El tribunal en pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación respecto de los órganos constitucionales
autónomos ha sostenido que: 1. Surgen bajo una idea de
equilibrio constitucional basada en los controles de poder,
evolucionando así la teoría tradicional de la división de
poderes dejándose de concebir la organización del Estado
derivada de los tres tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y
Judicial) que, sin perder su esencia, debe considerarse
como una distribución de funciones o competencias,
haciendo más eficaz el desarrollo de las actividades
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encomendadas al Estado. 2. Se establecieron en los textos
constitucionales, dotándolos de garantías de actuación e
independencia en su estructura orgánica para que
alcancen los fines para los que fueron creados, es decir,
para que ejerzan una función propia del Estado que por
su especialización e importancia social requería autonomía
de los clásicos poderes del Estado. 3. La creación de este
tipo de órganos no altera o destruye la teoría
tradicional de la división de poderes, pues la
circunstancia de que los referidos órganos guarden
autonomía e independencia de los poderes primarios, no
significa que no formen parte del Estado mexicano, pues
su misión principal radica en atender necesidades
torales tanto del Estado como de la sociedad en general,
formándose como nuevos organismos que se encuentran a
la par de los órganos tradicionales.

Como se aprecia, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha abordado las características que particularizan a
los órganos constitucionales autónomos, señalando que son
creados como una especie de equilibrio constitucional,
dando paso a la evolución de la teoría tradicional de la
división de poderes; se encuentran regulados en los textos
constitucionales; cuentan con actuación e independencia
en su estructura orgánica; ejercen funciones propias del
Estado, formando parte de éste; y atienden necesidades
torales del Estado y de la sociedad en general. 

Por ello consideramos necesario modificar el esquema de
operación de la Cofepris, a fin de que pase de ser un
organismo desconcentrado de la Secretaría de Salud, a
transformarse en un órgano constitucional autónomo que
pueda ejercer de forma independiente el objeto para el que
fue creado, sus funciones, presupuesto, decisiones,
etcétera.

Lo anterior, con la finalidad de que, en la realización de sus
funciones, actúe bajo plena independencia y autonomía del
resto de los poderes del Estado, en razón de la importancia
que tiene su encomienda constitucional, pues debemos
tener presente que es precisamente la existencia de órganos
constitucionales autónomos la que posibilita un mejor
equilibrio de los poderes que se ejercen en el Estado.

e) ¿Qué se entiende por autonomía?

Para Eduardo García Máynez, la autonomía es la facultad
que las organizaciones políticas tienen de darse a sí mismas
sus leyes y de actuar de acuerdo con ellas. José Boquera
indica que la autonomía puede ser la libertad de

organizarse para actuar libremente en el cumplimiento de
fines, sin que se interfiera en la organización o actividad.12

En palabras de Filiberto Ugalde, la autonomía es la
posibilidad para los entes de regir su vida interior mediante
normas y órganos propios, sin vulnerar el texto legal. Es
una especie de descentralización de funciones en un grado
extremo, no sólo de la administración pública, sino de los
poderes del Estado, con el propósito de evitar cualquier
injerencia que pudiera afectar el adecuado funcionamiento
del órgano.13

En conclusión, al hablar de la autonomía constitucional
que tiene un órgano, nos referimos a la posibilidad que
tiene dicho ente, para actuar, de conformidad con su marco
jurídico, bajo una independencia que le permita ejercer su
actuación y las funciones para las que fue creado, pero sin
olvidar que esa autonomía, no lo deslinda de la estructura
del Estado.

II. Marco normativo

- Creación y naturaleza jurídica

Como se indicó, con fecha 5 de Julio de 2001 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación el decreto por el cual se
creó la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios (Cofepris),14 como un órgano desconcentrado
de la Secretaría de Salud, con autonomía técnica,
administrativa y operativa, que tendrá por objeto el
ejercicio de las atribuciones que en materia de regulación,
control y fomento sanitarios conforme a la Ley General de
Salud y demás ordenamientos aplicables le corresponden a
esa Secretaría.15

- Órganos y unidades administrativas de la Cofepris:

La Cofepris se encuentra organizada de la forma
siguiente:

I. Un comisionado, que será el titular de la comisión;

II. Un consejo interno;

III. Un comité de directores;

IV. Un consejo consultivo mixto; y

V. Las siguientes unidades administrativas:
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a) Dirección General de Medicamentos y
Tecnologías para la Salud;

b) Dirección General de Control Sanitario de
Productos y Servicios;

c) Dirección General de Salud Ambiental;

d) Laboratorio Nacional de Salud Pública;

e) Dirección de Control Sanitario de la Publicidad;

f) Dirección Jurídica y de Política Normativa; y

g) Dirección de Apoyo Administrativo y Sistemas.

- Funciones de la Cofepris16

De acuerdo con la Ley General de Salud, la Cofepris es
supervisada por la Secretaria de Salud y cuenta con las
siguientes facultades:

- Efectuar la evaluación de riesgos a la salud en las
materias de su competencia, así como identificar y
evaluar los riesgos para la salud humana que generen los
sitios en donde se manejen residuos peligrosos;

- Proponer al Secretario de Salud la política nacional de
protección contra riesgos sanitarios así como su
instrumentación en materia de: establecimientos de
salud; medicamentos y otros insumos para la salud;
disposición de órganos, tejidos, células de seres
humanos y sus componentes; alimentos y bebidas,
productos cosméticos; productos de aseo; tabaco,
plaguicidas, nutrientes vegetales, sustancias tóxicas o
peligrosas para la salud; productos biotecnológicos,
suplementos alimenticios, materias primas y aditivos
que intervengan en la elaboración de los productos
anteriores; así como de prevención y control de los
efectos nocivos de los factores ambientales en la salud
del hombre, salud ocupacional y saneamiento básico;

- Elaborar y expedir las normas oficiales mexicanas
relativas a los productos, actividades, servicios y
establecimientos materia de su competencia;

- Ejercer el control y vigilancia sanitarios de los
productos señalados en los párrafos que preceden, de las
actividades relacionadas con los primeros, de su
importación y exportación, así como de los

establecimientos destinados al proceso de dichos
productos y los establecimientos de salud;

- Ejercer el control y la vigilancia sanitarios de la
publicidad de las actividades, productos y servicios a los
que se refiere esta Ley y sus reglamentos; de la
disposición y trasplantes de órganos y tejidos y células
de seres humanos;

- Ejercer las atribuciones que esta ley y sus reglamentos
confieren a la Secretaría de Salud en materia de sanidad
internacional, con excepción de lo relativo a personas;

- Imponer sanciones y aplicar medidas de seguridad en
el ámbito de su competencia;

- Ejercer las atribuciones que la presente Ley, la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, y los
demás ordenamientos aplicables le confieren a la
Secretaría de Salud en materia de efectos del ambiente
en la salud, salud ocupacional, residuos peligrosos,
saneamiento básico y accidentes que involucren
sustancias tóxicas, peligrosas o radiaciones; y

Participar, en coordinación con las unidades
administrativas competentes de la Secretaría de Salud,
en la instrumentación de las acciones de prevención y
control de enfermedades, así como de vigilancia
epidemiológica, especialmente cuando éstas se
relacionen con los riesgos sanitarios derivados de los
productos, actividades o establecimientos materia de su
competencia, El control sanitario de las donaciones y
trasplantes de órganos, tejidos células de seres humanos.

- La Cofepris en tiempos de emergencia sanitaria

En tiempos de emergencia sanitaria, el Estado debe avalar
el derecho a la protección de la salud, misma que debe ir
acorde con la actuación de la autoridad sanitaria, la
Cofepris.

El objeto como autoridad sanitaria de la Cofepris es el de
proteger a los mexicanos de los riesgos que se presenten
por el consumo y uso de medicamentos, dispositivos
médicos, así como los derivados del consumo de alimentos
y otros productos que utiliza la población, así como
organizar las acciones de control y fomentos sanitarios de
manera coordinada entre las entidades federativas en
materia de salubridad.17
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La Organización Mundial de la Salud catalogó la presencia
del SARS-Cov-2 (covid-19) como asunto de emergencia
en salud pública de importancia internacional; en México,
el pasado 30 de marzo, el Consejo de Salubridad General
declaró emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a
la epidemia generada por el SARS-Cov-2, al constituir un
problema de salud pública que pone en severo riesgo la
salud de la población.

Así, a fin de mitigar y de afrontar el aumento de contagios
por covid-19, la Cofepris trató de agilizar el proceso para
la adquisición de los insumos para la salud y priorizó las
acciones estratégicas en la atención de esta contingencia
sanitaria, con el objeto de mantener los estándares de
calidad de los insumos para la salud que ayudarán a mitigar
los efectos de la pandemia, implementando una serie de
listados con los requisitos para los productos que provienen
de importaciones.

Otro ejemplo en el que interviene la Cofepris son los
registros sanitarios para dispositivos médicos de
fabricación extranjera, trámite para el acondicionamiento,
depósito, venta y distribución de dispositivos médicos.
Para estos efectos, este ente público se encarga de solicitar
información técnica y científica para demostrar que el
insumo reúne las características de seguridad y eficacia.

Asimismo, se debe incluir el proyecto de etiqueta en idioma
español, en los términos de la norma oficial mexicana
correspondiente, complementado con una descripción
general del proceso de fabricación, estructura, materiales,
partes y funciones del dispositivo, con ello se esperaría una
pronta respuesta por parte de la Cofepris debido a la serie de
informes donde se aseguraba el abasto de los insumos.

Otra intervención de esta institución es la encargada de
entregar un permiso provisional de comercialización para
que puedan ser utilizadas en el país pruebas rápidas para la
detección del covid-19.

En materia de importaciones y exportaciones de insumos
médicos, se requiere la emisión de permisos para todos los
insumos médicos, principios activos para la elaboración de
medicamentos, así como alimentos y otros productos de
consumo humano.

- Derecho a la salud y sistema federal sanitario

El derecho a la salud se encuentra contemplado en el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, siendo un derecho humano por
excelencia, por lo que es deber del Estado asegurar la
asistencia y protección sanitaria, efectiva para la població,
lo cual genera una obligación del Estado tendente a su
conservación y protección. La salud como un bien social
solamente se puede preservar mediante un esfuerzo
colectivo, por medio del cual se desarrolle un sistema de
atención y protección sanitaria adecuada.

Para Miguel Carbonell, la protección de la salud y el
desarrollo de los correspondientes sistemas sanitarios es
una de las tareas fundamentales en los Estados
democráticos contemporáneos y representa una de las
claves del Estado de bienestar.18 Así, el Estado tiene la
obligación de desarrollar acciones positivas tendientes a
proteger la salud o repararla cuando ha sido afectada.

El sistema federal sanitario está formado por la Cofepris y
las autoridades equivalentes u homólogas en las entidades
federativas con las que se haya suscrito un acuerdo de
coordinación para el ejercicio de facultades en materia de
regulación, control y fomento sanitarios.

Se integró con el objeto de organizar y armonizar en toda
la República Mexicana las acciones de control y fomento
sanitarios que de manera coordinada y como autoridades
sanitarias ejercen la federación y las entidades federativas
en materia de salubridad general, y que son reguladas a
nivel nacional por la Secretaría de Salud, a través de la
Cofepris.19

El sistema federal sanitario se estructura con políticas
regulatorias y no regulatorias, vínculos a nivel nacional e
internacional a través de las áreas de protección contra
riesgos sanitarios y los laboratorios estatales de salud
pública y de la Cofepris.
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El sistema federal sanitario funciona regionalizado, se rige
por criterios para la participación de las entidades
federativas en el ejercicio de facultades en materia de
control y fomento sanitarios.

Regiones:20

Respecto a su presupuesto, para 2017 se le otorgaron 662
795 854 pesos; en 2018, el correspondiente a 690 755 294;
para 2019 se le asignaron 680 809 978; en 2020, 705 039
815, y para 2021 732 109 837.

Como se observa, el presupuesto más alto que se asignó a
este ente público durante el periodo referido fue el
correspondiente a 2021, por 732 109 837 pesos del
Presupuesto de Egresos de la Federación, que ascendió a 6
295 736 200 000 pesos; esto es, 0.012 por ciento del total.

III. Panorama internacional.

- Food and Drug Administration-Estados Unidos

En nuestro vecino del norte, la FDA21 es responsable de
proteger la salud pública mediante la regulación de los
medicamentos de uso humano y veterinario, vacunas y
otros productos biológicos, dispositivos médicos, el
abastecimiento de alimentos en Estados Unidos, los
cosméticos, los suplementos dietéticos y los productos que
emiten radiaciones.

Favorece la salud pública mediante el fomento de las
innovaciones de productos provee al público la
información necesaria, exacta, con base científica, que le
permite utilizar medicamentos y alimentos para mejorar su
salud.

Las responsabilidades de la FDA se extienden a los 50
estados de Estados Unidos, el Distrito de Columbia, Puerto
Rico, Guama, las Islas Vírgenes, Samoa Americana y otros
territorios y posesiones de Estados Unidos.

La FDA inspecciona a los fabricantes o procesadores de
productos regulados para verificar que cumplen con los
reglamentos pertinentes. Los que son inspeccionados
incluyen fabricantes de vacunas y medicamentos; bancos
de sangre; instalaciones de producción de alimentos;
granjas lecheras; procesadores de alimentos para animales.

La FDA realiza varios tipos de inspecciones para ayudar a
proteger a los consumidores de productos peligrosos: La
inspección previa a la aprobación después de que una
compañía presenta una solicitud a la FDA para
comercializar un nuevo producto. Inspecciones rutinarias
de una instalación reglamentada. Inspecciones “por causa
conocida” para investigar un problema específico que ha
suscitado la atención de la FDA.

- Agencia Europea de Medicamentos-Unión Europea

La EMA22 garantiza la evaluación científica, la
supervisión y el seguimiento de la seguridad de los
medicamentos de uso humano y veterinario en la Unión
Europea. protege y promueve la salud humana y animal
mediante la evaluación y el seguimiento de los
medicamentos en la Unión Europea (UE) y el Espacio
Económico Europeo (EEE).

Los principales cometidos de la agencia consisten en
otogar la autorización y el seguimiento de los
medicamentos en la UE. Para poder comercializar sus
productos, las empresas deben solicitar la autorización de
cada uno de ellos, que es emitida, en su caso, por la
Comisión Europea. La autorización les permite
comercializar el medicamento en cuestión en toda la UE y
el EEE.

Dado el amplio alcance del procedimiento, la mayoría de
los medicamentos verdaderamente innovadores que se
comercializan en Europa son autorizados por la EMA.

La agencia facilita el desarrollo de los medicamentos y su
acceso a ellos evaluando las solicitudes de autorizaciones
de comercialización haciendo el seguimiento de la
seguridad de los medicamentos a lo largo de todo su ciclo
de vida proporcionando información a los profesionales
sanitarios y los pacientes.
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La EMA cuenta con un consejo de administración,
compuesto por 36 miembros que, al ser nombrados, se
comprometen a actuar en interés público y a no representar
a ningún gobierno, organización o sector. El Consejo
establece el presupuesto, y aprueba su programa de trabajo
anual. El director ejecutivo es el responsable de todas las
cuestiones operativas y de personal y de elaborar el
programa de trabajo anual. La EMA cuenta con siete
comités científicos y varios grupos de trabajo en los que
participan miles de expertos de toda Europa.

La EMA coopera estrechamente con los reguladores
nacionales en los países de la UE y con la Dirección
General de Salud de la Comisión en una asociación
conocida como la red europea de regulación de
medicamentos. También interactúa con los pacientes, los
profesionales sanitarios y las universidades. Por último,
colabora asimismo con sus agencias homólogas y en
especial con el Centro Europeo para la Prevención y el
Control de las Enfermedades y la Autoridad Europea de
Seguridad Alimentaria.

La EMA trabaja de forma independiente, abierta y
transparente y defiende las normas más estrictas en sus
recomendaciones científicas. Sus comités científicos
proporcionan recomendaciones independientes sobre
medicamentos de uso humano y veterinario que se basan
en una evaluación científica exhaustiva de los datos. La
Agencia pública información clara e imparcial sobre los
medicamentos y sus usos autorizados.

IV. Justificación de la iniciativa

Como ya se ha indicado a lo largo de esta iniciativa, la
Cofepris juega un papel importante en la protección sanitaria
del país, así que dotar de autonomía constitucional es una
condición necesaria, pues a pesar de que su reglamentación
contempla una estructura organizacional y se prevé
autonomía técnica, administrativa y operativa, parece ser que
no es suficiente para garantizar el derecho a la protección de
la salud, sobre todo en esta contingencia sanitaria que
atraviesa el país, pues no se ha observado el ejercicio efectivo
de sus facultades por injerencias abiertas del Gobierno
Federal, que no permite que este órgano –en principio
técnico– asuma sus determinaciones estrictamente con ese
carácter.

Así, resulta cuestionable la manera en la que se conduce la
Cofepris debido a que tratándose de trámites para insumos
de la salud, vacunas; y en momentos de emergencia

sanitaria, el Estado Mexicano debe garantizar el derecho a
la protección a la salud, misma que debe ir acorde con la
actuación de la autoridad sanitaria contando con términos
claros y razonables al momento de expedir algún tipo de
trámites, sin estar sometida a los gustos del gobierno en
turno.

Ejemplo claro de ello es el acuerdo23 por el que se
adscriben orgánicamente las unidades administrativas y
órganos desconcentrados de la Secretaría de Salud, pues se
realizó un cambio en la adscripción de la Comisión, al
pasarla del titular de la Secretaría de Salud al titular de la
Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, una
modificación orgánica más política que técnica que además
concentra una serie de facultades en una subsecretaría que
no necesariamente es la más idónea para esta tarea.

El acuerdo justifica el cambio de adscripción en la
necesidad de actualizar e integrar en un solo documento,
las áreas de adscripción de la Ssa que se han ido
modificando en el Reglamento Interior de la Secretaría de
Salud y en las Leyes General de Salud y de los Institutos
Nacionales de Salud, mientras que en el comunicado de
prensa difundido por Comunicación social de LA Ssa, se
menciona que la decisión fue “bajo el principio básico de
que el criterio científico técnico debe prevalecer en todo
momento sobre cualquier otro, como señala el Programa
Sectorial de Salud 2020-2024”.24

Al subsecretario de Prevención y Promoción se le ha
asignado la tarea de facilitar el proceso de reestructuración
de Cofepris, que es uno de los objetivos de nuestro
programa sectorial de salud que se publicó este lunes y lo
que buscamos es tener mejor regulación y sobre todo
transparencia, transparencia. Hay que limpiar de
corrupción el país en muchos aspectos, pero en la
regulación sanitaria también hay muchas preocupaciones
al respecto.25

Para algunos especialistas, con este ajuste lo único que se
aprecia es que la Secretaría de Salud será juez y parte en
compra de fármacos, ya que aniquila la independencia, la
transparencia y la autonomía de la agencia regulatoria,
poniendo en entredicho su credibilidad.26

Al poner en duda y riesgo la regulación sanitaria es menester
dotarlo de autonomía plena, tanto presupuestalmente como
decisivamente y sin sometimiento alguno a otro órgano
estatal.
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En momentos de emergencia sanitaria, el Estado mexicano
debe garantizar el derecho a la protección a la salud, la que
debe ir acorde con la actuación de la autoridad sanitaria,
que en este caso es la Cofepris, y que al otorgarle plena
autonomía, cumpla realmente un rol de autoridad
autónoma en materia sanitaria, lo que de suyo implica la
protección a los mexicanos de los riesgos que se presenten
por el consumo y uso de medicamentos, dispositivos
médicos, así como los derivados del consumo de alimentos
y otros productos que utiliza la población,27 así las
acciones de control y fomentos sanitarios de manera
coordinada entre las entidades federativas en materia de
salubridad.

Ello, teniendo en consideración que el Estado Mexicano ha
firmado compromisos internacionales entre ellos el
Tratado México, Estados Unidos, Canadá (T-MEC) y del
Tratado de Integración Progresista de Asociación
Transpacífico, de los cuales se pueden generar posibles
incumplimientos de sus compromisos en materia sanitaria,
lo que en el peor de los casos podría llevar a nuestro país a
enfrentar paneles de solución de controversias en materia
regulatoria.

Sujetar a la Cofepris a una dependencia federal implica que
su autonomía se afecte irremediablemente. La ausencia de
transparencia de sus trámites y procedimientos en sus áreas
de regulación, desde los alimentos, dispositivos médicos y
productos químicos, puede llevar a entorpecer el comercio
exterior, de acuerdo con los compromisos pactados en el
artículo 28 del T-MEC. Según los especialistas, esto puede
ocasionar que nuestros socios comerciales, impulsen el
inicio de un panel dentro del capítulo 31 de solución de
controversias, lo que implicaría un impacto para México.
Aunado a que se generaría inseguridad jurídica de poca
confianza para la inversión.28

El capítulo 28 del T-MEC busca generar transparencia, una
mejor coordinación entre las partes, rendición de cuentas
(transparencia), y practicabilidad en la forma en que se
genera la regulación; esto es, que exista cooperación
regulatoria entre las partes, eliminar requisitos, evitando
que sean redundantes o divergentes o duplicados pero,
sobre todo, impedir que esos requisitos entorpezcan el
comercio exterior.

En conclusión, al transformar a Cofepris en un órgano
constitucional autónomo, no solo aplicará e impactará de
forma positiva en el ámbito nacional, sino también en la
esfera internacional con compromisos y objetivos

compartidos para el desarrollo y garantía en la protección
del derecho humano a la protección de la salud.

V. Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa propone reformar el artículo 4° de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
con el objeto de reconocer autonomía constitucional a la
Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos
Sanitarios.

Se busca también regular la designación de su Consejo de
Administración mediante un procedimiento en el que
participe un Comité de Evaluación integrado por expertos
en la materia y sin la intervención del Ejecutivo federal.

Para garantizar la suficiencia presupuestal, proponemos un
porcentaje fijo mínimo para la asignación de su
presupuesto, que derive del total del Presupuesto de
Egresos de la Federación, y que hemos calculado tomando
en consideración el más elevado durante los años
comprendidos de 2017 a 2021, el cual fue el
correspondiente a 2021, por 732 109 837 pesos del total del
Presupuesto de Egresos de la Federación, que ascendió a 6
295 736 200 000; esto es, 0.01 por ciento del total.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propone, se
presenta la siguiente tabla comparativa en la que se aprecia
en la primera columna el texto vigente de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la segunda
columna la propuesta de adición resaltada en negritas:
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Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
del artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, con objeto de dotar de
autonomía constitucional a la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios

Único. Se adicionan los párrafos quinto, sexto, séptimo,
incisos a) a c), y octavo, y se recorren los párrafos
subsecuentes, del artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4o. …

…

…

…

El estado contará con un organismo público autónomo
denominado Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios, dotado de autonomía
técnica, funcional, financiera, personalidad jurídica y
patrimonio propios, quien será la autoridad en materia
de sanidad y estará a cargo de la regulación, control y
fomento sanitario, de conformidades con las leyes de la
materia.

Para garantizar la suficiencia en la gestión presupuestal
de este órgano autónomo, en ningún caso, el
presupuesto que se le asigne será menor al 0.01 por
ciento del total del Presupuesto de Egresos de la
Federación que corresponda.

La Comisión Nacional para la Protección contra
Riesgos Sanitarios estará a cargo de un Consejo
General, integrado por cinco consejeros independientes
electos por un periodo de siete años, cuya designación
será hecha por la Cámara de Diputados, con el voto de
las dos terceras partes de los miembros; bajo el
siguiente procedimiento:

a) La Cámara de Diputados emitirá el acuerdo para
la elección de los integrantes del Consejo de
Administración, que contendrá la convocatoria
pública, las etapas completas para el procedimiento,
sus fechas límites y plazos improrrogables, así como

el proceso para la designación de un comité técnico
de evaluación, integrado por siete personas de
reconocido prestigio, de las cuales tres serán
nombradas por el órgano de dirección política de la
Cámara de Diputados, dos por la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos y dos por el Instituto de
Investigaciones Biomédicas de la UNAM;

b) El comité recibirá la lista completa de los
aspirantes que concurran a la convocatoria pública,
evaluará el cumplimiento de los requisitos
constitucionales y legales, así como su idoneidad
para desempeñar el cargo; seleccionará a los mejor
evaluados en una proporción de cinco personas por
el cargo vacante, y remitirá la relación
correspondiente al órgano de dirección política de la
Cámara de Diputados;

c) El órgano de dirección política de impulsará la
construcción de los acuerdos para la elección de los
consejeros, a fin de que una vez realizada la votación
por este órgano en los términos de la ley, se remita al
pleno de la Cámara de Diputados, la propuesta con
las designaciones correspondientes.

El nombramiento del Consejero Presidente de la
Comisión Nacional para la Protección contra Riesgos
Sanitarios deberá recaer en una persona que se haya
distinguido por su honorabilidad, imparcialidad,
competencia técnica y antecedentes profesionales en la
materia de la función que se pretende ocupar.

…

…

…

…

…

…

…

…

…
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…

…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá un plazo de
ciento ochenta días naturales para realizar las adecuaciones
necesarias al marco jurídico conforme al presente Decreto
y deberá expedir la Ley Orgánica de la Comisión Federal
para la Protección Contra Riesgos Sanitarios, la cual tendrá
por objeto regular su organización, funcionamiento y sus
competencias.

La conformación de la Comisión Federal para la
Protección Contra Riesgos Sanitarios, como órgano
autónomo, deberá llevarse a cabo a más tardar treinta días
naturales posteriores al inicio de la vigencia de la Ley
Orgánica a que se hace referencia en el párrafo anterior.

Tercero. La normatividad y regulación emitida por la
Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos
Sanitarios, con anterioridad a la entrada en vigor del
presente Decreto, que no se oponga a lo dispuesto en éste,
continuará vigente, sin perjuicio de que pueda ser
adecuada, modificada o sustituida, en términos de las
disposiciones de este Decreto y de la Ley Orgánica de la
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios que expida el Congreso de la Unión, de
conformidad con el artículo anterior.

Cuarto. La Cámara de Diputados contará con un plazo de
treinta días naturales, contados a partir de la entrada en
vigor de la Ley Orgánica a que se hace referencia en el
transitorio segundo, para llevar a cabo el nombramiento de
los integrantes del Consejo de Administración del órgano
autónomo denominado Comisión Nacional para la
Protección contra Riesgos Sanitarios.

Quinto. En tanto se integra la Comisión Federal para la
Protección Contra Riesgos Sanitarios, como un órgano
autónomo, éste continuará en sus funciones conforme al
marco jurídico vigente de la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios.

Sexto. Los recursos humanos, financieros y materiales de
la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios, pasarán al órgano constitucional que se crea por
virtud de este decreto.

Los procedimientos iniciados con anterioridad a la
conformación del Comisión Nacional para la Protección
contra Riesgos Sanitarios, como órgano autónomo
continuarán su trámite ante el órgano desconcentrado de la
Secretaría de Salud, en términos de la legislación aplicable
al momento de su inicio.

Notas

1 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=762924&fecha=05
/07/2001

2 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=677821&fecha=13
/04/2004

3 https://aristeguinoticias.com/0708/aristegui-en-vivo/enterate/cofepris-
es-fundamental-no-desaparece-lopez-obrador-enterate/

4 https://coparmex.org.mx/cofepris-no-debe-perder-su-autonomia-tec-
nica-de-organo-regulador-sanitario/

5 Carrillo Cervantes, Yasbe Manuel. “La división de poderes y los
órganos constitucionales autónomos en México, propuestas para la
reforma del Estado”, Alegatos, volumen 39, mayo-agosto, UAM, 1998,
página 331

6 López Olvera, Miguel Alejandro (coordinador). Poderes tradicionales y
órganos constitucionales autónomos, 2020, IIJ-UNAM, página 3,
disponible en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/13/6169/16.pdf

7 Ídem.

8 Seminario Internacional: poderes tradicionales y órganos
constitucionales autónomos, (5/6) disponible en: 

https://www.youtube.com/watch?v=Ss-_9NIcPIk&ab_channel=
IIJUNAM
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9 Seminario Internacional: poderes tradicionales y órganos
constitucionales autónomos, (5/6) disponible en: 

https://www.youtube.com/watch?v=Ss-_9NIcPIk&ab_channel=
IIJUNAM 

10 Registro digital: 172456, Tesis: P./J. 20/2007, Tipo: Jurisprudencia,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV,
Mayo de 2007, página 1647, Materia(s): Constitucional.

11 Registro digital: 170238, Tesis: P./J. 12/2008, Tipo: Jurisprudencia,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII,
Febrero de 2008, página 1871, Materia(s): Constitucional.

12 Ambos autores son citados en el artículo: “Órganos constitucionales
autónomos”, del autor Filiberto Valentín Ugalde Calderón, disponible en 

https://portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/servicio-profesional-
electoral/concurso-publico/2016-2017/primera-convocatoria/docs/
Otros/37-org-constitucionales-autonomos.pdf

13 Disponible en 

https://portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/servicio-profesional-
electoral/concurso-publico/2016-2017/primera-convocatoria/docs/
Otros/37-org-constitucionales-autonomos.pdf

14 ttps://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=762924&fecha=05/
07/2001&print=true 

15 Artículo 1 del decreto por el que se crea la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios.

16 Artículo 17 Bis de la Ley General de Salud.

17 https://www.gob.mx/cofepris/articulos/acciones-estrategicas-de-la-
cofepris-por-la-emergencia-de-covid-19?idiom=es

18 https://miguelcarbonell.me/2020/04/11/el-derecho-a-la-salud-su-
s i g n i f i c a d o - e l e m e n t a l / ? f b c l i d = I w A R 1 b 9 U n h C E S p D -
FAL9x4tPIkBL5e1i4Yhu0xrCVlbGdGOXdbFYdfHKS9orQ

19 https://www.gob.mx/cofepris/acciones-y-programas/sistema-federal-
sanitario-49111

20 https://www.gob.mx/cofepris/acciones-y-programas/atribuciones-
49200

21 https://www.fda.gov/about-fda/fda-basics/que-hace-la-fda

22 https://europa.eu/european-union/about-eu/agencies/ema_es#estructura

23 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5598727&fecha=
19/08/2020

24 https://codigof.mx/cofepris-funciones-y-cambios-en-la-administra-
cion-2018-2024/

25 Hugo López-Gatell, subsecretario de Prevención y Promoción de la
Salud. Conferencia vespertina del 19 de agosto.

26 https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Con-ajuste-en-Cofepris-
Salud-seria-juez-y-parte-en-compra-de-farmacos-Chertorivsky-
20200820-0148.html

27 https://www.gob.mx/cofepris/articulos/acciones-estrategicas-de-la-
cofepris-por-la-emergencia-de-covid-19?idiom=es

28 https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Con-ajuste-en-Cofepris-
Salud-seria-juez-y-parte-en-compra-de-farmacos-Chertorivsky-
20200820-0148.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Claudia Pastor Badilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 9o. de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Higinio del
Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El suscrito, diputado federal Higinio del Toro Pérez,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Reglamento de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto, al
tenor de la siguiente 
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Exposición de motivos

La Organización de las Naciones Unidas presentó un
informe en el mes de julio del presente año, con el título del
“El impacto del covid-19 en América Latina y el Caribe”,
en que se informa que la pandemia ha perjudicado
gravemente al mundo, pero principalmente América Latina
y el Caribe son regiones en donde provocará la peor
recesión en los últimos 100 años. Por lo que la
recuperación deberá ser una manera de reestructurar el
modelo de desarrollo con base en la igualdad y el respeto a
los derechos humanos.

Conforme a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
se establecieron cuatro dimensiones clave sustentadas
firmemente en los derechos humanos:

• “Dimensión social: basada en la igualdad y la
protección social universal, independientemente del
sexo o el género, la edad, la raza, el origen étnico, el
idioma, la religión, la condición jurídica o el estatus
migratorio, o de cualquier otra situación o circunstancia
personal.

• Dimensión económica: basada en la creación de
empleos decentes, sostenida por una mayor capacidad
tecnológica local.

• Dimensión ambiental: basada en la protección de la
naturaleza y el medio ambiente para las generaciones
presentes y futuras.

• Dimensión política: basada en la democracia, el estado
de derecho, la transparencia, la igualdad de género, la
prevención de conflictos y la rendición de cuentas, así
como en la participación y el acceso de la sociedad civil
y las comunidades locales a la información en todas las
fases de la formulación, la aplicación y la evaluación de
las políticas públicas”.1

Las recomendaciones gubernamentales para aumentar la
protección social para ayudar los hogares es esencialmente
detectar y atender a las personas y regiones más
vulnerables para equilibrar las condiciones sociales de los
ciudadanos que viven en pobreza y extrema pobreza. 

Cuadro 1.2

Los Estados deben garantizar el suministro de servicios
básicos como el agua, electricidad, comunicaciones y sin
olvidar el internet. Además, deben dar prioridad al derecho
a la educación con base al principio de igualdad y acceso
continuo entre las niñas, niños y adolescentes,
preferentemente a los que se encuentran en situación
pobreza y marginación

Nuestra Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece en su artículo sexto párrafo tercero, el
derecho del acceso al internet:

“Artículo 6o.- (…)

(…)

El Estado garantizará el derecho de acceso a las
tecnologías de la información y comunicación, así como
a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones,
incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos,
el Estado establecerá condiciones de competencia
efectiva en la prestación de dichos servicios”.

Es decir que cualquier mexicana o mexicano se le
garantizará el acceso al internet, aunque la realidad social
discrepa por lo establecido por la carta magna. La reciente
pandemia que azota en todo el mundo, ha reflejado la gran
brecha de desigualdad que existe entre los ciudadanos.

Los derechos humanos “son aquellos derechos que tienen
todas las personas por el hecho de ser tal, y que les permite
su máxima realización material y espiritual, con
responsabilidad para su propia comunidad”.3

Las garantías individuales son los medios de protección o
aseguramiento de los derechos humanos; el maestro Fix-
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Zamudio expresa que la verdadera garantía de los derechos
de la persona humana consiste precisamente en su
protección procesal, es decir son los medios procesales por
conducto de los cuales es posible su protección y eficacia.4

Los derechos fundamentales son “todos aquellos derechos
subjetivos que corresponden universalmente a ‘todos’ los
seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de
ciudadanos o de personas con capacidad de obrar”.5

El ciclo escolar 2019-2020 se vio perjudicado dado que, las
niñas, niños y adolescentes no pudieron regresar a clases
para finalizar el ciclo escolar y ante el regreso a clases del
ciclo escolar 2020-2021, las autoridades educativas han
buscado diversas medidas y protocolos de sanidad para
este regreso a clases pero que, si la situación
epidemiológica seguía en la misma situación o peor, se
implementaría el programa Aprende en Casa II para
asegurar la educación de las y los alumnos, sin olvidar que
las clases continuarán siendo a distancia, es decir, desde
sus hogares.6

Sin duda, el sector educativo en nuestro país es uno de los
mayormente afectados por esta crisis sanitaria; la
Secretaría de Educación Pública se ha visto en la
obligación de cerrar temporalmente las instituciones
educativas para salvaguardar la salud de los educandos y
evitar contagios, por lo que se optó por mantenerlos dentro
de sus hogares.

Siendo de esta manera que los educandos deben de contar
con una televisión y una computadora para poder seguir
estudiando, pero de acuerdo con el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía, publicó la Encuesta Nacional
sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la
Información en los Hogares (ENDUTIH) 2019,
mencionando que:

• “El 92.5 por ciento de los hogares cuenta al menos con
un televisor.

• El 43.0 por ciento de la población de 6 años o más es
usuaria de computadora (49.4 millones). 

• El 70.1 por ciento (80.6 millones) de la población de
seis años o más son usuarios de Internet”.7

Los sectores con mayores índices de pobreza son los más
afectados, en la que las niñas, niños y adolescentes que

viven en zonas marginadas o pertenecientes a comunidades
indígenas no cuentan con acceso a internet, ni mucho
menos con un dispositivo tecnológico que le permita
continuar con sus estudios.

Regresaron a clases 30 millones 466 mil educandos de
educación básica y media, en la que su mayoría pertenecen
a escuelas públicas. La Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económicos (OCDE), menciona que en
México en promedio el 80 por ciento de los alumnos de
clase alta y 45% de los alumnos de clase media cuentan
con una computadora y acceso a internet; en comparación
con los alumnos de clase baja que solo el 5 por ciento
cuentan con ello.8

Aunque la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión establece en su artículo 3 fracción XLIII:

“Artículo 3. (…)

I. a XLII. (…)

XLIII. Política de inclusión digital universal:
Conjunto de programas y estrategias emitidos por el
Ejecutivo Federal orientadas a brindar acceso a las
tecnologías de la información y la comunicación,
incluyendo el Internet de banda ancha para toda la
población, haciendo especial énfasis en sus sectores más
vulnerables, con el propósito de cerrar la brecha digital
existente entre individuos, hogares, empresas y áreas
geográficas de distinto nivel socioeconómico, respecto a
sus oportunidades de acceso a las tecnologías referidas
y el uso que hacen de éstas”.9

Se han presentado diversos casos en la población mexicana
en la que las familias están en crisis para que sus hijas e
hijos puedan seguir estudiando; existe un caso particular en
la otomí de Toluca en la que un padre soltero a cargo de
cinco hijos, se tuvo que ver en la necesidad para determinar
quién de sus hijos podría seguir estudiando ya que no
cuentan con computadora, celular, radio y peor aún sin
energía eléctrica, optando por que su hija que cursa el
primer año de primaria fuera la que siguiera estudiando.
Asimismo, al menos el 20 por ciento de los pobladores de
la misma región sufren de las mismas circunstancias por no
contar con los servicios básicos.10

Aunque la ley prevé brindar acceso de internet de banda
ancha a toda la población, no es una realidad, que inclusive
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se pueda considerar como una ilusión jurídica. La gran
brecha de desigualdad no es reciente, siempre ha estado
presente pero la pandemia ha reflejado esa urgencia que se
debe atender para reducir la desigualdad de ese importante
recurso para que las niñas, niños y adolescentes no se queden
atrás y se haga efectivo su derecho que tienen a la educación.

La Declaración Universal de Derechos Humanos establece
en su artículo 26 menciona:

“1. Toda persona tiene derecho a la educación. La
educación debe ser gratuita, al menos en lo
concerniente a la instrucción elemental y fundamental.
La instrucción elemental será obligatoria. La
instrucción técnica y profesional habrá de ser
generalizada; el acceso a los estudios superiores será
igual para todos, en función de los méritos
respectivos”.11

La Convención sobre los Derechos del Niño en su artículo 28:

“1. Los Estados parte reconocen el derecho del niño a la
educación y, a fin de que se pueda ejercer
progresivamente y en condiciones de igualdad de
oportunidades ese derecho”.12

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo tercero:

“Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a la
educación. El Estado –federación, estados, Ciudad de
México y municipios– impartirá y garantizará la
educación inicial, preescolar, primaria, secundaria,
media superior y superior. La educación inicial,
preescolar, primaria y secundaria conforman la
educación básica; ésta y la media superior serán
obligatorias, la educación superior lo será en términos
de la fracción X del presente artículo. La educación
inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad
del Estado concientizar sobre su importancia”.13

Por ende, el Estado tiene la obligación de garantizar en
todo momento el derecho a la educación, este derecho por
excelencia es pilar fundamental para el progreso y
conocimiento de la sociedad mexicana, ante esta situación
no se debe permitir un estancamiento que pueda llegar a
generar un retroceso sin precedentes de la educación en
nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman las fracciones XII y XIII del artículo
9; y se adiciona una fracción XIV, todos de la Ley General
de Educación.

Artículo 9. Las autoridades educativas, en el ámbito de sus
respectivas competencias y con la finalidad de establecer
condiciones que permitan el ejercicio pleno del derecho a
la educación de cada persona, con equidad y excelencia,
realizarán entre otras, las siguientes acciones:

I. a XI. (…)

XII. Proporcionar a los educandos los libros de texto
gratuitos y materiales educativos impresos o en
formatos digitales para la educación básica,
garantizando su distribución,

XIII. Fomentar programas que coadyuven a la mejora
de la educación para alcanzar su excelencia, y

XIV. Promover a los educandos, preferentemente a
los que se encuentran en situación de pobreza y
marginación, el acceso a las tecnologías de la
información y la comunicación, incluyendo el
Internet de banda ancha.

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- En las entidades federativas contarán con un
lapso de 120 días a partir de la fecha de la publicación en
el Diario Oficial de la Federación; para adecuar sus leyes
estatales y demás reglamentaciones, para no contradecir el
presente decreto. 

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas. El impacto del covid-19 en
América Latina y el Caribe. 9 de julio de 2020. 

https://reliefweb.int/report/world/informe-el-impacto-del-covid-
19-en-am-rica-latina-y-el-caribe-julio-2020
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2 Ibídem.

3 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2020.

4 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor. Latinoamérica: Constitución, proceso y
Derechos Humanos. 1 edición, México, 1988, página 58.

5 Revistas Jurídicas UNAM. Derechos Humanos y derechos
fundamentales. México. 2018. 

https:/ /revistas. juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-
derechos/article/view/12556/14135

6 Milenio. SEP concluye ciclo escolar entre pandemia por covid-19. 3
de julio de 2020.

https://www.milenio.com/politica/sep-concluye-ciclo-escolar-
2019-2020-pandemia-coronavirus

7 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Encuesta Nacional
sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los
Hogares 2019. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2020/
OtrTemEcon/ENDUTIH_2019.pdf

8 El Universal. Con computadora sólo el 5% de los estudiantes pobres
en el regreso a clases. 24 de agosto de 2020. 

https://www.eluniversal.com.mx/nacion/con-computadora-solo-5-
de-los-estudiantes-pobres-en-el-regreso-clases#:~:text=Especiales-
,Con%20computadora%2C%20s%C3%B3lo%205%25%20de%20
los%20estudiantes%20pobres,en%20el%20regreso%20a%20clase
s&text=Seg%C3%BAn%20el%20Programa%20de%20la,hasta%2
020.6%25%20y%2023.4%25.

9 Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 2020.

10 El Universal. Justino no tuvo de otra, sólo uno de sus hijos
estudiará. 29 de agosto de 2020. 

https://www.eluniversal.com.mx/metropoli/justino-no-tuvo-de-
otra-solo-uno-de-sus-hijos-estudiara

11 La Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948.

12 Convención sobre los Derechos del Niño, 1989.

13 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 2020.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de febrero de 2021.—
Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y
LEY FEDERAL PARA PREVENIR 

Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y Ley  Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, a cargo del diputado Fernando
Luis Manzanilla Prieto, del Grupo Parlamentario del PES

Fernando Luis Manzanilla Prieto, diputado del Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6o., numeral
1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 133, 134, 685 Ter y 857 de la Ley Federal del
Trabajo y el artículo 9 de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el año 2014, en esta misma asamblea, se aprobó una
reforma histórica que permitió considerar como violencia
laboral la solicitud de certificados médicos de no embarazo
a las mujeres; en consecuencia, nunca más se volvió a
condicionar a una mujer la obtención de un empleo a
cambio de demostrar que no estaba embarazada. Lo
anterior quedó establecido en la Ley Federal del Trabajo y
en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia.

No obstante, la discriminación no se detiene en el ámbito
laboral. Muchas empresas que radican en el país, ponen
como requisito de contratación la entrega de certificados
médicos, con la justificación de analizar si las personas son
aptas para el empleo o tienen alguna enfermedad congénita
que les impida realizar dichas actividades; pero en la práctica,
el manejo de dicha información de manera arbitraria puede
impedir a una persona obtener un empleo, debido a su
condición de salud.
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Tanto la Ley de Protección de Datos Personales en
Posesión de Sujetos Obligados, como la Ley de Protección
de Datos Personales en Posesión de Particulares,
consideran la condición de salud de una persona como
“datos personales sensibles”, y si bien, las empresas no
cometen una ilegalidad al solicitar los exámenes médicos
(ya que los interesados firman la conformidad de que se
maneje esa información), si recurren en una actitud de
discriminación al solicitar un certificado médico, pues dan
preferencia a la persona que tiene un estado de salud
favorable.

En un caso hipotético, pero que ocurre con mucha
frecuencia, si una persona que tiene cáncer solicita un
empleo en una determinada empresa, pero su puesto está
en juego entre ella y otra persona, seguramente el
empleador dará preferencia al profesionista que no tiene
una enfermedad crónico-degenerativa; sin embargo, dicha
decisión no se toma bajo el argumento del valor agregado
profesional, sino pensando en la productividad de la
empresa. 

Aunque lo anterior fue un caso hipotético,
desafortunadamente es una realidad que se ha venido
documentando en los últimos años:

Para quienes padecen cáncer el reto no sólo es vencer a
la enfermedad, sino lidiar con sus consecuencias. El
estigma que predomina entre los empleadores es que las
personas con la enfermedad se vuelven improductivas,
por lo que muchas veces deciden concluir la relación
laboral.

En el caso concreto de cáncer de mama, cuatro de cada
10 mujeres en promedio fueron víctimas de
discriminación laboral en 2013, según datos de la
fundación Edificando Vidas, organismo que brinda
apoyo integral a pacientes con cáncer.

Al ser un padecimiento crónico que puede requerir
varios días de incapacidad, muchas empresas no están
dispuestas a cubrir esa prestación por largo tiempo.1

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM) y diferentes tratados internacionales tienen
múltiples disposiciones que brindan diversas protecciones
y garantías relacionadas con la discriminación laboral.

No obstante lo anterior, actualmente no hay ninguna
normativa que prohíba a las empresas y empleadores,

solicitar certificados médicos a personas que les soliciten
trabajo, convirtiéndose con ello en una práctica
discriminatoria que debe quedar regulada en la Ley Federal
para Prevenir y Eliminar la Discriminación, así como en la
Ley Federal del Trabajo. 

El objetivo de esta iniciativa es erradicar la discriminación
laboral por motivos de salud, no mediante la declaratoria
de un precepto o principio legal, sino con la prohibición de
solicitud de certificados médicos como requisito para el
ingreso, permanencia o ascenso en el ámbito laboral, que
como se verá a lo largo de este proyecto esta acción no es
justificable, salvo en los casos específicos que contempla
la Ley Federal del Trabajo. 

Clasificación de enfermedades

La Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE), de
acuerdo con la Organización Panamericana de la Salud
(OPS), es “uno de los estándares internacionales más
usados para elaborar estadísticas de morbilidad y
mortalidad en el mundo”,2 su objetivo es permitir al
sistema registrar, analizar, interpretar y comparar los datos
de mortalidad y morbilidad recopilados en diferentes
países o regiones y en diferentes momentos. A través de la
clasificación, las palabras de diagnóstico y otros problemas
de salud se pueden convertir de palabras a códigos
alfanuméricos para facilitar su almacenamiento y posterior
recuperación para el análisis de la información.3

La estructura básica de la CIE se basa en un “sistema de
clasificación de eje variable”,4 agrupándose de la siguiente
manera: 

• Enfermedades epidémicas.

• Enfermedades constitucionales o generales.

• Enfermedades localizadas ordenadas por sitios.

• Enfermedades del desarrollo.

• Traumatismos.5

Para el caso de nuestro país, la Secretaría de Salud ha
determinado el uso del mismo número de clasificación de
enfermedades, y en el contexto de la vigilancia,
investigación y control se identifican las variables de
enfermedades transmisibles y no transmisibles.
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Las transmisibles hacen referencia a “enfermedades
infecciosas y parasitarias, complicaciones del embarazo,
del parto y del puerperio y ciertas afecciones originadas en
el período perinatal.”6 Para el caso de enfermedades no
transmisibles, se incluye “el resto de capítulos de
enfermedades crónicas como el cáncer en todos sus tipos,
a las lesiones y accidentes.”7

Para efectos de la presente iniciativa, es pertinente aclarar
que no se debe discriminar a una persona por ninguna
enfermedad, y por consiguiente, la solicitud de certificados
médicos no debe ser justificable aunque se trate de una
enfermedad transmisible, tal como puede ser el caso de
enfermedades de transmisión sexual o por ejemplo, por el
virus SARS-Cov-2, y otro tipo de padecimientos que se
encuentren en esa categoría. 

En tal caso, la empresa estaría en la obligación de seguir
aplicando las prácticas de salud e higiene que sean
necesarias y las dictadas por las normas oficiales
mexicanas; asimismo, brindar oportunamente el servicio
médico que establece la ley, y no limitar los derechos
laborales por las incapacidades médicas.

Es también pertinente definir ¿qué se entiende por
enfermedades crónicas degenerativas? Pues a raíz de la
pandemia, se hizo evidente que este tipo de padecimientos
determinaban condiciones de salud adversas para la
sociedad, y donde se encuentran pacientes estigmatizados
por su condición. 

Las más comunes son diabetes e hipertensión arterial, y se
definen de la siguiente manera: 

“Son aquéllas que van degradando física y/o
mentalmente a quienes las padecen, provocan un
desequilibrio y afectan a los órganos y tejidos. Las
enfermedades degenerativas pueden ser congénitas o
hereditarias. Suelen manifestarse en edades
avanzadas, aunque también pueden afectar a personas
jóvenes de entre 20 y 40 años, dependiendo la
enfermedad. Están relacionadas con los estilos de
vida y con el envejecimiento de la población.”8

Equivocadamente se ha desarrollado un discurso
discriminatorio a nivel internacional, donde se juzga a las
personas que padecen este tipo de enfermedades, pues se
afirma que basta con la prevención para que una persona
no tenga dichos padecimientos; sin embargo, fuera de toda
estrategia bien fundamentada de prevención, no se debe

catalogar a los pacientes de este tipo de enfermedades
como personas responsables de su condición de salud.

Discriminación Laboral

La discriminación laboral, o en el empleo, se refiere a
prácticas que subordinan o ponen a ciertas personas en
situación de subordinación o desventaja en el mercado
laboral o en el lugar de trabajo debido a su raza, color,
religión, género, opiniones políticas, nacionalidad, salud u
origen social. Las prácticas discriminatorias pueden ser
directas o indirectas, y ocurren cuando se establece una
clara distinción, preferencia o exclusión por una o más
razones.9

Ésta se ha expresado a lo largo de la historia en diversas
facetas, desde motivos que obedecen al género, la
orientación sexual, la discapacidad, el origen étnico, la
edad, entre otros. Sin embargo, una faceta en la que poco
se aplica la ley es la discriminación por condiciones de
salud de las personas. 

De acuerdo con el Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación (Conapred) el estado de salud, el embarazo
y la segregación de género son las tres principales causas
de exclusión en el lugar de trabajo.10 La Organización
Internacional del Trabajo (OIT) reconoce que este tema
afecta a todos los países, sectores económicos y tipos de
actividades. Si bien estas acciones son condenadas por la
sociedad y, en ocasiones, legalmente, el avance en su
eliminación es desigual y no siempre duradero.11

Desde enero de hasta septiembre de 2019, Conapred
clasificó 102 expedientes de denuncia como presunta
discriminación; de todas ellas, las diez principales causas
se discriminación laboral fueron: 

1. Condición de salud

2. Embarazo

3. Género

4. Discapacidad

5. Apariencia física

6. Preferencia u orientación sexual

7. Edad
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8. Sexo

9. Situación Familiar

10. Identidad de género.12

Al posicionarse en primer lugar la condición de salud,
resulta evidente que las acciones enunciadas en la Ley
Federal del Trabajo y la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación son insuficientes para
garantizar que no se discrimine por esta razón. Si bien
existen mecanismos para demandar a un empleador por
despido injustificado, principalmente motivado por
condiciones de salud, poco se hace para prevenir dicha
situación en el proceso de contratación, donde
impunemente las empresas solicitan certificados médicos
sin justificación alguna.

Es entendible que en muchas ocasiones, la naturaleza del
trabajo requiere un esfuerzo físico considerable para
ejercer una profesión, encontrándose las empresas en una
encrucijada entre no atentar contra la integridad de las
personas o no ejercer la discriminación. Esto lo explica la
Organización Internacional del Trabajo (OIT) bajo la
siguiente pregunta:

Pregunta: ¿Existe alguna distinción que no se considere
discriminatoria? 

Respuesta: Las distinciones basadas en las calificaciones o
en los esfuerzos son legítimas.

Son aceptables las disparidades en la remuneración que
reflejan las diferencias en términos de años de educación o
del número de horas trabajadas.

El cumplimiento por las empresas de las políticas
gubernamentales concebidas para corregir los patrones
históricos de discriminación y para extender de este modo
la igualdad de oportunidades y de trato en el empleo no
constituye una discriminación.

La legislación nacional puede establecer medidas
especiales de protección o asistencia, como las relativas
a la salud y la maternidad; éstas son disposiciones
importantes que no constituyen discriminación.

Dar efecto al principio de igualdad de trato puede exigir
medidas especiales y la consideración de diferencias, por
ejemplo, en lo que atañe a las personas con discapacidades.

En ese sentido esta propuesta no pretende que las em-
presas pongan en riesgo a las personas al no considerar
sus condiciones de salud, sino que se elimine una
restricción preestablecida por los prejuicios sociales que
se puedan tener ante enfermedades preexistentes. 

En la actualidad, este mecanismo de estigma se ha
trasladado incluso a personas que han padecido la
enfermedad covid-19, pues aunque después de un tiempo
de recuperación, la transmisión sea poco probable, se
pueden presentar secuelas posteriores de la recuperación
de dicha enfermedad. 

Las consecuencias post covid-19 ya se encuentran
documentadas en diversas investigaciones, pues van desde
secuelas físicas hasta implicaciones psicológicas. Entre las
consecuencias físicas se observa que las de mayor peso
son: (i) neurológicas; (ii) cutáneas; (iii) cardiológicas; y
(iv) tromboembolismo. 

Por otro lado, también existen consecuencias psicológicas
respecto a la enfermedad. Un estudio realizado en el
hospital San Rafael de Milán determinó que “más de la
mitad de las personas que se recuperan de la covid-19 tiene
secuelas psicológicas”13:

A través de entrevistas clínicas y cuestionarios de
autoevaluación se observó que:

28 por ciento sufrían trastorno de estrés postraumático
(TEPT).

31 por ciento tenía depresión.

42 por ciento presentaba ansiedad.

40 por ciento tenía insomnio.

20 por ciento mostraba síntomas de trastorno obsesivo-
compulsivo.

También se recolectó información sociodemográfica, datos
clínicos, marcadores inflamatorios y niveles de saturación
de oxígeno de estos pacientes.

56 por ciento de los pacientes a los que se realizó
seguimiento presentaba al menos una secuela psicológica
considerable, que estaba relacionada con la gravedad de la
inflamación que habían tenido durante la infección por el
virus de la covid-19.14
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Ante todos estos padecimientos, es entendible que una
persona que ha salido de esta enfermedad, sobre todo
después de haber estado grave, no pueda reincorporarse
fácilmente al mercado laboral, lo cual ha provocado un
ambiente discriminatorio.

Por ejemplo, en el estado de Coahuila esta problemática ha
sido atendida por el Centro de Evaluación Laboral Valpar de
la Universidad Autónoma de Coahuila, el cual fue creado
para apoyar a las personas con alguna discapacidad y facilitar
el encontrar un empleo, esto a través de la aplicación de un
sistema que evalúa sus aptitudes y conocimientos para su
inclusión laboral. La evaluación realizada por este Centro
considera aspectos como el tipo de discapacidad o
enfermedad discapacitante, en donde se incluye
enfermedades crónico degenerativo, y ahora se comenzará a
considerar con secuelas del covid-19, tanto a nivel pulmonar,
renal, estómago e incluso a nivel cognitivo.15

Acciones como la antes mencionada permite prevenir y
eliminar actos discriminatorios hacia los pacientes
recuperados de covid-19, los cuales en el ámbito laboral no
son una novedad, ya que existen antecedentes de este tipo
de prácticas a personas con discapacidad, con
enfermedades crónico degenerativas, enfermedades de
transmisión sexual, siendo el VIH, la enfermedad con
mayor discriminación en el mercado laboral. 

Por tal motivo, es necesario trabajar para eliminar la
estigmatización hacia las personas que tuvieron covid-19.
Según el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF) las causas de esta estigmatización son las
siguientes: 

• Es una enfermedad nueva y en torno a la cual existen
todavía muchas incógnitas.

• Frecuentemente tenemos miedo a lo desconocido.

• Es fácil asociar ese miedo a “los otros”.16

El impacto de esta estigmatización es preocupante, por lo
que puede generar que “las personas escondan la
enfermedad para evitar la discriminación, impedir que las
personas busquen atención médica en forma inmediata y
hacer que las personas no adopten comportamientos
saludables”.17

En el campo laboral, esto se traduce incluso a que personas
que deseen retomar su empleo, o estén buscando una nueva

oportunidad, estén tentados a mentir respecto a su condición
médica con tal de conseguir un trabajo, situación que pone en
riesgo a la misma persona que padeció covid-19.

Albert Vilariño afirma que esta posible situación de
discriminación laboral respecto a covid-19 es precipitada,
y que se tendría que analizar con mayor detenimiento
conforme avance la inmunización; sin embargo, el hecho
de que la empresa elija candidatos supuestamente
inmunizados para cubrir las vacantes puede generar una
discriminación positiva contra estas personas, es decir, en
detrimento de las personas que no han experimentado la
enfermedad.18

Ante este posible escenario propone las siguientes
soluciones: 

Sólo una legislación que promueva la contratación de estos
perfiles de personas y que acabe derivando en un cambio
de actitud general en la gestión de recursos humanos tras
poner en valor el trabajo de estas personas, podrá hacer que
la situación, muy poco a poco, se revierta.

La responsabilidad social de las empresas (RSC) es
también una herramienta imprescindible para lograr todo
esto, y las políticas y sistemas de gestión deberán tener en
cuenta esta situación y dirigir sus acciones a solucionar
estos problemas disfrazados de nuevas realidades, pero que
ya estaban arraigados en las culturas corporativas desde
hace mucho tiempo.

En ese mismo tenor la OIT propone abordar estas actitudes
discriminatorias, con base en la experiencia de la
estigmatización del VIH, bajo las siguientes lecciones
clave: 

- No emitir juicios.

- Cuidar el lenguaje.

- Desarrollar una respuesta basada en derechos
humanos.

- Proteger los empleos y los medios de vida.

- Involucrar a las comunidades afectadas.

- Respetar la confidencialidad.

- Combatir el estigma en todas sus formas.
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- Compartir historias positivas y dar un rostro humano a
la covid-19.19

En la práctica, se observa que estas recomendaciones no
han sido seguidas por las empresas y los empleadores. Los
datos hablan por sí solos: 

De acuerdo con los datos más recientes del Inegi, durante
julio el número de trabajadores informales se incrementó en
1.7 millones, para alcanzar la cifra de 27.3 millones de
personas que trabajan sin prestaciones, ni acceso a servicios
de salud o ahorro para el retiro. 

…

La diabetes, hipertensión, sobrepeso, obesidad, enferme-
dades pulmonares, del corazón o renales, son las principales
condiciones médicas (comorbilidades) que aumentan el
riesgo de muerte si se contrae covid-19, de acuerdo con
autoridades de salud.

Además de los adultos mayores, las personas con
padecimientos como cáncer, lupus, VIH, o autoinmunes,
también están en el grupo de mayor vulnerabilidad en caso
de contraer coronavirus. De contagiarse, tendrían mayores
implicaciones ante un sistema inmune debilitado.

La Secretaría de Salud indica que el número mayor de
fallecidos por Covid está entre quienes padecen
hipertensión (44.64 por ciento), diabetes (38.16 por
ciento), y obesidad (24.46 por ciento).

Para una persona con algunos de estos padecimientos,
enfermar de Covid es muy peligroso y la recomendación
desde el inició de la pandemia fue quedarse en casa y
guardar sana distancia, pero ante la situación económica,
para muchos ha sido imposible.20

Bajo esa realidad, y mediante los estudios de caso docu-
mentados por Animal político, se observa que las empresas
no quieren correr el riesgo de reclutar grupos de alto riesgo,
brindarles seguridad social y dejarlos trabajar o descansar
cuando cambian los semáforos epidemiológicos.21

También se constató que algunos empresarios solicitaron
un “certificado” de que no padecían covid-19, según lo
registrado por Animal político en un informe anterior. Los
exámenes se han convertido en un requisito básico de un
trabajo, como si fuera una prueba curricular. La Comisión
Nacional de Derechos Humanos (CNDH), afirmó que estas

prácticas son discriminatorias y las empresas se justifican
con las medidas dictadas por las autoridades sanitarias.22

No hay datos oficiales que muestren cuántos trabajadores
se han visto afectados por el covid-19, ni cuántas personas
pueden superar esta infección, ni cuántas han sufrido
discriminación por haber sufrido la enfermedad. La
mayoría son trabajadores, aunque están en peligro por
posibles infecciones, no se les permite trabajar desde
casa.23

No conforme con la discriminación generalizada, se
adiciona un punto negativo que atenta totalmente con la
inclusividad social, al discriminar doblemente a las
personas migrantes, afrodescendientes, mujeres e
indígenas. En consecuencia, se prevé una carrera de
desigualdad, donde las estigmatizaciones derivadas de la
enfermedad, se podrían conjuntar con la segregación a
grupos vulnerables, bajo el pretexto de las medidas
sanitarias establecidas por las autoridades.24

Justificación legal y causas de exclusión

La OIT es el organismo que más concretado convenios
relativos a este tipo de discriminación laboral. En su
convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación),
1958 (núm. 111) se establece lo siguiente: 

“Artículo 1

- 1. A los efectos de este Convenio, el
término discriminación comprende:

- (a) cualquier distinción, exclusión o preferencia
basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión
política, ascendencia nacional u origen social que tenga
por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades
o de trato en el empleo y la ocupación;

- (b) cualquier otra distinción, exclusión o
preferencia que tenga por efecto anular o alterar la
igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u
ocupación que podrá ser especificada por el
Miembro interesado previa consulta con las
organizaciones representativas de empleadores y de
trabajadores, cuando dichas organizaciones existan,
y con otros organismos apropiados.

…
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Artículo 3

Todo Miembro para el cual el presente Convenio se
halle en vigor se obliga por métodos adaptados a las
circunstancias y a las prácticas nacionales, a:

- (a) tratar de obtener la cooperación de las
organizaciones de empleadores y de trabajadores y de
otros organismos apropiados en la tarea de fomentar la
aceptación y cumplimiento de esa política;

- (b) promulgar leyes y promover programas
educativos que por su índole puedan garantizar la
aceptación y cumplimiento de esa política;

- (c) derogar las disposiciones legislativas y modificar
las disposiciones prácticas administrativas que sean
incompatibles con dicha política;

- (d) llevar a cabo dicha política en lo que concierne a
los empleos sometidos al control directo de una
autoridad nacional;

- (e) asegurar la aplicación de esta política en las
actividades de orientación profesional, de formación
profesional y de colocación que dependan de una
autoridad nacional;

- (f) indicar en su memoria anual sobre la aplicación de
este Convenio las medidas adoptadas para llevar a cabo
esa política y los resultados obtenidos”.25

Así, este convenio, establece claramente que no debe haber
ninguna causa de exclusión o preferencia en el entorno
laboral, y al analizar los casos de rechazo profesional por
motivos de salud, se le está dando una ventaja intrínseca a
la persona que tiene una condición de salud óptima. 

Por otro lado, el artículo 3 de este mismo convenio,
establece claramente la necesidad de reformar las leyes, y
derogar las disposiciones necesarias, que hagan posible el
cumplimiento de los objetivos del convenio; y en el caso
que nos ocupa, los certificados médicos son una
herramienta que hacen posible este tipo de discriminación
laboral. 

Sin embargo, es necesario entender que hay causas que
deben excluirse en esta propuesta, relativos a certificados
médicos que deben solicitarse para los casos de los
menores de edad que pretendan laborar en alguna empresa.

Esto no solo ya se contempla en la Ley Federal del Trabajo,
sino en el Convenio sobre el examen médico de los
menores (industria), 1946 (número 77) de la OIT. 

“Artículo 2

- 1. Las personas menores de dieciocho años no podrán
ser admitidas al empleo en empresas industriales, a
menos que después de un minucioso examen médico se
las haya declarado aptas para el trabajo en que vayan a
ser empleadas.

- 2. El examen médico de aptitud para el empleo deberá
ser efectuado por un médico calificado, reconocido por
la autoridad competente, y deberá ser atestado por
medio de un certificado médico, o por una anotación
inscrita en el permiso de empleo o en la cartilla de
trabajo.

- 3. El documento que pruebe la aptitud para el empleo
podrá:

- (a) prescribir condiciones determinadas de empleo;

- (b) expedirse para un trabajo determinado o para un
grupo de trabajos u ocupaciones que entrañen riesgos
similares para la salud y que hayan sido clasificados en
un grupo por la autoridad encargada de aplicar la
legislación relativa al examen médico de aptitud para el
empleo.

- 4. La legislación nacional determinará la autoridad
competente para expedir el documento que pruebe la
aptitud para el empleo y definirá las condiciones que
deberán observarse para extenderlo y entregarlo.”26

Por otro lado, el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales vela por estos mismos
derechos en los siguientes artículos:

En su artículo 2o., párrafo 2, establece que los estados
parte “se comprometen a garantizar el ejercicio de los
derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna
[…].” En el artículo 6o., reconoce el “derecho a trabajar,
que comprende el derecho de toda persona a tener la
oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo
libremente escogido o aceptado […].” El artículo 7o., por
su parte, reconoce “el derecho de toda persona al goce de
condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias […]”,
entre las cuales se encuentran “un salario equitativo e igual
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por trabajo de igual valor”, tener “igual oportunidad para
[…] ser promovidos, dentro de su trabajo” y “el descanso,
el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las
horas de trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así
como la remuneración de los días festivos”.27

En el artículo 1 párrafo quinto de nuestra Constitución
establece que en México:

“Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones de
salud, la religión, las opiniones, las preferencias
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o
menoscabar los derechos y libertades de las
personas.”28

Asimismo, el artículo 5 del mismo ordenamiento establece
que “a ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la
profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode,
siendo lícitos”;29 por lo cual, también se incumple este
principio al negarle empleo o despedir a alguien por haber
sufrido o padecer una enfermedad. 

En conclusión, se hace necesario que se reforme la Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, a fin
de que se contemple como discriminación la exigencia de
certificados médicos por cualquier tipo de enfermedad,
adicionando también los certificados médicos de no
embarazo, pues este último no estaba contemplado en la
ley en mención.

En la Ley Federal del Trabajo se hace necesario reformar
diversas disposiciones con el objetivo de dejar clara esta
prohibición, tal como ya se contempla en el aspecto de
certificados médicos de no embarazo. Lo anterior no se
deberá interpretar como una acción para eludir las
obligaciones de los trabajadores de someterse a los
reconocimientos médicos previstos en el reglamento
interior y demás normas vigentes en la empresa o
establecimiento, para comprobar que no padecen alguna
incapacidad o enfermedad de trabajo, contagiosa o
incurable.

Sin embargo, estas pruebas y reconocimientos no se
podrán traducir en despidos, sino en orientación y atención
integral de la salud. Se hace necesario también actualizar la
Ley Federal del Trabajo respecto a providencias cautelares
y el no agotamiento de la instancia conciliatoria. 

Puntualmente, la presente iniciativa que reforma la Ley
Federal del Trabajo y la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación tiene los siguientes objetivos: 

• Establecer la prohibición a los patrones o sus
representantes de exigir la presentación de certificados
médicos de no embarazo o de enfermedades crónico
degenerativas, de transmisión sexual, epidémicas,
generales, traumatismos o del desarrollo para el ingreso,
permanencia o ascenso en el empleo.

• Que los trabajadores cumplan con la obligación de
someterse a reconocimientos médicos y de poner en
conocimiento del patrón las enfermedades contagiosas
que padezcan siempre y cuando estas acciones no
determinen una medida discriminatoria que afecte la
permanencia o ascenso en el empleo.

• Que los conflictos de discriminación por condiciones
de salud sean exceptuados para agotar la instancia
conciliatoria en el proceso laboral.

• Que en los conflictos que se reclame discriminación por
condiciones de salud, las autoridades correspondientes
puedan decretar las providencias necesarias para evitar
que se cancele el goce de derechos fundamentales, tales
como la seguridad social.

• Que en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación se considere como discriminación la
exigencia de certificados médicos de no embarazo o de
enfermedades crónico degenerativas, de transmisión
sexual, epidémicas, generales, traumatismos o del
desarrollo para ingresar, permanecer o ascender en un
empleo.

Los siguientes cuadros comparativos muestran los alcances
de la reforma:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de 

Decreto

Primero. Se reforman los artículos 133, 134, 685 Ter y 857
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

Artículo 133. Queda prohibido a los patrones o a sus
representantes:

I. a XIII. […]

XIV. Exigir la presentación de certificados médicos de
no embarazo o de enfermedades crónico
degenerativas, de transmisión sexual, epidémicas,
generales, traumatismos o del desarrollo, para el
ingreso, permanencia o ascenso en el empleo;

XV. a XVIII. […]

Artículo 134. Son obligaciones de los trabajadores:

I. a IX. […]

X. Someterse a los reconocimientos médicos previstos
en el reglamento interior y demás normas vigentes en la
empresa o establecimiento, para comprobar que no
padecen alguna incapacidad o enfermedad de trabajo,
contagiosa o incurable, siempre y cuando estos no
constituyan una medida discriminatoria que afecte
la permanencia o ascenso en el empleo;

XI. Poner en conocimiento del patrón las enfermedades
contagiosas que padezcan, tan pronto como tengan
conocimiento de las mismas, sin que esto pueda
afectar la permanencia o ascenso en el empleo;

…

Artículo 685 Ter. Quedan exceptuados de agotar la
instancia conciliatoria, cuando se trate de conflictos
inherentes a: 

I. Discriminación en el empleo y ocupación por
embarazo, así como por razones de sexo, orientación
sexual, raza, religión, origen étnico, condición social,
las condiciones de salud, acoso u hostigamiento
sexual;

…

Artículo 857. El secretario instructor del Tribunal, a
petición de parte, podrá decretar las siguientes
providencias cautelares:

I. a III. […]

IV. En los casos que se reclame discriminación en el
empleo, tales como discriminación por embarazo,
orientación sexual, las condiciones de salud, o por
identidad de género, así como en los casos de trabajo
infantil, el tribunal tomará las providencias necesarias
para evitar que se cancele el goce de derechos
fundamentales, tales como la seguridad social, en tanto
se resuelve el juicio laboral, o bien decretará las
medidas de aseguramiento para las personas que así lo
ameriten. Para tal efecto, los demandantes deben
acreditar la existencia de indicios que generen al
Tribunal la razonable sospecha, apariencia o presunción
de los actos de discriminación que hagan valer.

Segundo. Se adiciona la fracción XXXIV al artículo 9 de
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación,
para quedar como sigue:

Artículo 9. …

Con base en lo establecido en el artículo primero
constitucional y el artículo 1, párrafo segundo, fracción III
de esta Ley se consideran como discriminación, entre
otras:

I. a XXXII. […]

XXXIII. Implementar o ejecutar políticas públicas,
programas u otras acciones de gobierno que tengan un
impacto desventajoso en los derechos de las personas;
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XXXIV. Exigir certificados médicos de no embarazo
o de enfermedades crónico degenerativas, de trans-
misión sexual, epidémicas, generales, traumatismos
o del desarrollo para ingresar, permanecer o
ascender en un empleo, y

XXXV. En general cualquier otro acto u omisión
discriminatorio en términos del artículo 1, párrafo
segundo, fracción III de esta Ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputado
Fernando Luis Manzanilla Prieto (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión
Social, y de Derechos Humanos, para dictamen.

LEY AGRARIA

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley Agraria, en materia de igualdad de
género y de establecimiento de un glosario normativo, a
cargo del diputado Ismael Hernández Deras, del Grupo
Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Ismael Alfredo
Hernández Deras, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la Sexagésima
Cuarta Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adicionan, reforman y derogan diversas
disposiciones de la Ley Agraria, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

La iniciativa que presento en esta ocasión tiene dos
finalidades que responden a dos problemáticas existentes
en la Ley Agraria; la primera de ellas, es la concerniente a
que dicha Ley no integra en su cuerpo legal una parte
dedicada al establecimiento de las definiciones
conceptuales que la misma Ley desarrolla y emplea a lo
largo de su texto normativo, es decir, no integra un glosario
de términos; la segunda de ellas se inscribe dentro de la
igualdad de género, específicamente en el empleo del
lenguaje incluyente, para cambiar las definiciones de los
términos ejidatarios y avecindados del ejido, contenidos
en la Ley para integrar la palabra persona en tales
definiciones, ya que constituyen términos más amplios no
reductibles a la concepción binaria y dicotómica de la
sociedad. No sobra decir que ambas problemáticas tienen
efectos jurídicos no deseables que procuramos, con esta
iniciativa, contribuir para su erradicación.

Referente al glosario

La palabra glosario deviene del latín glossarium, formada
de glossa (glosa palabra oscura) más el sufijo arium que
indica un lugar para guardar cosas, en este caso palabras
que no se entienden, entonces una primera aproximación a
su definición sería un lugar para guardar palabras.

En el lenguaje actual, un glosario es sobre todo, una lista
alfabética de palabras especializadas puestas al final de una
obra, relacionadas con el contenido de la misma. También
el vocabulario específico de una materia o disciplina, por
ejemplo, glosario de astronomía, botánica, psicología,
medicina, derecho, física, etc. Por extensión se aplica la
palabra glosa con el sentido de explicar el contenido de un
escrito, por ejemplo, la glosa de un informe de actividades.

Entonces el glosario tiene la connotación de ser una
recopilación de definiciones o explicaciones de palabras
que tratan sobre un mismo tema y que, generalmente se
presenta ordenada de forma alfabética, o bien, por orden de
aparición en el texto correspondiente.

En ámbitos académicos es común ver su inclusión como
anexo al final de libros, investigaciones, tesis o
enciclopedias, donde el lector encontrará una guía
conceptual que le permitirá una mejor comprensión del
texto. Los glosarios son, también generalmente, usados
como referencia solo para la obra de que son parte, por ello

son distintos a los diccionarios que tienen la intención de
explicar o definir conceptos en todos los ámbitos.

En este orden de ideas, para Else Oyen un glosario es:

“Una lista de términos difíciles con explicaciones”, es
una caja de herramientas científicas que proporciona un
antecedente histórico sobre las definiciones vinculadas
a un cierto campo de investigación, los cambios en los
contenidos de las definiciones a lo largo del tiempo, así
como su uso y significado actuales. En el plano de la
formulación de teorías, las definiciones brindan
significados estables, fijos y permanentes hasta tanto
son reformuladas y adquieren nuevas connotaciones. Su
significado presente es el resultado de un proceso
histórico de cambio y de diálogo en el campo
científico.1

La función principal de los glosarios es otorgar claridad a
los conceptos que se definen, de tal forma que sea
imposible otorgarles más de un significado, lo que redunda
en una mejor comprensión de lo que se esté analizando, ya
que no existirá vaguedad o ambigüedad. Así entendido, el
glosario se convierte en una herramienta fundamental para
la comprensión de cualquier texto que lo contenga. 

Ahora bien, cuando trasladamos la importancia de la
creación y uso del glosario al ámbito legislativo, esta se
magnifica, ya que en ese ámbito los enunciados normativos
deben cumplir con ciertos requisitos, tanto de redacción
como de técnica legislativa, que los diseñe sin equívocos.
En este punto es importante resaltar que una equivocación
en la redacción de una ley, tiene efectos perjudiciales sobre
las personas a las que va dirigida la norma, es decir, sobre
los gobernados.

Por ejemplo, si en una ley no se define un concepto o no se
hace esa definición con claridad, este podría interpretarse
de formas múltiples, como lo que ocurre con el concepto
vivienda digna, por citar un ejemplo, que al no tener una
definición normativa clara, sin ambigüedades, nadie sabe
con precisión a que se refiere tal concepto, no se conoce el
espacio y la estructura arquitectónica que implica, no se
aprecia la cantidad de espacio que necesita cada persona
como espacio necesario para su desarrollo digno, se
desconoce cuántas personas deben habitar una vivienda,
cuál sería la extensión de la vivienda, cuántas y cuáles
piezas deberían contener, cuál es la cuestión de salubridad
que deba presentar, etc., lo que tiene efectos jurídicos
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prácticos relacionados en que tal dignidad en la vivienda se
vuelve confuso y difícil de exigir, puesto que no existe una
definición que le permita a los gobernados exigir ese
derecho.

Aunado a la claridad en las definiciones, es importante
señalar el espacio que ocupan las disposiciones normativas
dentro de la arquitectura de una ley, es decir, que el espacio
que ocupan los diferentes enunciados normativos dentro de
un ordenamiento, no es un hecho azaroso, sino que reviste
de importancia, tal situación ha dado lugar al argumento
denominado sedes materiae.

Dicho argumento establece que la atribución del
significado se realiza a partir del lugar que la disposición
ocupa en el contexto normativo del que forma parte, ya
que se piensa que la localización topográfica proporciona
información sobre su contenido por ser fruto de un plan
del legislador y, por tanto, manifiesta su voluntad.2

Por lo que el lugar espacial que ocupan los diferentes
enunciados normativos que integran el cuerpo de una ley
tiene una razón de ser. Tal es el caso del glosario
normativo-legislativo, del que, la mayoría de los que
hemos tenido contacto con una ley, conocemos,
generalmente se incluye dentro de los primeros artículos,
después del artículo que señala el objeto de la ley y del
artículo que señala si el ordenamiento en cuestión es
reglamentario de algún dispositivo constitucional. Ocupa
ese espacio ya que provee al lector del ordenamiento, de
los conceptos que se emplearán en la lectura que iniciará,
es decir, que la pertinencia de ubicar al glosario de la ley
entre los primeros artículos de la misma es de razón
práctica, ya que el lector podrá saber cuál es la
connotación de los conceptos que, a través de la lectura
del ordenamiento, vaya registrando.

Entonces el artículo que tiene como objetivo contener el
glosario de la ley, contiene las definiciones que se emplean
en la misma, tiene la función de otorgarle coherencia,
sistematicidad, claridad, precisión, aplicabilidad,
coherencia legislativa, etc., a las normas jurídicas, todos
estos, atributos de una correcta redacción legislativa, por
ejemplo, le otorga homogeneidad terminológica a la
misma, al respecto Rafael Minor y Roldán Xopa, refieren
que la técnica legislativa debe regirse por la
Homogeneidad terminológica, esto es, …la terminología
debe ser siempre constante y uniforme. Los mismos
conceptos se deben expresar siempre con los mismos

términos y giros, por eso no es correcto el uso de
sinónimos. La utilización de iguales términos para iguales
conceptos rige no sólo para los enunciados de un mismo
texto, sino también con relación a textos afines…

Y es evidente que cuando se emplea un glosario al
principio de cualquier ordenamiento, coadyuvará a que no
se empleen términos distintos, sino que el uso de los
conceptos sea homogéneo y aplicable a todos los casos, lo
que no ocurre cuando no se cuenta con el artículo que
integra a dichos términos, es decir, cuando no se carece del
artículo que establece el glosario de la ley.

En las definiciones que hemos referido del término
glosario, se destaca que es necesaria su utilización en
temáticas particulares que podrían, por esa particularidad o
especificidad necesitar de contar con definiciones que
ayuden a que tales ordenamientos sean claros y precisos. 

Tal información y aseveraciones respecto a la importancia
de incluir un glosario de los términos que se emplean en un
determinado ordenamiento, han sido recogidas en muchas
leyes federales, generales y especiales, sobre todo en
aquellas que tratan sobre temáticas específicas como la Ley
Aduanera (artículo 2), Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público (artículo 2),
Ley de Aeropuertos (artículo 2), Ley de Aguas Nacionales
(artículo 2), Ley de Ahorro y Crédito Popular (artículo 3),
Ley de Ayuda Alimentaria para los Trabajadores (artículo
2), Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente
Modificados (artículo 3), Ley de Cámaras Empresariales y
sus Confederaciones (artículo 2), Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal (artículo 2), Ley de Ciencia y
Tecnología (artículo 4), Ley de Comercio Exterior (artículo
3), Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo
(artículo 4), Ley de Desarrollo Rural Sustentable (artículo
3), Ley de Energía para el Campo (artículo 3), Ley de
Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural (artículo
2), Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
(artículo 3), Ley de Vivienda (artículo 4), Ley Federal para
el Fomento y Protección del Maíz Nativo (artículo 2), y un
largo etc.

Como se puede apreciar, son muchos los ordenamientos
que integran en su cuerpo normativo un glosario de
términos, con certeza podemos afirmar que la mayoría de
las leyes vigentes en nuestro país cuentan en su estructura
con un artículo donde se integran las definiciones de los
conceptos que se emplean en la misma.
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No obstante, de la lectura que hemos realizado en múltiples
ocasiones a la Ley Agraria, resalta el hecho de que no
cuenta con un artículo que integre los conceptos que se
emplean en ella, no cuenta con un glosario. Para suplir esta
deficiencia, la Ley integra tales conceptos, a lo largo de su
articulado, esta situación provoca lo que ya hemos
comentado líneas arriba, respecto a la poca claridad en el
manejo conceptual del referido ordenamiento, además
resulta de difícil ubicación, ya que para buscar algún
término, el lector debe releer la Ley en la mayoría de su
articulado, lo que significa un déficit de tiempo y esfuerzo
derivado de una estructura defectuosa de la misma Ley. Por
citar un ejemplo dentro de este ordenamiento, diremos que
si tratásemos de ubicar el concepto de parcela escolar,
tendríamos que buscar en el articulado de la Ley, hasta
llegar al artículo 70, dispositivo que contiene dicha
definición.

Lo anterior –incluso-, podría resultar perjudicial en el
sentido de que ese concepto u otros, no tienen una pronta
referencia dentro de la ley, lo que podría provocar que se
atienda de manera secundaria, cuando son de gran
relevancia para el desarrollo del campo.

Como parte del problema que pretendemos resolver con
esta parte de la iniciativa, debemos señalar que hemos
observado que el artículo 116 de la Ley Agraria, integra
una especie de glosario pero solo de tres términos, así
dicho artículo dispone:

Artículo 116. Para los efectos de esta ley, se entiende
por:

I. Tierras agrícolas: los suelos utilizados para el cultivo
de vegetales.

II. Tierras ganaderas: los suelos utilizados para la
reproducción y cría de animales mediante el uso de su
vegetación, sea ésta natural o inducida.

III. Tierras forestales: los suelos utilizados para el
manejo productivo de bosques o selvas.

Se reputan como agrícolas las tierras rústicas que no estén
efectivamente dedicadas a alguna otra actividad
económica.

Lo que, a pesar de integrar conceptos de la Ley, resulta
claramente insuficiente, porque no recoge todos los
conceptos que en ella se tratan y que son importantes,

además, la ubicación que tiene dentro de la estructura del
ordenamiento, no es la mejor, ya que se ubica casi al final
de la ley, por lo que no resulta ser una referencia que, el
destinatario de la norma, pueda apreciar al inicio de la
lectura del citado ordenamiento. 

Ahora bien, específicamente en el ámbito rural, el Centro
de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la
Soberanía Alimentaria de la Cámara de Diputados, señala
que:

“La legislación que atañe al medio rural constituye un
amplio y heterogéneo marco normativo, por lo cual es
importante identificar las leyes que lo conforman, y los
diversos conceptos incorporados en ellas, algunos de
carácter técnico, delimitados en sus alcances jurídicos
por cada ley. El objetivo primario de este estudio es
retomar de las diversas leyes los conceptos y
definiciones en ellas contenidos, y por excepción
algunos provenientes de otras fuentes, a fin de
contribuir a delimitar el universo conceptual e
institucional inscrito en esos ordenamientos; conceptos
que al compendiarse dieron lugar al “Glosario de
conceptos jurídicos y técnicos de la legislación
relevante para el Sector Rural”.3

Con lo que queda claramente demostrado que los glosarios
son indispensables para una mejor comprensión de las
leyes en materia rural, aunque no solo para ese ámbito, ya
que constituyen referencias técnicas donde se establecen
los conceptos que se emplearán en el sistema normativo de
cada una de las materias jurídicas.

En ese orden de ideas, debemos aclarar que los términos y
definiciones que integran el glosario que proponemos,
fueron tomados del cuerpo de la misma Ley, es decir, que
no se cambiaron conceptualmente los términos, lo que le
dará certeza jurídica a dicha Ley, ya que al establecer las
definiciones más importantes de la Ley Agraria en un
glosario, las definiciones brindadas proporcionarán
significados estables, fijos y permanentes, hasta que dichos
conceptos por la evolución de la sociedad y de la actividad
legislativa requieran ser modificados. Las reformas
normativas derivadas de esta adecuación, se incluyen
dentro de nuestra propuesta para garantizar la correcta
sistematización y operatividad de la multicitada Ley.

No se trata, por supuesto, solo de un cambio estético o
cosmético, puesto que, nuestra propuesta corrige, en
primer lugar, un defecto en la estructura de la Ley, basada
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en el uso correcto, tanto de la redacción como de la técnica
legislativa, además pensamos que contribuye a mejorar la
exigencia de los derechos contenidos en ella, ya que al
proponer un artículo que integre los conceptos más
importantes, se abona en la claridad de lo que los
ciudadanos y ciudadanas del campo mexicano pueden y
deben exigir. De la misma forma, al evitar la confusión,
derivada de un mal diseño, los conceptos contenidos en
ella, quedan claramente establecidos, lo que contribuye
evidentemente a que, al tener certeza sobre tales conceptos,
las y los campesinos, tengan la posibilidad de tener un más
fácil acceso a la Ley. 

Respecto al uso del lenguaje incluyente para lograr la
igualdad de género

Como ya expuse en otra iniciativa presentada el año
pasado, en materia de paridad de género, la diferencia entre
mujeres y hombres ha estado anclada en una construcción
social que privilegia lo masculino y que, en consecuencia,
menosprecia lo femenino. De esta forma, el mundo
occidental en el que vivimos ha sido construido por y para
varones, lo que ha dado como resultado una sumisión
histórica y social de las mujeres. Así, por ejemplo; en el
reparto de los espacios se confinó a la mujer al doméstico-
privado, y al hombre al público; es decir, el espacio de
toma de decisiones fue asignado únicamente a hombres.

Lo anterior refuerza la construcción de pares categoriales,
binarios, dicotómicos, donde se es lo uno o lo otro, con la
consecuencia de que se impide ver o concebir la
construcción de un mundo con espacio para todas y todos.
Derivado de tal construcción social, el gobierno que es
también, otra construcción masculinizada, fue ocupada por
varones, relegando a las mujeres a otras actividades ajenas
a la toma de decisiones sobre la vida pública del país.

En este contexto de desigualdad, tuvieron su origen las
luchas feministas por el reconocimiento de todos sus
derechos, pasando por los económicos, civiles, sociales,
laborales, culturales y políticos. Esta última generación de
derechos humanos, ha cobrado especial relevancia en el
México actual, puesto que hemos pasado de la asignación
de las llamadas cuotas de género, a tener formado el actual
Congreso de la Unión mediante el principio de paridad
(50/50).

Ahora bien, el reconocimiento de tales derechos no hubiera
sido posible de no contar con instrumentos jurídicos

internacionales en esta materia, así desde la fundación de la
Organización de las Naciones Unidas quedó prohibida la
discriminación en función del sexo, y posteriormente en la
Carta de las Naciones Unidas quedó consagrado el
principio de igualdad de derechos entre hombres y mujeres
en junio de 1945.4

En la Declaración Universal de los Derechos del Hombre
de 1948, se reafirma el principio de igualdad y no
discriminación en función del sexo, y establece el derecho
de las personas a participar, en condiciones de igualdad, en
la toma de decisiones políticas y acceder a las funciones de
los asuntos públicos.5

Mientras que en la Convención de los Derechos Políticos
de las Mujeres de 1954, se propone poner en práctica el
principio de igualdad de derechos de mujeres y hombres,
enunciado en la Carta de las Naciones Unidas.6

Además en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y
Políticos de 1966, así como en el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Políticos y Sociales del mismo año,
los Estados partes se comprometen a respetar y garantizar a
todos los individuos en su territorio y sujetos a su jurisdicción
los derechos reconocidos en dichos instrumentos, sin
distinción alguna de raza, idioma, sexo, nacionalidad,
religión, lengua, opinión política, entre otras.7

Por otra parte, la Convención sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW),
establece una serie de disposiciones que los Estados deben
observar a partir de las siguientes obligaciones: 

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus
constituciones nacionales y en cualquier otra legislación
apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la
mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la
realización práctica de ese principio; 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro
carácter, con las sanciones correspondientes, que
prohíban toda discriminación contra la mujer; 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la
mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y
garantizar, por conducto de los tribunales nacionales o
competentes y de otras instituciones públicas, la
protección efectiva de la mujer contra todo acto de
discriminación; 
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d) Abstenerse de incurrir en todo acto a práctica de
discriminación contra la mujer y velar porque las
autoridades e instituciones públicas actúen de
conformidad con esta obligación; 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer practicada por
cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 

f) Adaptar todas las medidas adecuadas, incluso de
carácter legislativo, para modificar o derogar leyes,
reglamentos, usos y prácticas que constituyan
discriminación contra la mujer; 

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales
que constituyan discriminación contra la mujer.8

Asimismo, el 25 agosto de 2006 el Comité de la CEDAW
recomendó en la observación 11 de las “Observaciones
finales del Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer: México”,9 que se pongan
en marcha mecanismos de coordinación y seguimiento
destinados a lograr la armonización y aplicación efectivas
de los programas y políticas relativos a la igualdad de
género, así como la aplicación de la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres a nivel federal, estatal y
municipal.

Además México forma parte de la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer, (Convención de Belem do
Pará).10 Esta Convención plasma en su artículo 4 el
derecho de las mujeres a la igualdad de protección ante la
ley y a la igualdad de acceso a las funciones públicas de su
país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la
toma de decisiones, por lo cual el Estado mexicano se
comprometió a tomar las medidas necesarias, entre ellas
las de carácter legislativo, para modificar o abolir leyes y
reglamentos vigentes, o para modificar practicas jurídicas
o consuetudinarias que respalden la persistencia o la
tolerancia de la violencia contra la mujer o la violación de
sus derechos.

Durante las últimas seis décadas, la comunidad internacional
ha contraído fuertes compromisos referidos a la igualdad de
género y el empoderamiento de las mujeres, tanto desde una
perspectiva global, como en el nivel interno de cada uno de
los Estados que la componen, como se constata en el marco
de los Objetivos de Desarrollo del Milenio adoptados por la
Organización de las Naciones Unidas en el año 2000, cuando

se señala como uno de estos objetivos, la igualdad entre los
géneros.

En agosto de 2015, la referida ONU presentó el documento
“Transformando nuestro mundo: la Agenda 2030 para el
desarrollo sostenible”,11 que busca erradicar la pobreza,
combatir las desigualdades y promover la prosperidad,
mediante 169 metas y 17 objetivos. En dicha Agenda se
señala como objetivo 5: “Lograr la igualdad entre los
géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas”, con
lo que queda constatado el interés mundial por lograr la
igualdad de la mujer y el hombre.

Como hemos mencionado, nuestra propuesta versa sobre el
lenguaje incluyente en los conceptos Ejidatarios y
Avecindados del ejido, con el objetivo de contribuir al
logro de la igualdad de género.

Fue justamente desde la problemática de la desigualdad de
género y del impacto de inevitablemente tiene el uso de
lenguaje en nuestro desarrollo como sociedad, que surgió
el lenguaje incluyente, el cual establece nuevas reglas que
se adaptan a una sociedad igualitaria y que fomentan una
cultura del respeto y la no violencia hacia las mujeres.

Al respecto la Comisión Nacional para Prevenir y
Erradicar la Violencia contra las Mujeres señala que:

El lenguaje es una expresión de nuestro pensamiento,
un reflejo de los usos y costumbres de una sociedad y
cultura determinadas. Por ello, por mucho tiempo el
lenguaje ha sido también fuente de violencia simbólica,
una herramienta más a través de la cual se ha
naturalizado la discriminación y la desigualdad que
históricamente ha existido entre mujeres y hombres, las
cuales tienen su origen en los roles y estereotipos de
género que limitan y encasillan a las personas
partiendo de sus diferencias sexuales y biológicas.12

En esencia, muchas formas de lenguaje y expresiones
sexistas que abundan en nuestro vocabulario — las cuales
han pasado de generación en generación perpetuando
patrones de comportamiento— construyen estereotipos de
género, asociando a las personas con roles y expectativas
sociales entorno a lo que deben ser/hacer las mujeres y los
hombres.

De esta forma, el lenguaje sexista o excluyente ha reforzado
la idea errónea de que las mujeres tienen un papel de
inferioridad o subordinación con respecto al hombre.
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Estas formas sutiles de desvalorización de la mujer en el
lenguaje son las que, en el inconsciente colectivo, se suman
a las muchas formas que contribuyen a reforzar la
desigualdad y, en el peor de los casos, a justificar la
violencia ejercida hacia las mujeres.13

Es necesario resaltar que nuestra propuesta estriba en
incluir la palabra persona en la definición de Ejidatarios,
en sustitución de hombres y mujeres, porque consideramos
que esta palabra responde a una comprensión gramatical no
binaria de la sociedad, es decir, que no se limita a uno o dos
géneros, lo que constituye el empleo de un término que
supera la visión de la división de género presente en
nuestra sociedad.

Asimismo, proponemos en el concepto de Avecindados del
ejido, cambiar la redacción actual que hace referencia al
masculino gramatical mexicanos, aunque la Real Academia
Española de la Lengua mencione que ese gramatical se
refiere a todos los individuos de la especie, sin distinción
de sexos.14

Porque pensamos que el lenguaje es producto de nuestra
cultura y que como tal, también contiene el sesgo patriarcal
que ha provocado la discriminación y violencia en contra
de las mujeres. De esta forma coincidimos con Guichard
Bello cuando señala que … el uso del masculino genérico
es precisamente un recurso que favorece la ambigüedad en
la información, pues cuando se nombra en masculino es
imposible saber si existe la presencia femenina. Esto es, se
mantiene invisible.15

En tal contexto se inscribe esta segunda parte de mi
iniciativa. Al respecto es necesario hacer una aclaración, en
la elaboración de esta propuesta reflexioné la posibilidad de
proponer los conceptos Personas ejidatarias y Personas
avecindadas del ejido, porque pienso que sería la mejor
forma de usar el lenguaje incluyente, no obstante, al revisar
las ocasiones en que se hace referencia directa a estos
conceptos encontré que el término ejidatario está referido
explícitamente 69 veces en el cuerpo de la Ley y una vez en
los artículos transitorios, lo que implicaría la adecuación de
69 artículos, y respecto al término avecindados del ejido,
observé que esta explícitamente referido 15 veces en el
cuerpo de la Ley, lo que implicaría la misma cantidad de
modificaciones normativas. En ese orden de ideas,
propongo que lo que se modifique sean los conceptos, así al
hacer referencia a ellos, se entenderá que se refiere a las
personas que… tal como obra en la presente propuesta.

Lo anterior responde a la economía procesal que debe
observar la reforma legislativa, no obstante lo menciono
porque, de ser el caso, bien podría concluir la comisión
dictaminadora que tales reformas normativas se llevaran a
cabo, en aras de usar el lenguaje incluyente.

Una vez que hemos expuesto los argumentos en que se
sustenta la presente iniciativa, a continuación, mostramos
el cuadro comparativo entre la ley vigente y el texto
propuesto: 
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En virtud de lo anterior y considerando que ha sido
debidamente fundada y motivada esta iniciativa y
considerando que el dotar a la Ley Agraria de un glosario
de términos le otorga orden, congruencia y sistematicidad,
además de que incluir términos como personas, en
sustitución de hombres y mujeres es más inclusivo,
presento ante esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de:
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Decreto por el que se adicionan, reforman y derogan
diversas disposiciones de la Ley Agraria

Único. Se adicionan el artículo 3o Bis, así como las
fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII y
XIII del mismo artículo; se reforman los artículos 12, 13,
32, 41, 43, 70, 71, 72 y 73; y se derogan el artículo 116 y
sus fracciones I, II, III, así como el último párrafo del
mismo artículo, de la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 3o Bis. Para los efectos de la presente Ley, se
entenderá por:

I. Ejidatarios: personas titulares de derechos
ejidales.

II. Avecindados del ejido: aquellas personas
mexicanas mayores de edad que han residido por un
año o más en las tierras del núcleo de población
ejidal y que han sido reconocidas como tales por la
asamblea ejidal o el tribunal agrario competente. 

III. Comisariado ejidal: es el órgano encargado de la
ejecución de los acuerdos de la asamblea, así como
de la representación y gestión administrativa del
ejido.

IV. Junta de pobladores: órgano de participación de
la comunidad que podrá hacer propuestas sobre
cuestiones relacionadas con el poblado, sus servicios
públicos y los trabajos comunitarios del
asentamiento humano.

V. Tierras ejidales: las que han sido dotadas al
núcleo de población ejidal o incorporadas al régimen
ejidal.

VI. Parcela escolar: superficie que se destinará a la
investigación, enseñanza y divulgación de prácticas
agrícolas que permitan un uso más eficiente de los
recursos humanos y materiales con que cuenta el
ejido.

VIII. Unidad agrícola industrial de la mujer:
superficie cuyo objeto será la realización y
coordinación de actividades productivas, de
asistencia mutua, aprovechamiento de recursos,
comercialización o cualquier otra actividad que
promueva el desarrollo económico y social de las
mujeres dentro del núcleo agrario.

IX. Unidad productiva para el desarrollo integral de
la juventud: parcela donde se realizarán actividades
sociales, económicas, culturales, de salud y de
capacitación, tendientes a procurar que los hijos de
ejidatarios, comuneros y avecindados mayores de
catorce y menores de veintinueve años logren una
inserción sana, plena y productiva en el desarrollo
del campo.

X. Tierras ejidales de uso común: aquellas tierras
que no hubieren sido especialmente reservadas por
la asamblea para el asentamiento del núcleo de
población, ni sean tierras parceladas.

XI. Tierras agrícolas: los suelos utilizados para el
cultivo de vegetales.

XII. Tierras ganaderas: los suelos utilizados para la
reproducción y cría de animales mediante el uso de
su vegetación, sea ésta natural o inducida.

XIII. Tierras forestales: los suelos utilizados para el
manejo productivo de bosques o selvas.

Se reputan como agrícolas las tierras rústicas que no
estén efectivamente dedicadas a alguna otra
actividad económica. 

Artículo 12. Son personas ejidatarias quienes cumplan
con lo dispuesto en la fracción I del artículo 3o Bis de
esta Ley. 

Artículo 13. Son personas avecindadas del ejido quienes
cumplan con lo dispuesto en la fracción II del artículo
3o Bis de esta Ley. Las personas avecindadas gozan de
los derechos que esta ley les confiere.

Artículo 32. El comisariado ejidal es el órgano definido en
la fracción III del artículo 3o Bis de esta Ley. Estará
constituido por un Presidente, un Secretario y un Tesorero,
propietarios y sus respectivos suplentes. Asimismo,
contará en su caso con las comisiones y los secretarios
auxiliares que señale el reglamento interno. Este habrá de
contener la forma y extensión de las funciones de cada
miembro del comisariado; si nada dispone, se entenderá
que sus integrantes funcionarán conjuntamente.

Artículo 41. En cada en cada ejido podrá constituirse una
Junta de pobladores, integrada por los ejidatarios y
avecindados del núcleo de población.
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…

Artículo 43. Las tierras ejidales están sujetas a las
disposiciones relativas de esta ley.

Artículo 70. En cada ejido la asamblea podrá resolver
sobre el deslinde de las superficies que considere
necesarias para el establecimiento de la parcela escolar. El
reglamento interno del ejido normará el uso de la parcela
escolar.

Artículo 71. …

En esta unidad se podrán integrar instalaciones destinadas
específicamente al servicio y protección de la mujer
campesina.

Artículo 72. En cada ejido y comunidad podrá destinarse
una parcela para constituir la unidad productiva para el
desarrollo integral de la juventud. Esta unidad será
administrada por un comité cuyos miembros serán
designados exclusivamente por los integrantes de la
misma.

…

Artículo 73. Las tierras ejidales de uso común constituyen
el sustento económico de la vida en comunidad del ejido y
están definidas en la fracción X del artículo 3o Bis de
esta Ley.

Artículo 116. Se deroga

I. Se deroga

II. Se deroga

III. Se deroga

Se deroga

Artículo Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas
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2015, disponible en 
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5 Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Disponible en 
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6 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Rodríguez y Rodríguez
Jesús, compilador, Instrumentos Internacionales sobre derechos
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7 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Op. Cit.

8 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de
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9 Disponible en: 
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13 Ídem.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputado
Ismael Alfredo Hernández Deras (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para
opinión.
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LEY MINERA

«Iniciativa que adiciona el artículo 13 Bis de la Ley
Minera, a cargo de la diputada Esmeralda de los Ángeles
Moreno Medina, del Grupo Parlamentario del PES

Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina, diputada
integrante de la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, del Grupo Parlamentario de Encuentro Social,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 3, 4 y 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 77, 78 y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan dos últimos párrafos al artículo 13 de la Ley
Minera, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Si uno revisa la historia del país, puede constatarse que
México ha sido y es un país minero, el 70 por ciento del
territorio nacional tiene potencial y solo el 30 por ciento ha
sido explorado. Nos ubicamos entre los 10 principales
productores a nivel mundial de 17 minerales. La minería en
el país representa el 2.3 por ciento del producto interno
bruto a nivel Nacional y el 8.1 por ciento del PIB
industrial; la actividad genera 379 mil empleos directos y
2.27 millones de empleos indirectos.1

Su importancia económica es fundamental para el país; sin
embargo, conforme pasa el tiempo, se discuten derechos y
se reivindican los mismos, las comunidades indígenas
cobran mayor importancia dentro de la industria minera, ya
que gran parte de los proyectos mineros se realizan en
zonas con alto valor cultural y en comunidades
históricamente representativas, que usualmente se asientan
en ellas.

Es importante precisar que los pueblos indígenas han
heredado practicas culturales y formas únicas de
relacionarse con la gente y el medio ambiente. Retienen,
además, rasgos sociales, culturales, económicos y políticos
que son distintos de los predominantes en las sociedades en
las que viven. 

Las poblaciones autóctonas han buscado durante años el
reconocimiento de sus identidades, su forma de vida y el
derecho sobre sus territorios tradicionales y recursos
naturales. Pese a ello, a lo largo de la historia, sus derechos

han sido siempre violados. En la actualidad, se encuentran
sin duda entre las poblaciones más vulnerables y
perjudicadas del mundo. La comunidad internacional
reconoce ahora que se necesitan medidas especiales para
proteger sus derechos y mantener su identidad cultural y
reproducir sus formas de vida.2

Las personas y pueblos indígenas, por su particular
situación social, económica o política, se han visto
históricamente impedidos o limitados en la participación
de las decisiones estatales. Por ello, el reconocimiento,
promoción y protección de su derecho humano a la
consulta previa se contiene en los artículos 1, 6, numeral 1,
15, numeral 2, 22, numeral 3, 27, numeral 3 y 28 del
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo
(OIT).

El Convenio número 169 sobre Pueblos Indígenas y
Tribales, fue adoptado en Ginebra, Suiza, por la 76a.
Conferencia Internacional del Trabajo, en junio de 1989.
Este Convenio entró en vigor el 6 de septiembre de 1991 y
fue ratificado por México el 5 de septiembre de 1990, desde
esa fecha entró en vigor en nuestro país.

Este Convenio establece una carta de derechos mínima
para los pueblos indígenas y tribales en el mundo y la
consulta y participación constituyen la piedra angular.

En México la población indígena conforma un importante
grupo social de mexicanos que dada su cultura, historia y
lengua identificamos como los pueblos originarios del país.
Todos ellos con una riqueza histórica y cultural propia que
dan sentido de pertenencia e identidad a la Nación y a
todos los mexicanos.3

El artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece diversos derechos a favor de
los pueblos y comunidades indígenas, entre ellos,
conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de
sus tierras así como el uso y disfrute preferente de los
recursos naturales de los lugares que habitan y ocupan las
comunidades.

El Convenio (169) Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en
Países Independientes establece el derecho de los pueblos
indígenas a participar en la utilización, administración y
conservación de los recursos naturales existentes en sus
tierras y el derecho a la consulta sobre el uso de sus
recursos naturales. 
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Al respecto, el artículo 15, párrafo segundo, del Convenio
169 dispone:

“En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de
los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga
derechos sobre otros recursos existentes en las tierras,
los gobiernos deberán establecer o mantener
procedimientos con miras a consultar a los pueblos
interesados, a fin de determinar si los intereses de esos
pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de
emprender o autorizar cualquier programa de
prospección o explotación de los recursos existentes en
sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar
siempre que sea posible en los beneficios que reporten
tales actividades, y percibir una indemnización
equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como
resultado de esas actividades.”

Aunque no existe una ley en la materia que vuelva
legalmente obligatoria la realización de una consulta,
existen precedentes judiciales en los que estos pueblos y
comunidades indígenas han interpuesto juicios de amparo
y se ha ordenado detener o cancelar proyectos. Muchos de
los actos que involucran al a industria minera deben
sujetarse a una consulta previa siempre que existan
comunidades o pueblos indígenas localizados en los
terrenos concesionados.4

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
sostenido en tesis que todas las autoridades, en el ámbito
de sus atribuciones, están obligadas a consultar a los
pueblos y comunidades indígenas antes de adoptar
cualquier acción o medida susceptible de afectar sus
derechos e intereses:

“Comunidades y pueblos indígenas. Todas las
autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, están
obligadas a consultarlos, antes de adoptar cualquier
acción o medida susceptible de afectar sus derechos e
intereses.5

La protección efectiva de los derechos fundamentales
de los pueblos y las comunidades indígenas requiere
garantizar el ejercicio de ciertos derechos humanos de
índole procedimental, principalmente el de acceso a la
información, el de la participación en la toma de
decisiones y el de acceso a la justicia. En ese sentido,
todas las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones,
están obligadas a consultarlos antes de adoptar
cualquier acción o medida susceptible de afectar sus

derechos e intereses, consulta que debe cumplir con los
siguientes parámetros: a) debe ser previa; b)
culturalmente adecuada a través de sus representantes o
autoridades tradicionales; c) informada; y, d) de buena
fe. En el entendido que el deber del Estado a la consulta
no depende de la demostración de una afectación real a
sus derechos, sino de la susceptibilidad de que puedan
llegar a dañarse, pues precisamente uno de los objetos
del procedimiento es determinar si los intereses de los
pueblos indígenas serían perjudicados.”

Aunque existe esta obligación de consultar a los pueblos y
comunidades indígenas no existe un procedimiento legal
para llevarlo a cabo, por ello, y con el propósito de proteger
los recursos naturales existentes en las tierras propiedad de
pueblos y comunidades indígenas se propone reformar la
Ley Minera, a fin de establecer la obligación de hacer una
consulta previa al otorgamiento de una concesión minera
dirigida a pueblos y comunidades indígenas, en el siguiente
cuadro comparativo se plantea la reforma que se propone:

Ley Minera
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Por lo expuesto, y con base en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, quien suscribe somete a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan dos últimos párrafos al
artículo 13 Bis de la Ley Minera

Artículo Único. Se adicionan dos últimos párrafos al
artículo 13 Bis de la Ley Minera, para quedar como sigue:

Artículo 13 Bis. …

I. a III. …

…

Cuando el terreno se encuentre en un área habitada
y ocupada por un pueblo o comunidad indígena se
deberá consultar a los pueblos interesados, a fin de
determinar si los intereses de esos pueblos serían
perjudicados y en qué medida, antes de emprender o
autorizar cualquier programa de prospección o
explotación de los recursos existentes en sus tierras. 

La consulta a los pueblos o comunidades indígenas
se llevará a cabo en los términos que determine el
Reglamento, pero en todo caso se deberá considerar
lo siguiente:

a) La consulta debe realizarse antes de que inicie
el proceso de producción y los pueblos y
comunidades indígenas deben ser consultados de
forma previa a cualquier fase.

b) Se deberá informar a los pueblos indígenas
sobre el contenido de la medida propuesta
mediante el fomento de un verdadero diálogo.

c) La consulta debe ser de buena fe.

d) La consulta debe responder a procedimientos
trasparentes y previamente definidos a fin de
garantizar la seguridad jurídica a favor de los
pueblos indígenas sobre sus mecanismos de
participación.

e) La consulta debe ser culturalmente adecuada a
través de sus representantes o autoridades
tradicionales.

Transitorio

Único. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.geomin.com.mx/pdf/litio/ImportanciaMineria_MX_Foro
Litio.pdf

2 https://www.un.org/es/events/indigenousday/

3 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/32305/cdi-progra-
ma-especial-pueblos-indigenas-2014-2018.pdf
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4 https://lexlatin.com/opinion/estandares-minimos-consultas-pueblos-
indigenas

5 Décima Época, Núm. de Registro: 2004170, Instancia: Primera Sala,
Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 1, Materia(s):
Constitucional, Tesis: 1a. CCXXXVI/2013 (10a.), Página: 736

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2021.— Diputada
Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y
Competitividad, para dictamen.

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 2o., 38 y 93
de la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Carlos
Elhier Cinta Rodríguez, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Carlos Elhier Cinta Rodríguez, diputado
federal del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que adicionan una
fracción XIX y XX al artículo 2; y el artículo 93; y se
reforma el párrafo cuarto del artículo 38 de la Ley de
Aviación Civil, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En México la aviación representa una fuente de ingreso
económico nacional y de generación de empleos muy
importante. La aviación civil es un pilar esencial de la
infraestructura de comunicaciones y transportación pública
de cualquier país. La actividad aeronáutica comercial y
privada ha crecido y se espera que continúe creciendo
rápidamente en México y el resto de América Latina. Un
factor esencial en apoyo de dicho crecimiento es la
promoción y el mantenimiento de la seguridad en todo tipo
de operaciones aeronáuticas, no sólo desde el punto de
vista del equipo de vuelo y del control de operaciones de
vuelo, sino también desde el punto de vista de la salud y el

bienestar del personal de vuelo (pilotos, ingenieros de
vuelo, navegantes, sobrecargos), personal de tierra
(mecánicos, despachadores, controladores de tráfico aéreo,
etc.) y pasajeros.

Es un hecho que el volar expone a los individuos a un
medio ambiente hostil caracterizado por una variedad de
demandas físicas, fisiológicas y psicológicas en los seres
humanos, quienes no están genéticamente adaptados para
vivir en dicho ambiente sin ayudas tecnológicas. Promover
la salud y el bienestar del personal aeronáutico es esencial
para mantener la seguridad de las operaciones de vuelo en
la aviación civil a nivel mundial. También es importante
reconocer las consecuencias potenciales que el ambiente
de vuelo puede causar en individuos con condiciones
médicas preexistentes quienes desean viajar por vía aérea o
aquellos individuos que necesitan transportación o
evacuación médica por medio del uso de una aeronave. Por
lo tanto, el personal médico debe poseer un conocimiento
avanzado de la Medicina Aeroespacial para tomar
decisiones apropiadas concernientes a la certificación
médica de pilotos y otro personal aeronáutico. Dicho
conocimiento también es esencial para tomar las
decisiones correctas para el transporte médico seguro de
pasajeros enfermos en aviones comerciales, o para el
transporte electivo o de emergencia de pacientes en
ambulancias aéreas. 

La especialidad en Medicina Aeroespacial tiene una
importancia crítica considerando que la mayoría de los
médicos en el mundo no están entrenados para identificar y
tratar problemas médicos relacionados con actividades
humanas en el medio aeronáutico y espacial.  Por ello, es
muy frecuente que los especialistas en Medicina
Aeroespacial tengan que lidiar con las consecuencias de las
decisiones médicas erróneas tomadas por médicos no
especializados quienes no están familiarizados con los retos
únicos de la exposición de seres humanos a ambientes
aeroespaciales.

La Medicina Aeroespacial ha sido reconocida como una
especialidad en los Estados Unidos desde 1953. Este
reconocimiento ha sido instrumental en el impacto
significativo que tienen los especialistas en Medicina
Aeroespacial en asegurar y/o promover la seguridad
aeromédica y optimizar el rendimiento humano durante las
operaciones de vuelo. La mayoría de los programas
universitarios a nivel mundial ni siquiera incluyen la
enseñanza de los aspectos básicos de la fisiología de vuelo.
Algunos países ofrecen cursos básicos y avanzados de
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posgrado en Medicina Aeroespacial y muy pocos países
ofrecen programas de especialidad en Medicina
Aeroespacial como Brasil, Colombia, Estados Unidos,
India, Inglaterra y México, los cuales son los únicos países
que tienen programas de Residencia en Medicina
Aeroespacial y la reconocen formalmente como una
especialidad.

La Medicina Aeroespacial es la disciplina médica que
estudia los efectos que tienen lugar en el ser humano
cuando se somete a un medio dotado de condiciones y
características tan específicas como las que configuran el
medio aeronáutico y espacial.

De acuerdo con el Convenio de Chicago (1947), de la
Organización de Aviación Civil Internacional (O.A.C.I.),
las Instituciones de Medicina de Aviación Civil, cual sea su
denominación en cualquiera de los estados nación, deberán
depender siempre de la Autoridad Aeronáutica Civil del
país correspondiente.

Según datos de la Organización de Aviación Civil
Internacional y de investigación científica en esta materia,
el factor humano es el causante de entre el 80 y el 90 por
ciento de los accidentes aéreos. De ahí la importancia de la
especialización y autonomía de la Medicina Aeroespacial
respecto a los criterios médicos utilizados para otro tipo de
transportes.

Hoy se carece de una legislación adecuada que regule,
supervise e impulse la aviación nacional en materia de
Medicina Aeroespacial.

Una de las funciones sustantivas de la autoridad
aeronáutica es el de la seguridad y eficiencia de las
operaciones de la Aviación, Civil; esta responsabilidad
implica el control de los recursos humanos involucrados en
tales operaciones, cuya certificación médica y técnica debe
ser función y responsabilidad exclusiva de la propia
Autoridad Aeronáutica.

Las actividades de la Medicina Aeroespacial se relacionan
íntima y permanentemente con otras actividades técnicas y
administrativas de la aviación civil como son las de
operaciones, licencias, investigación de accidentes, etc.,
relación que sería difícil o casi imposible mantener en
forma adecuada, si la dependencia médica estuviera
desvinculada de la autoridad competente en la materia,
como acontece en la actualidad.

Es necesario que el sector aeronáutico adopte los
estándares internacionales en relación con la aptitud
psicofísica del personal técnico aeronáutico, así como una
debida aplicación de exámenes médicos, con el fin de
contribuir a elevar los niveles de seguridad y alcanzar
mayor efectividad en las operaciones aeronáuticas. Y de
igual forma, dentro de la estructura orgánica de la
administración de aviación civil, deberá procurarse que la
institución de Medicina Aeroespacial se inserte con plenas
facultades y atribuciones de Ley.

Por lo que, uno de los objetivos primordiales de toda
institución de medicina de aviación civil, debe ser el regir la
aplicación de las normas y los procedimientos de la
especialidad en Medicina Aeroespacial requeridos y
actualizados para proveer a la aeronáutica civil con los
recursos humanos física y mentalmente sanos y médicamente
calificados para desempeñar las diversas actividades
derivados de este sistema de transporte, así como para
mantener su aptitud psicofísica y el control de todos los
aspectos médicos de la aviación civil, para contribuir con ello
a lograr una óptima seguridad y eficiencia de las operaciones
aeronáuticas y a su ordenado y continuo desarrollo.

Para coadyuvar, en forma ética y profesional, a impulsar el
desarrollo seguro y ordenado de la Industria Aeronáutica
Nacional, se propone realizar una reforma a los actuales
ordenamientos legales relacionados con el ejercicio de la
Medicina Aeroespacial en México.

Es así, que en consideración al establecimiento reciente de
la Agencia Federal de Aviación Civil (AFAC), se presenta
una ventana de oportunidad para poder legislar al respecto
sobre la materia.

Así que, en dicha iniciativa de Ley, la forma en que se
garantice el ejercicio de la Medicina Aeroespacial en
México, es que se lleve a cabo por personal de la salud que
cuente con las competencias profesionales, científicas,
académicas actualizadas y de alta calidad, con el fin de
obtener y mantener un estado del arte de excelencia en
materia de certificación aeromédica y por ende en la
seguridad de las operaciones aeronáuticas y de apoyo
terrestre a las mismas.

En consideración a que se carece de una legislación
adecuada que regule, supervise e impulse la aviación
nacional en materia de medicina aeroespacial, es así, por lo
que esta iniciativa lo que propone es la creación de un
Consejo Consultivo de Medicina Aeroespacial, así como
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una adecuación de la Ley de Aviación Civil para que la
autoridad aeronáutica, es decir, la AFAC, gestione todo lo
relativo a los aspectos técnicos, administrativos, operativos
y reguladores de dicha especialidad, para asegurar el
crecimiento y desarrollo de la misma, el cumplimiento de
los requerimientos de calidad de la medicina aeroespacial
nacionales e  internacionales, así como de emitir las
constancias de aptitud psicofísica del personal técnico
aeronáutico, a través de los médicos examinadores
autorizados. 

Es importante destacar, que la definición de Medicina
Aeroespacial, es una aportación por parte del General de
División Médico Cirujano, Víctor Manuel Rico Jaime, a
través de su experiencia y estudio, cuyo expertis en la rama
de la medicina aeroespacial por más de 35 años le permite
llegar a dicha definición y ser parte importante para la
conformación de la presente iniciativa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración el siguiente proyecto de iniciativa con
proyecto de

Decreto que adiciona una fracción xix y xx al artículo 2
y el artículo 93; y se reforma el párrafo cuarto del
artículo 38 de la Ley de Aviación Civil

Artículo Único. Se adicionan una fracción XIX y XX al
artículo 2 y el artículo 93; y se reforma el párrafo cuarto del
artículo 38 de la Ley de Aviación Civil, para quedar como
sigue:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. … al XVIII. …

XIX. Medicina Aeroespacial: rama de la medicina que
conjuntamente con la medicina del trabajo y la
medicina preventiva se encarga del estudio, prevención,
diagnóstico y tratamiento de las alteraciones fisioló-
gicas, fisiopatológicas o patológicas que se presentan
peculiarmente en el personal técnico aeronáutico de
vuelo, el de apoyo terrestre al mismo y en los usuarios
del transporte aéreo, al exponerse a los factores
morbígenos y nocivos presentes en el medio aeroespa-
cial. Asimismo, se encarga de realizar toda actividad
para mejorar la salud de todo el personal técnico
aeronáutico, así como de estudiar e investigar los
factores humanos y su influencia en la prevención y
producción de incidentes y accidentes de aviación;

XX. Médico examinador autorizado: médico con
cédula de especialista en Medicina Aeroespacial
expedida por la Dirección General de Profesiones de la
Secretaría de Educación Pública, y/o aquellos médicos
generales y especialistas que comprueben haber
adquirido las competencias necesarias para ejercer
éticamente esta rama médica a través de programas de
educación continua, a nivel Diplomado en Medicina
Aeroespacial, impartidos por instituciones educativas
públicas o privadas reconocidas por las autoridades
académicas correspondientes, para practicar
exámenes aeromédicos y expedir certificados o
constancias de aptitud psicofísica integral al personal
técnico aeronáutico.

Artículo 38. …

…

…

Para que el personal técnico aeronáutico pueda dedicarse al
ejercicio de su actividad deberá acreditar ante la autoridad
aeronáutica ser titular de una licencia vigente expedida por la
autoridad, contar con la constancia de aptitud psicofísica
vigente correspondiente a su actividad. En este sentido, la
medicina aeroespacial estará a cargo de la Agencia Federal
de Aviación Civil, quien de manera directa será la
responsable gestionar todo lo relativo a los aspectos
técnicos, administrativos, operativos y reguladores de
dicha especialidad, para asegurar el crecimiento y
desarrollo de la misma, el cumplimiento de los requeri-
mientos de calidad de la medicina aeroespacial nacionales
e  internacionales, así como de emitir las constancias de
aptitud psicofísica del personal técnico aeronáutico, a
través de los médicos examinadores autorizados.

…

Artículo 93. El Consejo Consultivo de Medicina
Aeroespacial es un órgano colegiado constituido por
médicos especialistas en Medicina Aeroespacial y otras
especialidades afines. Su objetivo primordial es
asesorar a las autoridades en los asuntos que tengan
relación con las políticas públicas, relativas a la
seguridad, desarrollo y crecimiento de la industria
aeroespacial nacional.

El Consejo Consultivo estará integrado por lo menos
con ocho miembros, el cual será presidido por el
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Director General de la Agencia Federal de Aviación
Civil (AFAC), quien en todo momento regirá las
políticas de trabajo del mismo y en su ausencia éste
designará a otro miembro en su representación.

El Consejo Consultivo estará integrado por los
representantes de las siguientes dependencias y los que
deban suplirlos cuando así se requiera, quienes
invariablemente participarán en todas las juntas de
trabajo:

Secretaría de Comunicaciones y Transportes;

Secretaría de la Defensa Nacional;

Secretaría de Marina;

Secretaría de Salud;

Instituto Mexicano del Seguro Social;

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado; 

Petróleos Mexicanos; y

Representantes de la Sociedades Académicas y
Colegiadas afines.

El Consejo Consultivo de Medicina Aeroespacial tiene
como objetivo constituirse como el órgano oficial de
consulta de la Agencia Federal de Aviación Civil, y por
conducto de ésta, de otras dependencias del gobierno
federal para el desarrollo de las siguientes actividades
sustantivas:

Presentar a las autoridades correspondientes, para su
aprobación, promulgación y aplicación, las políticas y
líneas de acción que permitan el desarrollo integral y
actualizado de la especialidad en Medicina
Aeroespacial, derivadas del análisis permanente de
todos los factores que inciden en dicho desarrollo, lo
cual permitirá a su vez la mejora continua de los
procesos de planeación, coordinación, control y
evaluación en esta materia. En consecuencia,
establecerá la coordinación necesaria entre los
representantes de las instituciones que administran o
ejercen esta  especialidad y las receptoras y formadoras
de los recursos humanos, con el propósito de mantener
la más elevada calidad profesional académica, técnica y

científica para así contribuir al desarrollo permanente
de la referida especialidad en beneficio y adecuado
control del factor humano involucrado en las diversas
actividades de la aviación civil, para garantizar la
máxima seguridad en las operaciones de este sistema de
transporte y de nuestra patria.

Identificar las áreas de coordinación entre las
instituciones que conforman al Consejo Consultivo de
Medicina Aeroespacial y las organizaciones académicas
y colegiadas afines nacionales e internacionales, las
instituciones de salud formadoras de recursos humanos
y los prestadores de servicios de salud, en materia de
Medicina Aeroespacial.

Proponer a las autoridades superiores de la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes los procedimientos y
acciones conjuntamente acordados por el Consejo
Consultivo de Medicina Aeroespacial, para su estudio y
aprobación, y si este es procedente, su promulgación
desde el punto de vista jurídico.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. La Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, contarán con un plazo no mayor a 90 días
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto, para realizar las adecuaciones y
modificaciones a la normatividad aplicable.

Artículo Tercero. La Agencia Federal de Aviación Civil,
contará con un plazo no mayor a 90 días hábiles, contados
a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para la
conformación e instalación del Consejo Consultivo de
Medicina Aeroespacial, conforme a lo establecido en la
presente reforma.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a los
dos días del mes de marzo de 2021.— Diputado Carlos Elhier Cinta
Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y
Transportes, para dictamen, y a la Comisión de Salud,
para opinión.   
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